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		Programa de Investigación sociedad y desarrollo



	 

	En esta síntesis los titulares de los centros sociales asumieron la tarea de sintetizar, simplificar, priorizar y agrupar los temas y objetivos del texto completo que se presenta en el resto de este documento.  El documento que se presenta en el resto del PILA aborda los detalles de los temas, el estado del arte, los comités científicos y de transferencia, y las prioridades de investigación. Este resumen aborda las grandes líneas, y resalta la relación entre estas y las prioridades del país.

	 

	
	1 Población 



	 

	La población mexicana vivió una transición demográfica similar a la “clásica”  entre 1970 y 2005. Ahora se vive otra etapa, más compleja de caracterizar, que por lo mismo debe ser estudiada en sí misma y no como parte de un patrón internacional establecido. Ocurrió un marcado descenso de la fecundidad entre 1970 y 2005, lo cual ha significado que el tamaño de las cohortes en edad laboral creció rápidamente en una primera etapa, para después disminuir. Esta cohorte crecía en alrededor de 1.25 millones en 1995, y alrededor de 900,000 en 2010. Este cambio define primero un “bono demográfico” (un crecimiento proporcional de la población laboral potencial) y después una mayor tasa de dependencia originada en el crecimiento absoluto y relativo de la población de adultos mayores, fenómeno que ya se observa. Para aprovechar el “bono”, sin embargo, era necesario crear una gran cantidad de empleos, necesidad menos apremiante después de 2005. La fecundidad deja de bajar hacia 2005 – 2008. Esto significa que la disminución proporcional de la cohorte en edad laboral no será tan pronunciada como se había previsto y que podemos aprovechar el bono demográfico durante más años, con las políticas correctas. Persiste la fecundidad diferencial por ingreso, escolaridad femenina, zona urbano – rural, y etnicidad. Las familias urbanas, profesionales y de altos ingresos tienen menos hijos, no así las demás.

	 

	En segundo lugar, decrece la tasa de mortalidad hasta 2007. Esto significa que el crecimiento poblacional mexicano es relativamente mayor por un descenso en la mortalidad. Esto también significa que el peso de la población adulta mayor crece. Posteriormente la tasa de mortalidad crece, sobre todo entre varones en edad laboral, pero no sólo entre ellos. En los estados con altos niveles de homicidios, el infanticidio y el feminicidio también crecen. Sin duda la violencia explica el cambio en algunos estados. La contribución de las enfermedades crónicas, sin embargo, también va al alza y debe investigarse.

	 

	Por último, la migración internacional extrae población en edad de trabajar hasta 2007, y contribuye a disminuir el crecimiento neto de la población y a disminuir más el crecimiento neto de la población laboral, y por ende la demanda de empleo. Se estima que la pérdida neta de población suma entre 3 y 3.5 millones de personas entre 2000 y 2006. Esta población tiene un componente más que proporcional de hombres jóvenes. Esto disminuye la presión sobre el empleo en México. A partir de 2007, sin embargo, disminuye sustancialmente la migración internacional. El factor central es la crisis económica de Estados Unidos, aunque la criminalización de la migración juega un papel. Para México esto significa que, si bien la demanda de empleo interno disminuye entre los años noventa y 2007, a partir de este año México debería crear más empleos para absorber a su población joven. Un factor adicional depende del status migratorio, los empleos y el interés de los migrantes por enviar remesas a México. Entre 2007 y 2014, al retornar más migrantes y aumentar su desempleo en E.U., bajan las remesas, pero vuelven a crecer a partir de este último año. Entre 2007 y 2014 se vivió una situación crítica en México por la baja en la migración (con más demanda de empleo interno) y la baja de las remesas (menos recursos del exterior), situación menos apremiante en 2015 y 2016. 

	La mayor parte de los análisis ha supuesto que el aumento de la pobreza entre 2008 y 2010 se debió al aumento del desempleo en México. Es probable que la no-migración haya jugado un papel, pero no se ha estudiado.

	 

	Los cambios demográficos mencionados requieren realizar los siguientes trabajos científicos: 

	 

	
		Análisis general del tamaño, distribución por edad, sexo y territorio, y acceso a la ocupación de la población mexicana, para planear guarderías, escuelas, estímulos al empleo, planes y programas de retiro y de apoyo a adultos mayores, instituciones de salud y programas sociales. El papel de los adultos mayores es de interés: triplican su peso relativo entre 1970 y 2030, y su tamaño absoluto en más de cinco veces. Este cambio inédito fuerza a analizar y planear: condiciones de salud, incapacidades, retiro y estructuras de apoyo institucionales y familiares.



	 

	
		Análisis de la fecundidad, de su distribución geográfica, por edad, por clase social y su relación con la mortalidad infantil y materna, así como de la baja en nacimientos originada en la emigración. La fecundidad precoz es de interés especial. La salud reproductiva debe estudiarse en todo el territorio, así como los temas de morbilidad y mortalidad. La seguridad de los métodos anticonceptivos, su disponibilidad y la educación respectiva también deben abordarse.

		Análisis de la mortalidad, de su distribución por edad, sexo y territorio, de sus factores determinantes, de las tasas de dependencia económica, del PEA, y de sus consecuencias en el sistema de justicia. 



	 

	
		Análisis de la movilidad territorial interna y externa (emigración, inmigración y migración, población en tránsito y desplazamiento internos) y de sus repercusiones en demanda de empleo y niveles salariales, tasas de actividad, pobreza, vivienda, servicios sociales y servicios públicos en distintas entidades y municipios. Importan también las implicaciones políticas internas y externas, así como el análisis de la población mexicana y de origen mexicano en E.U. (familia, empleo, pobreza, status legal y político). Un tema de relevancia inédita es el retorno de migrantes, y sus necesidades de identidad oficial, educación, salud, empleo, vivienda y servicios. Los factores que originan desplazamiento y migración interna y externa son otro tema central. Pueden incluir inseguridad, empleo, deterioro ambiental y climático, y viceversa: las regiones de crecimiento económico atraen población en México, y su distribución en el territorio es distinta a la de 1990 o 2000.



	 

	
		Es necesario evaluar la calidad y oportunidad de las fuentes de datos para todo lo anterior, y establecer un grupo de trabajo con los centros de investigación, INEGI y CONAPO, y las secretarías de cada ramo para coadyuvar a la generación de información nueva, mejorar la existente, y sistematizar y transparentar fuentes de interés demográfico (COFEPRIS y MP, por ejemplo), para planear políticas y servicios adecuados y oportunos.



	 

	
	2 Economía



	 

	Después de casi cinco décadas de crecimiento económico acelerado (3.5% anual per cápita), el mismo se estanca a partir de 1980-2. El factor que se rezaga más es el capital físico, lo que incluye inversión pública y privada, y este es determinante en la productividad total de los factores económicos. 

	 

	Sin embargo, México ha realizado una serie de reformas, y posee fortalezas económicas, que hacen difícil explicar cabalmente el lento crecimiento. Su capacidad exportadora es única en América Latina. Su nivel de atracción de capital extranjero también. El análisis económico enfrenta así retos serios y consensos insuficientes sobre las causas profundas que explican el lento crecimiento y que podrían destrabar las barreras existentes. Se propone dividir la empresa científica en tres campos:

	 

	
		Aspectos generales: Evaluar, criticar y aportar a los modelos teóricos del crecimiento económico a la luz de la experiencia mexicana. Generar, evaluar y mejorar la evidencia económica empírica: PIB, matrices económicas, modelo KLEMS, compatibilidad con bases internacionales. Llevar a cabo nuevas historias económicas de México, para las épocas 1930 – 1980, y la posterior, con un aparato crítico que mejore las explicaciones existentes. Llevar a cabo análisis amplios de la interacción entre economía, política, geopolítica, legalidad y políticas institucionales efectivas. Análisis del crecimiento en el territorio, y las divergencias en crecimiento y sus explicaciones dentro de México. Finalmente, analizar críticamente las políticas públicas para el desarrollo y proponer mejoras.



	 

	
		Determinantes específicos del crecimiento. Inversión pública y privada. Evolución, costo y distribución del crédito y su impacto productivo y no productivo. Reforma fiscal. Transformación productiva y atlas de la complejidad. Informalidad, legislación laboral, evasión y cargas fiscales desiguales y su impacto en la desigualdad neta de los cargos y gastos fiscales, y de ingresos, entre la población y el territorio. Productividad dual en campo y ciudad, y mercados de factores. Derechos de propiedad y seguridad de los derechos. Ciencia, tecnología y desarrollo productivo. Brechas, barreras y trampas: en territorio; sectoriales; en ingresos de los hogares; su papel en el lento crecimiento. 



	 

	
		Reconfiguración de la economía y la población en el territorio. Dado el probable cambio que se avecina en las cadenas productivas de exportación, delimitaremos las regiones en las cuales estos cambios puedan suceder más probablemente, y relacionaremos los mismos con su impacto en el sistema productivo nacional y norteamericano; con cambios en los patrones migratorios, incluyendo migración de retorno; y con posibles rezagos y avances diferenciales en el empleo, el ingreso, la migración interna y de retorno, y otras reconfiguraciones económicas y políticas.



	 

	
	3 Desigualdad, pobreza y política social



	 

	México es un país desigual, como lo es América Latina. Normalmente la desigualdad agudiza la pobreza. Los estilos de desarrollo mexicanos, incluido el régimen fiscal, son los principales responsables de esto, tanto antes como después de 1982. Sin una reforma económica y fiscal, es muy probable que no se reduzca sustancialmente la cantidad de pobres y la profundidad de la pobreza. 

	 

	Por otra parte, el país desarrolló un marco institucional restringido pero institucionalmente sólido para proveer servicios y condiciones básicas de acceso a oportunidades la población entre 1950 y 1990. Este marco puede llamarse de “protección social limitada” o de “bienestar restringido”. A partir de 1995, dicho marco institucional cambia, pero los diversos aspectos del cambio (focalización, corresponsabilidad, evaluación, fundamentación en programas, y en algunos casos privatización), en conjunto, se pueden caracterizar de maneras contrastantes, como una marcha atrás en el sistema de protección social, como un intento de racionalizarlo y mejorar la cobertura de los más pobres, o como una reforma neoliberal. Tanto los servicios educativos como los de salud han sido ampliamente beneficiados por mayores presupuestos públicos reales y relativos, con énfasis, en el caso de salud, en la población de menores recursos. Los análisis muestran, por ejemplo, que la atención médica prenatal ha crecido mucho más entre la población indígena que en cualquier otra. Sin embargo todo ello no se ha traducido en campañas sólidas y duraderas de educación para la salud, ni en políticas sanitarias que abarquen todos los rubros, incluida la alimentación.

	 

	Sin embargo, no hay reducciones sustanciales en pobreza, ni, por otra parte, los aumentos en los gastos en salud y educación han redundado en mejorar las capacidades respectivas, ni en el desempeño de la población en la economía.

	 

	Una parte sustancial del presupuesto social amplio ha sido descentralizado a los estados, aunque con facultades y resultados mixtos. DIF, SEDESOL, Salud y SEP disminuyen su participación presupuestal a favor de los estados, pero aspiran a regir y regular sus respectivos subsistemas de desarrollo social. Esta coordinación y/o articulación está en proceso de construcción y es imprescindible analizarla, evaluarla y contribuir a hacerla justa y eficiente. 

	 

	Los especialistas convocados señalan la necesidad de reformas y de investigaciones amplias que, de manera coordinada, pongan en operación un sistema basado en los principios de universalidad, solidaridad y eficiencia. No se opone a la participación de agentes privados, pero en un marco que garantice el máximo beneficio a la población objetivo de la política, es decir que impacte en mayor equidad.

	 

	La investigación se propone tres ejes: uno transversal, otro sectorial y uno más centrado en hogares:

	 

	
		Entre los primeros, deben estudiarse: la convergencia entre política social y económica; el régimen de bienestar o de protección social amplia; la interacción entre política social y desigualdad; y la superación de la pobreza y la exclusión.



	 

	
		Entre los sectoriales, por su parte, están: educación; salud; seguridad social (incluyendo el sistema de pensiones) ; vivienda; y política social en sentido estrecho, tanto a nivel federal como estatal o local, así como la naturaleza de sus interacciones.



	 

	
		En el eje de hogares, nos proponemos: investigar de manera multi - regional y diacrónica el cambio en los patrones de trabajo, ingreso, gasto, pago de deudas y consumo de los hogares de ingresos bajos, con el fin de relacionar estos con las perspectivas de alimentación, salud, capacidades y oportunidades de los jóvenes al interior de los mismos. En estos procesos de cambio juegan algún papel, que se deberá conocer, el crédito, el gasto educativo, y el gasto en salud.



	 

	
	4 Una educación de calidad en México 



	 

	A pesar de avances muy considerables en cobertura y de incrementos notables en la inversión en educación a lo largo de las últimas décadas, México enfrenta problemas educativos muy serios. Destacan, entre estos, los que tienen que ver con la calidad de los aprendizajes escolares. Ello, tanto por el alto porcentaje de alumnos en niveles de insuficiencia en competencias fundacionales (lenguas materna, nacional y matemáticas) en pruebas estandarizadas de logro nacionales e internacionales, así como por nuestra notable desigualdad en el acceso a servicios educativos de calidad y el muy importante rezago en relación a muchos otros países, incluso de similar o menor nivel de ingreso en estos indicadores.

	 

	La importancia de la calidad educativa para el desarrollo individual y social apenas puede exagerarse. Muchos y muy diversos estudios han encontrado una relación estadística fuerte y positiva entre calidad educativa, medida a través de puntajes en pruebas internacionales de logro, y resultados económicos, tanto individuales como colectivos. En términos individuales, existe evidencia empírica abundante que relaciona beneficios muy considerables entre los alumnos que obtienen puntajes altos en pruebas estandarizadas y los ingresos futuros. Diversos trabajos han encontrado, además, que dichos beneficios son especialmente grandes en países en desarrollo. 

	 

	La investigación sobre calidad educativa y crecimiento económico arroja también resultados en el sentido de una muy fuerte y positiva asociación entre ambos. Por ejemplo, Hanushek y Kimko (2000) encontraron que diferencias en puntajes nacionales de una desviación estándar por encima del promedio en un combinado de pruebas internacionales de matemáticas y ciencias (47 puntos PISA en la escala 2000) estaban asociadas a 1.4% de crecimiento anual adicional del PIB per cápita para un universo de más de 30 países entre 1960 y 1990. Un impacto enorme y muchísimo mayor al de años de escolaridad -mismo que los autores estiman en 0.25%- sobre la tasa de crecimiento económico.

	 

	En términos de desigualdad y movilidad social, la evidencia disponible también indica una asociación positiva entre calidad educativa e igualdad social. Destacan, al respecto, los resultados en la prueba PISA, mismos en los cuales, de forma consistente, se observa que los países con los puntajes promedio más altos son, también, aquellos en los que las diferencias entre alumnos de menores y mayores ingresos son menores y en los que el impacto del contexto socioeconómico familiar de los estudiantes sobre sus puntajes es menos pronunciado. En el mismo sentido apuntan los hallazgos de una amplia variedad de estudios sobre los costos especialmente altos de la baja calidad educativa para niños y jóvenes en desventaja socioeconómica.

	 

	De acuerdo a un cúmulo creciente de investigación, los beneficios de la calidad educativa sobre la calidad del gobierno y sobre la democracia son también considerables (Botero, et.al., 2012). Trabajos más recientes también han encontrado correlaciones importantes, en este caso negativas, entre violencia social y doméstica, por un lado, y calidad de los aprendizajes, por otro (Machin, et.al., 2010). 

	 

	La importancia de la calidad educativa es clara. Menos claro, sin embargo, es qué factores la causan y cómo conseguir elevarla, en especial en países en desarrollo y para el caso de los grupos poblacionales con menores recursos, particularmente en las zonas indígenas.  De ahí la centralidad de impulsar la generación de investigación innovadora, a un tiempo rigurosa y relevante en términos prácticos. 

	 

	A nivel internacional, existe una gran cantidad de investigación sobre las determinantes de la calidad educativa. La literatura sobre este tema se organiza en torno a diversos ejes. Uno de ellos es la contraposición entre factores escolares y extra-escolares.  Otro eje de clasificación posible es el que se refiere a niveles de análisis: individual, institucional y estructural, entre otros. En el caso mexicano, el trabajo de investigación sistemática sobre las causas de nuestros deficientes resultados en pruebas estandarizadas nacionales e internacionales es más reciente y menos abundante. 

	 

	A la multitud de preguntas empíricas y analíticas para las cuales aún no contamos con respuestas robustas, habría que añadir una interrogante mayor y más de fondo que tiene que ver con la definición y sentido de la noción misma de “calidad educativa”.   Más allá de definirla, el reto estará en lograr que ésta llegue a todos los mexicanos, con equidad, justicia y respetando las diferencias culturales. 

	 

	La discusión sobre “calidad educativa” es necesariamente, una discusión sobre lo que sería deseable y necesario pedirle a nuestro sistema educativo. Una discusión, en suma, que tendría que incluir preguntas fuertes tales como: ¿qué tipo de individuos queremos formar, por qué y cuáles competencias, saberes y actitudes requeriríamos para ello? ¿Importa que esos individuos cuenten con alguna identidad compartida, si sí, por qué, cuál, qué y cómo habría que enseñarles para lograrlo en armonía las identidades culturales originarias? ¿Cuánto peso queremos darle a los conocimientos, a las habilidades y a los valores, por qué y cómo conseguir el balance deseable? Estas preguntas suelen generar debates intensos, pues distintos individuos, grupos y sectores tienden a priorizar distintos elementos. La conversación sobre estos temas está lejos de haber concluido; si acaso, apenas empieza y, para avanzar, resultaría indispensable ampliarla y profundizarla. 

	 

	
		
				Propuesta de temáticas y líneas de investigación a priorizar

		

		
				A. Causas y determinantes de un mejor aprendizaje

				B. Palancas de cambio: Mejores prácticas e intervenciones prometedoras

		

		
				En la experiencia de aprendizaje en el espacio escolar; el tipo de maestro a formar para generar oportunidades educativas para todos; determinantes de los aprendizajes en competencias básicas (lengua y matemática) y en otras competencias habilitantes; determinantes macro-sociales de la calidad educativa; efectos mesosociales del nivel familiar y comunitario, y cadenas causales de los mismos sobre el aprendizaje; efectos relativos de la gobernanza, estructura y organización del sistema educativo y de los centros escolares; peso relativo de variables escolares vis a vis factores extra-escolares en la calidad de los aprendizajes cognitivos y socioemocionales; identificación del impacto relativo de diversas variables escolares (financiamiento, infraestructura, recursos educativos –tecnología, por ejemplo-, uso del tiempo escolar, calidad y margen de acción del personal docente y directivo, curriculum escolar, y estrategias pedagógicas, entre otros); relación entre desarrollo cognitivo y socioemocional en distintas etapas etarias, grupos sociales y contextos culturales, incluyendo las variables lingüísticas y calendáricas, sobre todo en regiones rurales; incidencia de variables a nivel desarrollo cerebral sobre el desarrollo de  habilidades cognitivas y socio-emocionales básicas; determinantes del desarrollo de habilidades socioemocionales en distintos sectores sociales y entornos culturales. 
El PELI - COLSAN desarrolla proyectos relacionados con el dominio de la lectura y la escritura, prácticas lectoras, didáctica de la literatura, edición, hermenéutica y crítica literaria. Ofrece contribuir con propuestas escolares viables en este sentido.
 

				Cómo cerrar la brecha de desigualdad educativa. Cómo escalar las mejores prácticas en todo el país. Diseños y cambios en arreglos institucionales a nivel sistema educativo más efectivos internacional y localmente para promover mejoras en la calidad. Identificación de los mejores diseños organizacionales e institucionales en la provisión de servicios educativos y analizar su aplicabilidad al contexto mexicano, considerando dentro del mismo la especificidad de las regiones indígenas. Identificación de componentes clave para la formación de docentes y directivos escolares de alta calidad (contenidos curriculares y estrategias pedagógicas) y mejores prácticas en formación inicial y capacitación continua. Diseños óptimos en procesos de selección/admisión de alumnos en EMS y Educación Superior como factor para elevar calidad de los aprendizajes. Instrumentos y prácticas en evaluación escolar (calificaciones) e identificación de oportunidades y estrategias requeridas para su mejora. Revisión de la evidencia internacional sobre estándares educativos y su aplicabilidad al caso mexicano. Generación de evidencia e identificación mejores prácticas en la gobernanza escolar, en particular para EMS y Educación Superior (por ejemplo, transparencia y rendición de cuentas; esquemas de aseguramiento de la calidad). Mejores prácticas y programas prometedores de atención para la primera infancia. Mejores prácticas para los procesos de enseñanza-aprendizaje de la lengua materna y del español, matemáticas y otras competencias fundamentales con énfasis en aquellas intervenciones o diseños que sean costo-efectivas en México. Mejores prácticas para el desarrollo de habilidades socio-emocionales. Intervenciones prometedoras y mejores prácticas para reducir desigualdad educativa. Intervenciones prometedoras y mejoras prácticas para elevar la proporción de alumnos de excelencia. Generación de evidencia, identificación de mejores prácticas, así como diseño y evaluación de intervenciones experimentales innovadoras para promover una mejor alineación entre sistema educativo, entorno sociocultural y mercado laboral. Identificación de hallazgos en campos científicos de frontera tales como neurociencia y ciencias de la conducta que puedan resultar útiles y relevantes.

		

	

	 

	Una agenda para explicar, mejorar y asegurar la calidad educativa para todos los mexicanos

	 

	Proponemos aquí una agenda para lograr dos objetivos en particular. El primero es impulsar una mejor comprensión de las determinantes de los bajos niveles de calidad en los aprendizajes de competencias básicas en México, así como para generar los consensos e identificar y/o construir las estrategias y políticas públicas requeridas para elevar la calidad de dichos aprendizajes. El segundo se trata de explorar, con innovación y rigor, formas de investigación educativa que permitan entender el modelo de cambio y así, reproducirlo. Consideramos que una agenda de esta naturaleza es de la mayor importancia, por la centralidad de la calidad educativa para el desarrollo del país, así como por la ventana de oportunidad que abre, para elevarla, la Reforma Educativa iniciada en 2013.

	 

	La agenda propuesta incluye dos tipos básicos de acciones. Primero, generación de investigación rigurosa, innovadora y de corte interdisciplinario, que, al tiempo que permita incrementar el acervo de conocimiento robusto sobre las causas de los bajos niveles de calidad educativa en el país, aporte elementos para informar tanto el debate público como la formulación e instrumentación de políticas y programas para mejorarlos. Segundo, promoción activa de un debate amplio, informado y estructurado, sobre el contenido de la noción de “calidad educativa” que sirva para orientar la investigación académica y, sobre todo, para construir una visión suficientemente compartida sobre los fines de la educación nacional, así como sobre los contenidos y métodos pedagógicos idóneos para alcanzarlos y medirlos.

	 

	
	5 Desarrollos urbano-metropolitano y municipal



	 

	Al igual que en otras partes del mundo, el fenómeno urbano en México se ha manifestado en una mayor concentración y ampliación de las ciudades. Sin embargo, más allá de las tendencias generales, el caso mexicano presenta particularidades entre las que resaltaríamos tres. 

	 

	En primer término se registra un fenómeno de “megalopolización” en la región centro del país. Es decir, se observan procesos de conurbación que vinculan, de manera física, demográfica y funcional, a otros siete estados: Ciudad de México, Estado de México, Morelos, Puebla, Tlaxcala, Hidalgo y Querétaro. Este sistema polinuclear plantea retos socio-institucionales significativos que incluyen la necesidad de incrementar las capacidades de gestión y administración pública, clarificando la distribución de responsabilidades entre distintos órdenes de gobierno y mejorando la coordinación interinstitucional, tanto vertical como horizontalmente.

	 

	En segundo lugar, además de las tres principales zonas metropolitanas (Ciudad de México, Monterrey y Guadalajara), existen otras 56 zonas metropolitanas en el país. En este sentido, una de las tendencias registradas en las últimas dos décadas ha sido el crecimiento de las llamadas ciudades pequeñas y medianas que se localizan en las áreas de influencia de las zonas metropolitanas de mayor rango. Este fenómeno paradójico de concentración poblacional en ciertas zonas metropolitanas y en ciertas áreas de influencia, por un lado, y de dispersión en ciudades pequeñas y medianas por el otro plantea retos en términos de provisión de vivienda, infraestructura y servicios básicos, así como de sustentabilidad ambiental, ordenamiento territorial y reconocimiento de la diversidad cultural en el marco de la creciente presencia indígena en las ciudades y de las reivindicaciones asociadas a la misma. 

	 

	En tercer lugar, se observa un proceso de periurbanización que conlleva la interacción entre procesos urbanos y procesos semiurbanos y rurales cuyas implicaciones sociales, culturales y políticas no han sido estudiadas cabalmente. Visto en conjunto el crecimiento urbano ha significado que las brechas entre Centro–Occidente, Norte y Sur se agranden en vez de achicarse, por lo que es necesario replantear la distribución armónica de dicho crecimiento en el territorio y entre los grupos sociales de distintas regiones. El Centro Met, incubado hasta ahora en el Instituto Mora, persigue conocer e incidir en estos fenómenos metropolitanos, que afectan a la mayor parte de nuestra población.

	 

	Paralelamente al desarrollo del Centro Met, CIESAS, CIDE, CIATEJ, CICY y CIAD firmaron un convenio para el desarrollo de los gobiernos municipales y de sus servicios. Este proyecto, financiado hasta ahora por FOMIX – Jalisco, está en su segunda etapa. En diciembre de 2017 debe mostrar su viabilidad como generador de investigación aplicada. Se le ha bautizado como CIDIGLO (Centro para la investigación y el desarrollo de gobiernos locales). La intención es centrar el trabajo de este centro en municipios no metropolitanos (desde 10,000 hasta 500,000 habitantes).

	 

	Los CPI que conforman las Coordinaciones 4 y 5, más los ya mencionados socios de CIDIGLO y el ECOSUR, han acumulado experiencia y conocimiento sobre estos temas desde las perspectivas municipal, estatal y regional, por lo que a partir de las contribuciones para el diseño del PILA Sociedad y Desarrollo que en distintos momentos realizaron investigadores del CIESAS, del CIDE, del GEO y del MORA se propone una agenda de investigación que incluye los siguientes temas:

	 

	
		Tecnología y sociedades urbanas

		Administración pública y gestión local: profesionalización

		Servicios municipales sustentables (en términos económicos, políticos y ambientales)

		Economía y competitividad

		Ciudadanía, derechos y espacio público

		Sustentabilidad y ecología política



	 

	
	6 Gobernanza democrática 



	 

	El concepto de gobernanza democrática surge asociado a modelos y prácticas heterárquicas que buscan substituir los esquemas de gobierno centralizados y verticales, enfatizando los mecanismos de coordinación y cogestión entre diversos actores. Ello involucra procesos de decisión y de distribución de poderes y responsabilidades cuyo diseño se ha realizado en función de realidades históricas concretas.

	 

	Las propuestas que desde la teoría definen tales procesos, se acompañan de investigaciones sobre su viabilidad en escenarios que  pueden o no compartir las condiciones requeridas para ponerlos en marcha. En abstracto, los modelos de gobernanza democrática aspiran a un horizonte con gobiernos menos protagónicos  y capaces de compartir con otros actores las tareas de definir y resolver de manera eficiente los problemas públicos. Esto último implica asumir la diversidad y la descentralización a partir de agendas e instrumentos de acción comunes que van más allá de los esquemas clásicos de representación y participación republicanas.

	 

	Si se dirige la mirada hacia el caso mexicano, se observa que después de haber transcurrido década y media desde la alternancia en el Poder Ejecutivo federal, las instituciones estatales, el régimen electoral, las agencias gubernamentales y los actores políticos tradicionales padecen una crisis de legitimidad. Durante el siglo pasado la conceptualización del régimen posrevolucionario constituyó un reto dentro de la Ciencia Política, pero sin importar la categoría por la que se optara para caracterizarlo, su esencia autoritaria era innegable, de allí que cuando la apertura de espacios democráticos fue cobrando fuerza, se generaran expectativas ciudadanas que en algunos casos han logrado cumplirse, mientras que en otros se mantienen como asignaturas pendientes en los planos federal estatal y local. El magro crecimiento económico, las condiciones persistentes de pobreza y desigualdad, la inseguridad pública, la violencia asociada al crimen organizado, la corrupción y la impunidad, son algunos de los factores que  acrecientan el malestar y abonan a la percepción de que el déficit democrático sigue siendo mayor que las conquistas conseguidas en ese rubro.

	 

	Si bien las formas de interlocución entre las distintas escalas de gobiernos y una sociedad civil que día con día reclama mayores espacios de incidencia en la esfera pública se han ampliado, siguen siendo insuficientes para garantizar que las demandas ciudadanas se escuchen, se entiendan, se atiendan de manera coordinada con la propia ciudadanía y se rindan cuentas de la labor realizada.

	 

	El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 se propone avanzar en esa dirección y promueve la consolidación de un gobierno abierto, cercano y moderno como estrategia transversal para alcanzar las metas de política pública que planteó la presente administración federal.  Los trabajos de largo aliento sobre problemáticas a primera vista coyunturales, contribuirán sin duda a la construcción de formas de gobernabilidad democrática, para ello los CPIs que conforman las Coordinaciones 4 y 5 pueden aportar valiosos insumos y, a partir de la experiencia y conocimientos acumulados, desarrollar una agenda a investigación que se nutre de las contribuciones para el diseño del PILA Sociedad y Desarrollo que en distintos momentos realizaron investigadores del CIDE, del CIESAS, del COLEF y del MORA y que en principio gira alrededor de los siguientes ejes:

	 

	
		Innovación institucional 

		Redes de política pública

		Gobernanza y territorialidad

		Gobierno abierto, cercano y moderno

		Deliberación, participación y representación políticas



	 

	
	7 Justicia – violencia – impunidad



	 

	Avanzar en la construcción de un México en Paz es la primera de las metas que se desprende del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, tarea para la que una agenda de investigación centrada en el trinomio justicia – violencia – impunidad adquiere relevancia. El punto de partida es la certeza de que en los tres rubros hay mucho por hacer y de que los desafíos para asegurar la justiciabilidad, incluyendo el acceso a la misma desde la diversidad étnica y cultural, así como la neutralización de la violencia y la desaparición de la impunidad, invitan a diseñar acercamientos que rebasan los análisis de corto plazo.

	 

	Cualquier observador de la realidad mexicana puede concluir que la justicia se ha ejercido de manera selectiva, que la violencia se ha acrecentado durante la última década y que los malos manejos públicos y privados no han sido perseguidos. Entre los retos de la tarea académica, está identificar las claves que explican dichas tendencias y proponer alternativas que permitan revertirlas a partir de análisis especializados. Paralelamente al proceso de transformación del sistema de justicia penal que se encuentra en curso, se ha vivido un incremento en la incidencia de delitos violentos y una disminución en el porcentaje de delitos que son sancionados, así como en los índices de confianza en las instituciones y autoridades responsables de la seguridad ciudadana.

	 

	El alto número de actividades ilícitas realizadas por la delincuencia organizada y los saldos de la guerra emprendida contra esta última desde las esferas de gobierno local, estatal y nacional, son cotidianamente reportados en los periódicos y noticieros del país. También sabemos, a través de las Encuestas de Victimización que realiza el INEGI, que los sistemas de seguridad y justicia están lejos de satisfacer las expectativas que a propósito de tales rubros sostienen la mayoría de los mexicanos y quizá por ello sólo un porcentaje mínimo de delitos es denunciado.

	 

	La magnitud de la crisis propiciada por la conjunción de violencia e inseguridad, con sistemas de justicia marcados por la poca eficiencia y la corrupción, ha alcanzado el terreno de los Derechos Humanos. Se trata de una coyuntura con costos económicos, sociales y políticos que nos impone el reto de identificar aquellos factores que la propician y que a la vez obliga a pensar estrategias para revertirla.

	 

	Los CPI que conforman las Coordinaciones 4 y 5 pueden aportar valiosos insumos en ambos sentidos y, a partir de la experiencia y conocimiento acumulados sobre las diversas aristas que conforman la tríada: justicia – violencia – impunidad, desarrollar una agenda de investigación que se nutre de las contribuciones para el diseño del PILA Sociedad y Desarrollo que en distintos momentos realizaron investigadores del CIESAS, del COLMICH y del MORA e incluye ocho ejes iniciales:

	 

	
		Violencia social

		Prevención del delito

		Delincuencia organizada

		Capacidades de las fuerzas del orden

		Competencias de las fiscalías, tribunales y prisiones

		Diversidad jurídica y cultural

		Derechos humanos 

		Representaciones y visiones de la violencia en la literatura y en distintos medios 



	 

	
	8 Diversidad jurídica y cultura: Identidades, diversidad, desigualdad y derechos humanos 



	 

	Durante los últimos años, México ha registrado un importante número de violaciones graves a los derechos humanos en el contexto de la instrumentación de la política de seguridad (tortura, desaparición forzada, asesinato por servidores públicos en ejercicio indebido de sus funciones, desplazamiento). Sin embargo, la incidencia delictiva de dichas violaciones no ha sido suficientemente investigada tanto por las instituciones públicas como desde la academia. Hacen falta estudios que expliquen la naturaleza y las causas profundas que subyacen a las violaciones graves a los derechos humanos, ya que estos estudios podrían contribuir a transformar las prácticas institucionales que las propician. Ningún estudio ha generado hipótesis que expliquen los factores que producen la impunidad en las violaciones graves a derechos humanos, especialmente cuando afectan a grupos en situación de vulnerabilidad o históricamente discriminados como son las minorías lingüísticas, los migrantes en tránsito o retornados, las minorías religiosas, las mujeres, los niños, los jóvenes, la comunidad LGTB y los ancianos.

	 

	La antropología jurídica como disciplina ha tenido un importante desarrollo en las ciencias sociales mexicanas y latinoamericanas desde las últimas décadas del siglo XX hasta la fecha. Se trata de un campo interdisciplinario en el que convergen antropólogos, sociólogos, abogados y lingüistas, entre otros, para analizar las relaciones entre derecho, sociedad y cultura destacando a la intersección entre las normas y las prácticas y una dimensión del cambio social y de poder. Los estudios de antropología jurídica en México han puesto en el centro el fenómeno del pluralismo jurídico como realidad constitutiva de la relación del Estado y los pueblos indígenas, y se han enfocado principalmente a analizar las relaciones entre los distintos órdenes jurídicos existentes en México y en otros países de América Latina en el campo de la justicia: es decir, los sistemas normativos de los pueblos indígenas y originarios; los marcos del derecho estatal, nacional y constitucional, y; las normas internacionales de derechos humanos. En los últimos tiempos, estos estudios han avanzado nuevas líneas de investigación para analizar el impacto de las nuevas conformaciones sociojurídicas y culturales producto de la reconfiguración del Estado en el que están insertas poblaciones diversas, además de los pueblos indígenas  –afrodescendientes, migrantes en tránsito y en búsqueda de asilo, refugiados, personas desplazadas y víctimas de la violencia, mujeres en prisión, entre otros– lo que ha significado retos analíticos y teóricos para el estudio sociocultural y político del derecho desde una perspectiva que busque generar un marco normativo que garantice los derechos individuales y colectivos, entre los que se encuentran los derechos culturales que inciden, entre otros espacios, en la políticas educativa, para garantizar una educación de calidad para todos los niños y jóvenes y mejores oportunidades de inserción en el mercado laboral.

	 

	Por otro lado, la diversidad en términos de las identidades en México ha sido abordada tanto desde una mirada diacrónica por historiadores, como por antropólogos, sociólogos y psicólogos sociales. Investigaciones recienten muestran que sociedades que cuentan con identidades positivas para todos su sectores son menos susceptibles de experimentar violencia interpesonal, institucional y estructural.  La investigación desde una perspectiva de género mantiene una vigencia sustentada en la permanencia de la desigualdad de género, de las relaciones inequitativas de poder y de importantes lagunas en materia de derechos que prevalecen en nuestras sociedades y en distintos ámbitos a pesar del avance en la instrumentación de un marco normativo incluyente y equitativo. 

	 

	Un grave problema de las mujeres y de la comunidad LGTB en México es la violencia sexual y de género. Se trata de un problema nodal pero cotidiano que deriva en muchos otros problemas de salud, educación, vivienda, entre otros. Al analizarlo por clase social, por etnia, por región y por edad vamos dibujando un panorama más complejo en el cual la violencia sexual y de género y la violación a los derechos humanos se articula con otras fuentes generadoras de violencia vinculadas estrechamente con diversos sistemas de opresión hacia las mujeres que se refleja en inequidades sociales y en un acceso diferencial a la educación y al mercado de trabajo.

	 

	Esta violencia se materializa de diferente manera como un desprecio hacia los sectores lingüística y culturalmente diferenciados y se suelen plasmar en relaciones etnoraciales desiguales. Desde los orígenes de la investigación antropológica moderna se ha afirmado que cada cultura (y por ende cada lengua) tiene una particular manera de codificar el conocimiento. Se tiende a pensar que existen conocimientos más “desarrollados”, sin embargo, buena parte de la investigación etnográfica ha mostrado que los modelos singulares desarrollados por comunidades particulares explican fenómenos sociales y naturales que no se explican con la misma eficacia desde las corrientes hegemónicas de pensamiento. Recientemente se ha insistido en el potencial de generación del conocimiento científico –en particular del conocimiento social– desde el diálogo entre los llamados países “del Sur”, es decir, desde las periferias de las Ciencias Sociales a nivel mundial. Sin embargo todavía se valora poco (o nada) el potencial de conocimiento que puede surgir desde la experiencia de sociedades indígenas que cuentan con las herramientas para hacer accesibles sus conocimientos y su cosmovisión a otras sociedades de México y el mundo, así como durante mucho tiempo se limitó el acceso de las mujeres a la llamada sociedad del conocimiento y a los sistemas de legislación e impartición de justicia.

	 

	Los CPI que conforman las Coordinaciones 4 y 5 pueden aportar valiosos insumos en la investigación sobre derechos humanos y diversidades, a partir de la experiencia y conocimiento acumulados sobre las diversas aristas que conforman la relación: justicia– diversidad–identidad-desigualdad, para desarrollar una agenda de investigación que se nutre de las contribuciones para el diseño del PILA Sociedad y Desarrollo que en distintos momentos realizaron investigadores del CIESAS, del COLMICH, COLEF, CIDE, ECOSUR y del MORA e incluye ocho ejes iniciales:

	 

	
		Políticas públicas y diversidad, 

		Sexualidades, 

		Representaciones culturales y prácticas sociales, 

		Equidad de género en la educación, 

		Participación política de los sectores históricamente discriminados, 

		Derechos humanos y justicia, 

		Procesos de constitución de los géneros, familia y parentesco, juventud e infancia. 

		Reconfiguración de las identidades.

		Diversidad de literaturas y unidad de la condición humana. 

		Prevención, adaptación y gestión integral de riesgos de desastres 



	 

	México es un país expuesto históricamente a recurrentes amenazas que en muchas ocasiones se convierten en desastres. Amenazas naturales, de origen geológico (sismos, erupciones volcánicas) o hidrometeorológico (huracanes, sequías, inundaciones) han estado presentes en toda la historia del país. El estudio de los desastres es así una prioridad nacional. La presente propuesta se incluye como parte de los PILA, para definir una agenda prospectiva de investigación para el mediano y largo plazos.

	 

	El estudio histórico y social del riesgo y de los desastres en México tiene ya una larga tradición en el CIESAS y en ECOSUR. En la actualidad, varios Centros CONACYT especializados en ciencias sociales han desarrollado dicha temática de forma destacada. El trabajo conjunto potenciará tanto las capacidades desarrolladas, como mejorar la respuesta institucional ante este gran reto social que enfrenta México. Es urgente vincular la generación de conocimiento con su aplicación, con el diseño de políticas públicas en general y de programas sociales en particular para la reducción de riesgos de desastre asociados a amenazas naturales, así como a aquéllas ya identificadas derivadas del cambio climático (cambios en los patrones de lluvias y efectos derivados: inundaciones o desertificación: cfr. el recientemente aparecido Reporte Mexicano de Cambio Climático). Esto último en estrecha relación con usuarios como el CENAPRED (que sólo recientemente incorporó un departamento sobre políticas públicas y desastres), el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) y el SINAPROC (en el que la gestión de riesgos permanece más en el ámbito discursivo que en el diseño y aplicación).

	 

	Estado del Arte

	 

	En el campo del riesgo y de los desastres, se verifica que, a pesar de los enormes esfuerzos realizados por los países y las agencias internacionales, los efectos y daños catastróficos a nivel global se han incrementado los últimos años. Al respecto, una de las evidencias más contundentes es el último Global Assessment Report (GAR 15) de la Organización de las Naciones Unidas para la Reducción de Riesgos de Desastre (UNISDR por sus siglas en inglés) lanzado en marzo del 2015. Es el cuarto reporte bienal y da cuenta precisamente de que continuamos viviendo en un mundo constantemente afectado por inaceptables niveles de riesgo provocados por los desastres.

	 

	En las últimas décadas se ha reconocido que los desastres asociados con amenazas naturales constituyen procesos en los que intervienen una multiplicidad de factores y que se materializan en eventos con una espacialidad y temporalidad específicos. Se ha identificado que, entre ellos, la construcción social de riesgos y la vulnerabilidad social y económica juegan un papel determinante. Previamente, en los estudios sobre desastres la atención se centraba exclusivamente en el fenómeno natural mismo, en su análisis y monitoreo, o bien en la emergencia y la respuesta post-desastre de las comunidades afectadas. Estas actividades que sin duda son muy relevantes, son solamente una parte del problema. El enfoque centrado en la vulnerabilidad y en el riesgo, considerando a la primera como una característica de los individuos o grupos sociales ante determinadas circunstancias, y al segundo como una condición latente para la sociedad que representa la probabilidad de daños ante la presencia de una amenaza natural, ha permitido a los estudiosos analizar sus relaciones dialécticas y dinámicas y, por ende, a relacionar a las amenazas con las circunstancias específicas de las comunidades.

	 

	Se ha transitado, así, de la atención exclusiva en las amenazas, en el evento y en la emergencia, a un enfoque centrado en la prevención y la mitigación, en el riesgo y la vulnerabilidad. De ahí que sea cada vez más común centrar la atención en la “reducción de riesgos de desastre”, reconociendo la condición no natural de la mayoría de los desastres.

	 

	Los estudios empíricos sobre desastres asociados con amenazas naturales y la reflexión a que han conducido sus resultados, muestran que la vulnerabilidad (que constituye una medida precisa de la exposición al riesgo de desastre) y la construcción social de riesgos (formas en que la sociedad construye contextos vulnerables al interactuar inadecuadamente con el medio ambiente) están íntimamente ligados.

	 

	A raíz de la claridad que aportó el enfoque alternativo o enfoque de la vulnerabilidad y del énfasis en la prevención, se ha ido desarrollando un creciente interés por comprender otras facetas de la dinámica social y cultural en relación con la exposición recurrente de las comunidades a determinadas amenazas. Así, se han enfocado temas como adaptación y resiliencia. Los estudios tanto históricos como contemporáneos que se han llevado a cabo tanto en México como en otros países de América Latina y, últimamente, también en Europa, han reafirmado aseveraciones que hemos hecho de que precisamente la recurrencia de ciertas amenazas ha permitido a grupos humanos lograr cambios en su vida material y organizativa, que han conducido a la aplicación de condiciones de sobrevivencia y adaptación. Las sociedades no han sido entes pasivos ante la presencia cíclica y/o recurrente de ciertas amenazas, y han desarrollado habilidades para desplegar procesos que pueden incidir en prácticas comunitarias (estrategias adaptativas) para reducir la vulnerabilidad y el riesgo ante determinadas amenazas e incrementar la resiliencia.

	 

	Líneas de investigación

	 

	Consecuentes con los planteamientos anteriores y vinculadas con los temas eje de: prevención, mitigación, gestión integral del riesgo, adaptación y resiliencia, así como con el tema transversal: políticas públicas:

	 

	
		Análisis y evaluación de las políticas públicas vinculadas con la problemática incluyendo: instituciones, prácticas y fondos financieros (FONDEN, FOPREDEN y otros).

		Identificación y análisis de prácticas exitosas (“buenas prácticas”) y conocimientos culturales, sociales e institucionales, a escala nacional e internacional, en la prevención y mitigación de riesgos de desastre, privilegiando la escala local.

		Efectos del cambio climático en el incremento del riesgo de desastre asociado con el aumento de las vulnerabilidades sociales y económicas.

		Elaboración y actualización de catálogos históricos sobre la presencia de amenazas naturales en México, complementarios a los existentes, con información cuantitativa y cualitativa.

		Desarrollar propuestas de política pública y capacidades de análisis, gestión, planificación y evaluación para su operatividad en los diferentes niveles de gobierno con un enfoque participativo y constructivista.

		Recuperar información documental que permita identificar los antecedentes históricos de estrategias sociales e institucionales de prevención y adaptación, sistematizarlas y socializarlas entre los distintos actores para evaluar su potencial incorporación en acciones de prevención, protección, monitoreo y alertamiento para el presente y el futuro de los riesgos de desastres.



	 

	Sistema de Centros CONACYT: participan ya en redes nacionales e internacionales: Centro GEO, CIDE, CIBNOR, CIESAS, COLEF, COLMICH, COLSAN, ECOSUR, INSTITUTO MORA.

	 

	Otros Centros de Investigación, Universidades o Instituciones públicas: COLMEX; UNAM (Deptos. Geografía y Geofísica, CCA, Escuela de Trabajo Social); U. Colima, Autónoma de Baja California, Veracruzana; INAH (Coordinación Nacional de Antropología e Historia).

	 

	
	9 Ejes transversales



	 

	Historia

	 

	Explicar el presente y diseñar el futuro en función de las líneas de investigación de largo aliento planteadas de manera sucinta en el presente documento, invita a repensar el tema de la diacronía de los procesos analizados y la consecuente necesidad de generar conocimiento histórico para identificar sus condicionantes estructurales y sus condicionantes coyunturales. Cuando alrededor de tales procesos surgen problemáticas como las que actualmente enfrenta México, la Historia, entendida como disciplina consustancial a las Ciencias Sociales, contribuye a delinear soluciones que van más allá de la inmediatez.

	 

	La historia es una línea transversal en todos los temas del PILA Sociedad y Desarrollo.  El conocimiento histórico es relevante para la comprensión de los problemas del México contemporáneo: permite conocer  orígenes y causas, otorga una adecuada dimensión espacio – temporal,  vuelve inteligible lo que sucede y contribuye a generar posibilidades abiertas al porvenir. 

	 

	El análisis, la reflexión y la interpretación que se derivan de la operación historiográfica son elementos que nutren las investigaciones que se realizan particularmente en ciencias sociales y humanidades.

	 

	El trabajo del historiador hace posible entre otras cosas: la articulación de distintas realidades en planos diferentes; cuestionar las dicotomías; reconocer las tensiones que se dan en los procesos históricos; explorar y problematizar a fondo el objeto de estudio; reconocer el surgimiento de nuevas identidades, así como de nuevas problemáticas; descubrir los sistemas de relaciones sociales; establecer marcos históricos apropiados para el problema que se estudia; captar un sentido diferente del objeto de estudio y abrir paso para el diálogo; la crítica colegiada con otras ciencias sociales, no sólo con la economía, la sociología, la ciencia política o la demografía, sino con la antropología cultural, la lingüística, la pedagogía, la literatura y la filosofía en la búsqueda de una mayor apertura ante los desafíos provocados por la reconfiguración política, económica y cultural en el mundo contemporáneo.

	 

	En atención a ello se propone que los temas del PILA Sociedad y Desarrollo contemplen el desarrollo de investigaciones históricas que desde distintos modelos historiográficos, permitan enriquecer todos los temas planteados en el PILA Sociedad y Desarrollo. Estas investigaciones pueden ser desarrolladas por investigadores de CIESAS, MORA, COLMICH, COLSAN y CIDE.

	 

	Por ello se le concibe como eje transversal a las agendas de investigación comprendidas en los incisos previos y como insumo fundamental de los diagnósticos que desde la academia se pueden ofrecer a los tomadores de decisiones, Unir los esfuerzos que se realizan en los centros permitirá historiar de manera más sistemática procesos que, entre otras cosas, incluyen las variaciones económicas, el manejo de los recursos naturales, el cambio climático, los movimientos poblacionales,, los derechos humanos, las transformaciones políticas, la educación, la cultura, la alimentación, la salud, el desarrollo y los procesos regionales, y las historias socioculturales de grupos, culturas y pueblos

	 

	 

	Territorio

	 

	Los nuevos desafíos políticos y económicos fuerzan el anclaje de todos los temas del PILA en el territorio. Aunque es un tema impulsado en particular por el centro GEO, el mismo es ya motivo de colaboraciones novedosas y robustas de múltiples centros en iniciativas tales como el Laboratorio Nacional de Geointeligencia. Los temas son vitales: es necesario analizar territorialmente, actualizar y regular la información sobre la existencia, explotación y regulación del uso de recursos, tanto terrestres como hidráulicos y marinos; de población, grupos sociales, culturales, económicos; de actores criminales y de sus lazos sociales, políticos y económicos; localizar, conocer y comprender las nuevas iniciativas de desarrollo y/o bienestar colectivo tendentes a la sustentabilidad, donde existen las condiciones para su éxito, o cuando es prioritario alcanzar la convergencia entre zonas y territorios pobres y atrasados con el resto de la nación, para tener una idea precisa de lo que falta hacer para lograr esa convergencia; ubicar y establecer las condiciones específicas de los pobres, los rezagados educativos, la falta de infraestructura, para tomar decisiones de política pública; de “mapear” los servicios públicos junto con las carencias de los mismos; registrar las interacciones sociales relevantes para el Estado. En este esfuerzo, la colaboración de las investigaciones regionales de los centros CONACYT y de otras instituciones enriquecerá la comprensión de los por qué de estas distribuciones, y ayudarán a diseñar las oportunidades de mejora y las acciones que superen las deficiencias actuales.

	 

	Política pública

	 

	La ciencia debe respaldarse por sí misma. El conocimiento no debe necesitar justificación. Es parte de la grandeza humana más allá de sus logros tecnológicos y en nivel de vida. En una nación con escasez de recursos y carencias en múltiples sentidos, sin embargo, la ciencia también tiene una particular responsabilidad social. Hasta hoy hemos expresado esta articulación social sobre todo en términos de clientelas del sector público: las secretarías de estado, los tres niveles de gobierno, el servicio a los actores económicos. 

	 

	Hay centenares, si no miles, de instancias en que la investigación aplicada ha logrado que las políticas públicas alcancen mayores éxitos e impactos. Estos logros son sumamente variados y podrían ser objeto de múltiples tomos en sí mismos, pero es imposible no mencionar algunos: ubicación y delimitación de zonas ecológicas precarias y susceptibles a desastre; diseño de programas sociales; diseño de nuevas leyes para la transparencia y en contra de la corrupción; orientación de acciones de salud o educativas hacia grupos de edad, lengua, sexo o condición social, de discapacidad, étnica, cultural y territorial específica; defensa de los recursos naturales nacionales; decisiones relativas a la política económica; ubicación de centros comunitarios de desarrollo en regiones marginadas; medición del hambre y del desarrollo social; etc. 

	 

	Sin embargo, consideramos que es preciso reforzar y hacer fructificar el diálogo entre científicos y los actores gubernamentales, empresariales y sociales que actúan y cambian el mundo en que vivimos. En particular, es necesario realzar las instancias de las instituciones públicas que pueden planear, presupuestar, monitorear y evaluar el cumplimiento de objetivos, por una parte, y por la otra mejorar la capacidad de expresión científica y social para el cambio social, económico, político y cultural. No es útil evaluar si no se producen los cambios que pueden mejorar la acción. Creemos que las más altas instancias del poder político, por una parte, y las más altas instancias de la ciencia, en coadyuvancia cuando sea el caso con agentes sociales, por otro, pueden ayudar a mejorar este diálogo entre ciencia y desarrollo nacional. Es necesario que haya mayor conciencia de la utilidad pública de la ciencia en las instituciones científicas y gubernamentales. Es necesario que se multipliquen y mejoren los encuentros entre ciencia y acción gubernamental, empresarial y social, y es necesario que los altos responsables de la política pública (científica y social) presten a estos encuentros la atención que merecen para lograr que la ciencia mexicana sea un pilar indiscutible de nuestro desarrollo.

	 

	Sería entonces deseable que, junto con el impulso a los temas y hallazgos de este PILA, se ponga en práctica un esquema institucional que permita el mayor desarrollo de la ciencia y su mayor utilidad social. El Laboratorio Nacional de Políticas Públicas encarna hoy una iniciativa que puede concretar algunas de estas preocupaciones, y podría ser un punto focal para lograr este objetivo. 

	 

	Por último, queremos recordar que las humanidades que practican varios centros sociales no lo son sólo de nombre: las profesiones y disciplinas humanistas acercan a los distantes, diferentes o diversos; desmantelan prejuicios; y mejoran la convivencia. Un programa oficial y vigoroso de impulso a la investigación y el desarrollo de las humanidades, a partir de las instituciones públicas de ciencia y educación superior, es un factor de construcción y reconstrucción de las mejores cualidades de la convivencia y la cohesión sociales, tal como lo comprendieron los grandes reformadores de la educación mexicana en la década de 1920.

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	

		Introducción: Sociedad y desarrollo



	 

	Agustín Escobar (CIESAS)
Oscar Contreras (COLEF)

	 

	CONACYT ha propuesto que los centros de investigación cuenten con un instrumento que permita definir una agenda de investigación de largo plazo que “maximice la aportación al desarrollo sostenible, la competitividad y la calidad de vida”. Paralelamente, se busca intensificar el diálogo entre instituciones  científicas  de México y el mundo.

	Esta agenda se enmarca en varios procesos en curso en la ciencia mexicana y en CONACYT:

	
	a) La Iniciativa de Gobierno Abierto (IGA), que busca fortalecer el diálogo sociedad – gobierno, y mejorar la respuesta institucional ante los grandes retos sociales que enfrenta México, contribuyendo de esta manera en mejoras en ciencia, gobierno y sociedad.

	b) El proceso de intensificación de la coordinación entre los centros CONACYT y entre ellos y las instituciones científicas en general, con la creación de divisiones o coordinaciones, cada una a cargo de cierto tipo de investigación.

	c) La demanda del poder ejecutivo y del poder legislativo de articular mejor la investigación científica con las necesidades, temas y problemas de la sociedad;

	d) El proceso de reflexión coordinado por el Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia de la República, primero con 93 mesas redondas y posteriormente a través de ocho “jornadas de expertos” que elaboraron síntesis de los estados del arte y de las propuestas de nuevos campos de investigación;

	e) Finalmente, la necesidad de que el financiamiento a la investigación rinda mejores y mayores frutos, por medio de su capacidad de orientar a grandes grupos y proyectos, y no sólo a investigadores individuales, con lo cual se creen grandes equipos que dialoguen, lleguen a resultados observables y programen los avances necesarios en el futuro previsible.



	Cumplir con esta propuesta implica tres tareas en esta etapa formativa del PILA:

	
		Definir los temas prioritarios.



	
		¿Por qué no crece la economía mexicana?

		Desigualdad, pobreza y política social 

		Sociedad y desarrollo

		Población y juventud: Laboratorio Nacional para estudio de la juventud

		Violencia social

		Sistema de justicia penal

		Diversidad jurídica

		¿Por qué no mejora la educación básica? 

		Transversales1: 



	
		gobernanza democrática, que incluye los trabajos sobre administración pública, legislación y política; el desarrollo de la evaluación y las políticas públicas, y el desarrollo de gobiernos locales (CIDIGLO);

		sustentabilidad, cambio climático y desastres (en coordinación con el PILA de cambio climático y sustentabilidad);

		¿Cómo compartir el desarrollo en el territorio? Laboratorio Nacional de Geointeligencia

		Diversidad lingüística

		México sin discriminación: género, etnicidad y grupos vulnerables2, 

		Historia: relevancia y prioridades de la investigación retrospectiva para la prospectiva nacional;

		comunicación de la ciencia.



	
		Definir y conformar tres comités que planeen y evalúen los módulos y sus avances: un comité propio de los centros CONACYT, que coordine los trabajos; un comité académico o estratégico externo, que evalúe y recomiende nuevas preguntas, temas y prioridades; y un comité de “usuarios” o de transferencia que dialogue con los dos anteriores para precisar las preguntas más pertinentes y las posibilidades de aplicación del conocimiento.

		Finalmente, un mecanismo de coordinación administrativa que permita programar todo lo anterior en términos de presupuestos, equipos y calendarios.



	 

	Los Centros Públicos de Investigación (CPI) del subsistema de ciencias sociales debatieron la posibilidad de programas grandes de investigación sin una base monetaria clara y en vistas de la tradición de autodefinición de temas de estudio en dichos centros; y por la dificultad de plantear a los investigadores, y en su momento exigirles cumplir con un programa inducido. Sin embargo, es necesario reconocer que, con una definición  de horizontes amplios determinada por la propia comunidad académica, los alcances científicos y sociales del trabajo de los centros CONACYT serían mayores. 

	Este borrador de prioridades para el PILA social se propone esbozar los temas prioritarios de investigación. a) para identificar y justificar la prioridad de ciertos temas; b) para establecer la naturaleza de los potenciales compromisos, y c) para definir incentivos que estimulen la adopción de las prioridades temáticas del PILA por parte de las comunidades académicas. Se basa en las discusiones sostenidas entre investigadores y las autoridades de los centros sociales a partir de noviembre de 2014.

	 

	Mecanismo de formulación de prioridades

	 

	Los centros de ciencias sociales ya tienen una alta relevancia social, aunque en cada centro existe, y debe apoyarse, un conjunto de iniciativas que se definen como estrictamente científicas y académicas. Tienen especialidades reconocidas, y en algunos casos regiones definidas por historia y vocación, y diálogos diversos en curso con “usuarios” locales, estatales, nacionales e internacionales (PNUD, UNESCO, BM, OIM, SRE). Pero también creemos que en muchos casos el diálogo no debe desarrollarse sólo con los diseñadores y ejecutores de las políticas públicas, sino también con organizaciones y agentes sociales diversos. Esto significa que los comités de usuarios pueden ser tan diversos y heterogéneos como las capacidades de articulación y las trayectorias de interlocución de los grupos de investigación.

	 

	Así, la conformación de los mismos puede responder también a la iniciativa de gobierno abierto. El gobierno mexicano se ha comprometido a impulsar el gobierno abierto (IGA, por iniciativa, o AGA, por agenda) en sus tres vertientes: transparencia, rendición de cuentas y participación social. Esto significa que, si se logra apoyo real para una agenda de gobierno abierto a través de CONACYT, los comités de usuarios pueden gozar de un carácter orgánico que vincule a CONACYT con esta agenda con la que se ha comprometido el gobierno federal, y que preside a escala global desde hace un año. Los centros de ciencias sociales también participan en la iniciativa de gobierno abierto, y conviene buscar la coincidencia en las agendas, los comités y los temas PILA – IGA. La IGA tiene una metodología para definir prioridades y compromisos con los gobiernos. Esta metodología es importante porque, sin compromisos gubernamentales, los comités de usuarios tienen poco sentido. Sin embargo, es un diálogo bipartita entre OSC y gobierno que con frecuencia no toma en cuenta los logros y los retos del conocimiento. Por lo tanto, a partir de los centros de ciencias sociales, se deben establecer primero las prioridades del conocimiento y después una agenda de diálogo, y no viceversa.      (1.a, 1.b., 1.c). Identificación de prioridades a partir de fortalezas temáticas existentes, nombramiento del comité científico y del comité de transferencia. 

	 

	En el taller del 2 y 3 de diciembre de 2014 se identificaron ejes y temas. Conviene tomar en cuenta esta iniciativa y esas definiciones, pero revisarlas a la luz de un mecanismo de propuestas de diversos centros. 

	 

	Se deben aprovechar las fortalezas de los CPIs y atender las prioridades planteadas en el PND y en el PECITI, para hacer aportaciones sustantivas a los grandes retos sociales del país. 

	 

	Con esta formulación, el comité científico (CC) se convierte en un grupo autorizado de pares que contribuye a ampliar sistemáticamente el alcance de las investigaciones en diálogo con los investigadores. Los módulos representan la posibilidad de extender y ampliar los logros de las investigaciones, más que un compromiso de hacer algo que puede no desearse, a partir de un diálogo intercentros.

	 

	 En otras palabras, la identificación de prioridades y el nombramiento del CC son una oportunidad de potenciar el intercambio entre centros con el fin de superar los logros científicos de los mismos. No se busca, en esta primera formulación, agotar todos los temas del eje, sino identificar los que tienen más interés y/o potencial para este diálogo y este desarrollo. Está pendiente una segunda ronda de redacción en la cual los centros que no formularon en primera instancia un tema o módulo incorporen sus grupos y prioridades de trabajo.

	 

	En diciembre de 2014 formulamos un comité de transferencia que está sujeto a revisión con la segunda ronda de redacciones con el objeto de identificar interlocutores de gobierno y sociales que tengan interés y capacidad de diálogo con los centros, y, si es posible, capacidad de agencia. 

	 

	La naturaleza de los compromisos

	 

	Hay compromisos que los centros desean y pueden cumplir a partir de sus actuales capacidades y agendas de investigación, y otros que dependen de contar con recursos adicionales, así como de la calidad de la interacción con los usuarios y de la capacidad de agencia de estos, capacidad definida por múltiples factores, que incluyen la ley, compromisos salariales, sindicales y políticos, y profesionalismo y experiencia. 

	 

	En una propuesta separada pero articulada se propone un mecanismo para dar autoridad, estructura y funcionamiento institucionales CONACYT al PILA.

	 

	Como se mencionó, conviene analizar si dicha arquitectura se desarrolla en conjunto con la AGA, pero dando prioridad a los avances de los centros. Allí se define, de manera preliminar, la arquitectura de una primera gran reunión de trabajo de este PILA. En la reunión de diciembre de 2014 se formuló un comité de transferencia que está sujeto a revisión. Al anunciar la reunión propuesta por nosotros, se incluirá la solicitud de proponer integrantes de este comité y contar con su anuencia al llegar a la reunión.

	 

	 

	Capacidad de incidir en la agenda científica nacional: incentivos

	 

	Como ya se mencionó, existen otras iniciativas encaminadas a definir la agenda científica y las líneas de acción de la política pública. En la medida de lo posible, los autores buscan que el PILA formulado a partir de esta propuesta tenga comunicación e interacción con esas iniciativas, para maximizar los logros de conjunto.

	 

	Sin embargo, hay una línea institucional que es importante considerar: en el proceso de identificación consensada de prioridades, temas y compromisos, una condición básica debe ser que los mismos sean realizables. Por lo tanto proponemos identificar de qué manera los mismos pueden convertirse en política científica dentro y fuera de CONACYT. Esto permitirá alinear los incentivos y alcanzar el fin de los PILAS.

	 

	Por otra parte, conviene insistir en un tema que ha estado presente en las reuniones formales e informales en torno al modelo: si las prioridades temáticas de los PILAs han de convertirse en parte de la agenda de investigación de las comunidades académicas, es indispensable que el propio diseño institucional del modelo defina los recursos e incentivos mediante los cuales se pretende lograr este objetivo.

	 

	Cada tema o módulo se consigna con un autor específico. Estos autores fueron los responsables de la formulación. Sin embargo, con ellos trabajaron equipos de investigadores de centros CONACYT.

	 

	Los titulares de los centros nombraron a los responsables de coordinar o escribir las colaboraciones que aquí se presentan. Estos responsables fueron: John Scott (CIDE), Gerardo Ordoñez (COLEF), Juan Carlos Domínguez (Instituto Mora), Elena Zavala (Instituto Mora), Isabel Monroy (Colsan), Blanca Heredia (CIDE), Gonzalo Saraví (CIESAS), Elena Azaola (CIESAS), Susan Parker (CIDE), Virginia García (CIESAS), David Arellano (CIDE), Aremy Evangelista García (EcoSur), Regina Martínez Casas (CIESAS), Teresa Sierra (CIESAS), Carmen Rodríguez (Geo), y Salvador Maldonado Aranda (Colmich). Durante la fase inicial también contamos con la colaboración de Mauricio Merino (CIDE).

	 

	 La formulación, por parte de los coordinadores, de ocho “preguntas base” para los trabajos que aquí se presentan, en nuestra opinión (Escobar y Contreras) puede permitir reformular prioridades de investigación y programarlas. Sin ánimo de dar por terminada la discusión, ya que la intención de este documento es abrir un proceso y no cerrarlo, los campos - complejos que reclaman atención prioritaria son los siguientes:

	 

	
		El complejo economía - desigualdad - pobreza. Se necesita más crecimiento, pero la respuesta a esta necesidad tiene que darse con una disminución de la pobreza y la desigualdad.

		El complejo justicia – violencia - impunidad. Una razón clara para el aumento de la violencia es que las leyes y los aparatos de justicia han sido rebasados, y en algunos casos están o bien sesgados, o bien corrompidos.

		Lo anterior mueve a reanalizar el funcionamiento de los múltiples mecanismos de gobernanza democrática. Si los fenómenos de violencia e impunidad no se mantienen en límites funcionales, la calidad de la gobernanza se deteriora. Los dos primeros temas, además, se tienen que resolver en las instituciones públicas sobre todo, y para esto es imprescindible un diálogo sociedad – gobierno que rebasa a las instituciones republicanas clásicas: es mucho más plural e intenso, y mantiene a los interlocutores comprometidos con procesos de mejoras en gobierno abierto y democrático. Fomenta la ciudadanía en todos los ámbitos.

		Sustentabilidad: Crecimiento, justicia y gobernanza tienen que tomar en cuenta la posibilidad de la permanencia de las mejoras, y del ambiente y la sociedad mismas. 

		Territorio: Las brechas entre Centro – Occidente, Norte y Sur se agrandan en vez de achicarse. Para poder lograr objetivos en los cuatro temas anteriores es necesario replantear la distribución armónica del crecimiento en el territorio, y entre los grupos sociales de distintas regiones.

		Identidad: Si bien la gobernanza democrática implica diálogos abiertos y constantes, se necesita un proceso simultáneo y articulado de reflexión que se pregunte de dónde venimos, quiénes somos, y a dónde queremos llegar. El imaginario de nación de 1916 – 20, que fue la base de la constitución y de las i instituciones del milagro mexicano, debe actualizarse y retomarse con fuerza.



	 

	Si CONACYT considera que los múltiples temas desarrollados en este texto son excesivos para un proceso de reflexión y reformulación que se debe concluir en unos meses, sugerimos que podrían sintetizarse en este número menor de temas. Todos los desarrollados posteriormente se pueden articular con estos, y estos a su vez con el PND y el PECITI.

	 

	Confiamos en que los centros son parte medular de la solución de los problemas científicos y sociales actuales. Este documento es un primer avance en este sentido.

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	

		Temas prioritarios



	 

	 

	
	3.1 Economía: ¿Por qué no crece la economía mexicana?



	 

	John Scott Andretta (CIDE)3

	 

	Antecedentes y estado del conocimiento

	 

	Después de cuatro décadas de crecimiento sostenido (1940-1982), con tasas medias cercanas a 6% (3% en el PIB per cápita), la economía mexicana se encuentra en curso de acumular otras cuatro décadas de relativo estancamiento económico, con una tasa de crecimiento media anual del PIB per cápita de 0.5 por ciento (1982-2015). En este periodo el progreso en el nivel de vida de los mexicanos se ha rezagado con respecto a la mayoría de las regiones del mundo, incluyendo los países más industrializados.

	 

	La trayectoria divergente se ha mantenido a pesar de que el país ha implementado un conjunto de reformas económicas e institucionales diseñadas para recuperar el dinamismo económico tras el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, incluyendo centralmente la apertura comercial y a la inversión extranjera, desregulación y liberalización de mercados, disciplina fiscal y estabilidad macroeconómicas, privatizaciones, libre flotación del peso, autonomía del BM, transparencia presupuestal, sistemas de evaluación de las políticas públicas, etc. Este periodo también ha coincidido con dos transiciones fundamentales comúnmente asociadas a trayectorias de crecimiento económico con bases amplias: el proceso (prolongado e incompleto) de transición democrática, y la transición demográfica (bono demográfico). 

	 

	En los términos más generales, el crecimiento económico depende de la acumulación de factores productivos y de la intensidad y eficiencia en su uso (productividad total de los factores, PTF). La evidencia disponible para México sugiere retos en ambos tipos de determinantes, pero especialmente en el segundo. La dinámica poblacional (bono demográfico) y la expansión en la cobertura educativa (pero no en su calidad) en las últimas décadas implican una acumulación acelerada del factor trabajo y de capital humano.  En contraste, la tasa de inversión en capital físico se estancó en el periodo de bajo crecimiento: la inversión pública, en particular, nunca se recuperó tras los ajustes de los 80s (reflejando la ausencia de una reforma fiscal efectiva y la priorización del gasto corriente en el ámbito social en este periodo). La PTF empezó a estancarse desde los 70’s, pero se ha reducido significativamente en las últimas tres décadas. Entender los determinantes de la productividad es por ello la temática principal para entender el estancamiento crónico de la economía mexicana. 

	 

	Dos condicionantes del crecimiento económico centrales para el caso de México han sido investigados en la literatura reciente, pero por su complejidad y ausencia de un marco teórico unificado no forman parte de la contabilidad tradicional de crecimiento: la calidad de las instituciones y la distribución del ingreso y de los activos productivos. La concentración económica extrema limita el uso efectivo de los factores productivos, cómo su acumulación, por múltiples vías. La economía mexicana opera en forma fraccionada y desintegrada, dividida entre un sector moderno productivo, con economías de escala, acceso a tecnología, crédito, mercados, bienes públicos, etc., y un amplio sector informal de baja productividad, en el extremo opuesto de acceso en todas estas dimensiones. Este contexto puede explicar en gran parte el impacto limitado que han tenido las reformas sobre el crecimiento en las últimas décadas: aún si las reformas hubieran sido implementadas efectivamente, las oportunidades de crecimiento económico que estas pueden generar está acotado en gran medida al sector moderno de la economía. 

	 

	Pero adicionalmente las reformas han enfrentado una segunda restricción de fondo en las capacidades institucionales necesarias para su implementación. La dimensión institucional resulta más difícil de estudiar, pero existe una literatura histórica-comparativa amplia de la economía política del desarrollo. 

	 

	En la literatura económica reciente enfocada específicamente a la pregunta de este proyecto existen algunas diferencias importantes, pero se hay un conjunto de conclusiones comunes sobre los determinantes “proximales” que han limitado el crecimiento en México. A riesgo de una simplificación excesiva, los consensos incluyen:

	 

	
	a) Principalmente un tema de baja productividad (TFP, y productividad laboral): asignación y uso de factores

	b) Estado de derecho débil: derechos de propiedad, sistema judicial, inseguridad

	c) Baja inversión en infraestructura pública

	d) Fallas en mercados de crédito y financiamiento: banca privada y de desarrollo

	e) Fallas en mercados laborales: informalidad, legislación laboral rígida

	f) Acumulación de capital humano: baja cobertura de educación post-básica, baja calidad educativa, acceso a desarrollo infantil temprano, calidad servicios de salud, nutrición, capacitación laboral

	g) Regulación: excesiva para la entrada de nuevas empresas, faltante para la salida de monopolios

	h) Baja capacidad fiscal

	i) Baja inversión en I&D, vínculos débiles de investigación académica con sector productivo

	j) Competitividad: costos de insumos estratégicos, energéticos, telecomunicaciones, etc.

	k) Economía fraccionada, desintegrada: sector moderno, sector tradicional

	l) Brechas territoriales y sectoriales

	m) Desigualdad



	 

	Además de determinar el peso relativo de los distintos factores y las interacciones entre ellos, el reto mayor para la investigación está en determinar las causas más profundas que explican la persistencia de estas barreras al crecimiento.

	La complejidad de la problemática propuesta y su carácter inherentemente multicausal y multidisciplinario implica un menú temático extraordinariamente amplio. A continuación se presenta una lista tentativa e inicial de los campos de investigación principales en esta temática, dividida en grandes campos (o perspectivas generales), y temáticas específicas. Dada la amplitud particular de la temática de la presente propuesta, un desarrollo más detallado y exhaustivo de estas listas requiere un equipo de expertos en las distintas temáticas señaladas. 

	 

	Campos de investigación: generales

	
		Modelos teóricos de crecimiento económico.

		Evidencia empírica: contabilidad de crecimiento (SCN: PTF, Modelo KLEMS)

		Evidencia empírica: estudios comparativos (Bases internacionales).

		Historia económica de largo plazo: origen de instituciones económicas y políticas

		Historia económica reciente, 1940-2015: desarrollo estabilizador, crisis y estancamiento 

		Economía política del desarrollo. 

		Marco institucional, construcción de instituciones. Instituciones formales (de jure) e informales (de facto).

		Desigualdad y crecimiento. 

		Dimensión territorial. Brechas territoriales en desarrollo económico: rural-urbano, estatal, municipal, territorios funcionales.

		Demografía: bono demográfico. 

		Entorno internacional.

		Políticas públicas para el crecimiento.



	 

	Campos de investigación: determinantes específicos

	
		Inversión pública: infraestructura

		Financiamiento: mercados crediticios

		Reforma fiscal

		Transformación productiva: de sectores menos a más productivos; atlas de complejidad 

		Mercado de trabajo: causas de la informalidad

		Productividad rural dual: mercado de tierras y políticas agropecuarias

		Derechos de propiedad, sistema judicial, inseguridad

		Fallas en mercados laborales: informalidad, legislación laboral rígida

		Calidad educativa, desarrollo infantil temprano, salud, nutrición, capacitación laboral

		Regulación y competencia

		I&D, vínculos académico-productivo

		Brechas territoriales y sectoriales

		Barreras a la integración económica: sector moderno, sector tradicional

		Desigualdad del ingreso 

		Trampas de desigualdad y bajo crecimiento

		Costo social de estancamiento crónico: pobreza, movilidad social, violencia.



	 

	 

	 

	
	3.2 Política social, pobreza y desigualdad: una agenda de investigación



	 

	Gerardo Ordoñez (COLEF4)

	Introducción

	 

	En los últimos 30 años, la construcción de un Estado de bienestar en México pasó de ser un proyecto nacional  inconcluso, en términos de sus responsabilidades no cubiertas, a otro con una posición deliberadamente limitada en cuanto a la definición de objetivos y alternativas de inclusión social. Este modelo de protección social recortado y autolimitado, vinculado a las reformas económicas de mercado, es incapaz de reducir la desigualdad y la pobreza, como lo demuestran los informes oficiales del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL). 

	Para corregir el rumbo, para retomar el camino de una sociedad más integrada y más justa, lo que procede es emprender una revisión profunda de la política social, con el fin de reorientarla a cumplir con los principios de universalidad, solidaridad y eficiencia que recomienda la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) para crear sistemas de bienestar no excluyentes, de calidad y con capacidad para contribuir en la reducción de la desigualdad y la pobreza.

	Esta tarea requiere del impulso de un conjunto de transformaciones de diversa índole, adaptadas a las particularidades por las que atraviesa cada componente de la política social, pero con el propósito común de ajustar, como lo propone la CEPAL, el diseño, financiamiento, provisión y regulación de las políticas a los principios de universalidad (ofreciendo protección a todos los habitantes del país, sin excepción),  solidaridad (distribución progresiva de los costos y acceso a los servicios sin importar las posibilidades contributivas) y eficiencia (capacidad para maximizar los objetivos sociales con recursos escasos). Como lo afirma este organismo, una reforma de esta naturaleza no contradice la aplicación de criterios de selectividad en la distribución de recursos públicos entre los pobres, pero éstos deben ser entendidos no como una política social en sí misma, sino como “una condición para hacer más eficaz la universalización”. Tampoco se opone a la participación de agentes privados o a la introducción de mecanismos de competencia y mercado, pero en cualquier caso éstos deben estar sometidos a una regulación pública que garantice la eficiencia en el uso de los recursos y favorezca la equidad. 

	 

	Dadas las limitaciones de nuestro actual sistema de protección social, evidentemente la universalización en los términos reconocidos en el mandato constitucional, resulta un asunto que por su envergadura y complejidad requiere plantearse en un horizonte de largo plazo y en concordancia con los avances en materia de empleo y política fiscal. Una estrategia encaminada a desarrollar un universalismo básico5 podría ser el primer paso en el camino hacia un sistema de protección social integral.

	 

	En esta medida, el mayor desafío de la política social radica en la formulación de una estrategia que sea capaz de impulsar cambios institucionales fincados sobre una base financiera sustentable y equitativa, y en la perspectiva de ofrecer oportunidades de inclusión o de eliminar las restricciones que obstaculizan a millones de ciudadanos el acceso a los beneficios del desarrollo (solidaridad). Considerando las dimensiones de este proyecto, debemos esperar que la transformación de las instituciones y de la propia sociedad en el tránsito hacia un Estado de bienestar avanzado se presente de manera gradual y con apego a una adecuada selección de prioridades. 

	 

	A la comunidad científica del país, le corresponde asumir un compromiso más decidido en la formulación de propuestas que impulsen la agenda de reformas necesarias y faciliten la adecuada selección de prioridades que las finanzas nacionales permitan.  

	 

	Temas 

	 

	Temas transversales

	 

	1. Política social y política económica: la necesaria convergencia. 

	2. Régimen de bienestar (o sistema de protección social en general). 

	3. Política social y desigualdades (económicas, de género, generacionales, territoriales, 

	     etc.). 

	4. Superación de la pobreza, exclusión social y atención a grupos vulnerables. 

	 

	Políticas sectoriales

	 

	5. Educación: cobertura, aprovechamiento y calidad educativa. 

	6. Salud: estratificación y calidad de los servicios. 

	7. Seguridad social: universalización y sustentabilidad financiera. 

	8. Vivienda: rezago habitacional, servicios públicos y entorno urbano. 

	 

	Temas transversales

	 

	1. Política social y política económica: la necesaria convergencia. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

		
				La economía nacional  inició ya su cuarta década de débil crecimiento. Las reformas estructurales que iniciaron desde hace treinta años con la apertura comercial no han logrado el dinamismo económico prometido ni el desempeño social augurado (más y mejores empleos, disminución de la pobreza).
Los objetivos de las políticas económicas desde los años 80 se han centrado en avanzar en las reformas estructurales, con un enfoque de mercado, y en mantener algunas variables macroeconómicas en la estabilidad (en especial la inflación).
La baja carga fiscal, en contextos de búsqueda de estabilidad, ha sido freno estructural permanente al incremento de los gastos sociales y a la universalización de los servicios sociales esenciales. El vínculo de las políticas económicas con las políticas sociales se ha centrado en una persistente política salarial restrictiva, con salarios mínimos reales en fuerte baja durante este periodo, y con políticas sociales focalizadas de bajo costo y con limitados servicios.
Es notable así la ausencia de un proyecto de desarrollo en el que se integren el crecimiento económico, el progreso en los derechos sociales, la diminución de la desigualdad y la inserción internacional asociada a dinamismo interno.

				1. Convergencias y divergencias de las políticas social y económica. 
 2. Dinamismo económico y políticas sociales en perspectiva comparada.
 3. Salarios mínimos y desigualdad social.
 4. Calidad del empleo y mercados de trabajo incluyentes.
 5. Políticas sociales redistributivas.
 6. Desempeño social de las reformas estructurales 1985-2015.
 7. Políticas fiscales para consolidar la garantía de derechos a través de las políticas sociales.

		

	

	 

	 

	2. Régimen de bienestar (o sistema de protección social en general). 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				Históricamente el régimen de bienestar mexicano se caracterizó por ser conservador y segmentario en el ámbito de la seguridad social (articulado en torno al empleo formal), asistencialista o excluyente en tramos importantes de los sistemas de salud y educación y fuertemente familiarista en el ámbito del cuidado. Su funcionamiento generó fragmentación y desigualdad social (diferencias en los derechos, acceso y calidad de bienes y servicios ofrecidos a distintos grupos sociales).
 En el contexto de la liberalización económica, la política social se residualizó (acciones focalizadas en los más pobres basadas en prueba de medios y condicionalidades) y generó mayor segmentación institucional con un efecto paradójico: garantizar protección mínima a los más pobres y al mismo tiempo reproducir e incrementar la segmentación institucional y con ello la desigualdad en el acceso a la protección social.
 Es necesario discutir una agenda que privilegie la unificación de los sistemas de bienestar y la cobertura de prestaciones básicas de alcance universal, como un derecho de ciudadanía, cuya calidad y usufructo estén garantizados por el Estado.

				1. La reconfiguración de los paradigmas de bienestar.
 2. El régimen de bienestar mexicano en perspectivas histórica y comparada (con los casos de Europa y Latinoamérica).
 3. Avances y retos en la protección universal de derechos fundamentales de bienestar social.
 4. El financiamiento del Estado de bienestar.
 5. Cohesión social, ciudadanía y participación social.
 6. Efectos regresivos de las políticas sociales.
 7. Desarrollo de políticas e instituciones de cuidado. 

		

	

	 

	3. Política social y desigualdades (económicas, de género, generacionales, territoriales, etc.). 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				En la sociedad mexicana predominan desigualdades históricas, estructurales y persistentes, especialmente en términos de la obtención, uso y transformación de recursos en mejores condiciones de vida. En general, las políticas sociales no han logrado revertir las desigualdades, y en algunos casos las acentúan.
La desigualdad de la distribución del ingreso es la más estudiada con impacto en las políticas de superación de la pobreza. Sin embargo, poco se ha trabajado acerca de la desigualdad de patrimonio por dificultad de acceso a la información.
 En términos territoriales, se expresa en una geografía de la pobreza (pe. sureste vs noroeste, rural vs urbana), pero también al interior de las ciudades entre zonas opulentas y marginadas. 
 Otras formas de desigualdad de interés para la agenda de investigación son la desigualdad de género, por origen étnico y por grupos de edad. 

				1. Reconfiguración de los paradigmas de la desigualdad.
 2. Dimensiones de la desigualdad social.
 3. Desigualdad de ingreso y patrimonio.
 4. Desigualdad de género.
 5. Desigualdad territorial.
 6. Desigualdad generacional.
 7. Desigualdad por origen étnico.
 8. Desigualdades en el acceso a bienes y servicios sociales.
 9. Desigualdades en las cuentas fiscales.  

		

	

	 

	4.      Superación de la pobreza, exclusión social y atención a grupos vulnerables. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				El combate a la pobreza no muestra progresos importantes en los últimos años. Los indicadores señalan un deterioro significativo en las etapas de recesión económica. El indicador de pobreza urbana se ha vuelto más sensible a los movimientos negativos de las variables macroeconómicas.
La pobreza extrema satura el discurso oficial, reconociendo de facto la incapacidad gubernamental para solucionar las desigualdades permanentes o estructurales, que se juzgan más dependientes del ciclo económico que de las posibilidades correctoras del Estado. 
 Uno de los mayores pendientes es la transversalización de la perspectiva de género en la política social. Los programas anti-pobreza requieren un enfoque de género que considere los obstáculos adicionales que enfrentan las mujeres, como son la sobrecarga de trabajo, reducidas alternativas para generar ingresos, devaluación de su fuerza de trabajo, limitada autonomía y  libertad de movimiento, así como los riesgos de sufrir violencia.  

				1. Articulación entre pobreza, desigualdad y crecimiento.
 2. Políticas y programas de superación de la pobreza.
 3. La lucha contra la pobreza urbana.
 4. Clientelismo, ciudadanía y políticas contra la pobreza. 
 5. La perspectivas de género, generacional y étnica en el estudio, diseño, implementación y evaluación de los programas de superación de la pobreza. 
 6. Transferencias condicionadas y reducción de la pobreza.
 7. Medición de la pobreza y caracterización de la misma a partir de abordajes cualitativos
 8. Nuevos riesgos sociales que enfrenta la población vulnerable (violencia, narcotráfico, desplazamientos, cambio climático, abandono). 
 9. Los procesos de exclusión social contemporáneos y su relación con el bienestar emocional y social de las personas.

		

	

	 

	Políticas sectoriales

	 

	5. Educación: cobertura, aprovechamiento y calidad educativa. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				La política educativa ha tenido como objetivo elevar la escolaridad, ampliando la matricula del sistema educativo. Sólo recientemente, el tema de la calidad adquirió relevancia. 
 Este cambio se acompaña de una discusión que pone en duda el papel de la formación educativa para el bienestar social y el crecimiento económico, y que es motivada por el mal funcionamiento del sistema educativo: bajo aprovechamiento escolar y creciente desempleo de los jóvenes egresados. 
 A estos problemas se suman otras tareas inconclusas, como impulsar la educación intercultural bilingüe para los pueblos indígenas, facilitar la inclusión de personas con discapacidad, promover la equidad y paridad de género y apoyar la integración de niños y jóvenes desfavorecidos.

				1. Cobertura educativa y oportunidades de acceso a la educación (en general y por género, condición socioeconómica, discapacidad, origen étnico, etc.).
 2. Políticas para mejorar, evaluar y certificar la calidad de la educación básica y media superior.
 3. Políticas de evaluación y acreditación universitarias.
 4. Educación, mercados laborales y estratificación ocupacional.
 5. Educación y movilidad social.
 6. Educación y transversalización de la perspectiva de género en la educación.
 7. Educación comunitaria e intercultural.  
 8. Estrategias de educación y formación de niños y jóvenes desfavorecidos.
 9. Análisis del desempeño a las políticas de escolarización.
 10. Gasto público y financiamiento privado en educación.

		

	

	 

	6. Salud: estratificación y calidad de los servicios. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				Con la crisis de los años 80 se implementaron reformas al sistema de salud, entre las que destacan la propuesta de integración de instituciones de salud públicas y privadas en un sistema regulado por el Estado, la descentralización de los servicios sociales a los estados y la focalización de programas sociales de asistencia a los más pobres. 
Posteriormente otras iniciativas cristalizaron en la creación del Seguro Popular y el Sistema de Protección Social en Salud, para no derechohabientes (muchos de ellos ligados a la economía informal). 
A pesar de importantes avances en la cobertura de los servicios de salud, la segmentación del sistema se incrementó, su funcionamiento es poco coordinado y reproduce la tendencia a fragmentar a los beneficiarios: ofreciendo servicios desiguales en términos de calidad y garantizando formas de protección desiguales. Adicionalmente, algunos tramos del sistema están fuertemente mercantilizados, sin una regulación estatal eficaz. 

				1. Análisis de paradigmas de universalización del derecho a la salud.
 2. Estudios sobre la conformación histórica del sistema de salud.
 3. Análisis de los retos para la unificación del sistema de salud.
 4. Investigaciones sobre la estratificación y heterogeneidad de la calidad de los servicios de salud.
 5. Estudios sobre exclusión y desigualdad en el acceso a la salud.
 6. Estudios sobre el impacto de la transición demográfica y cambio epidemiológico en las políticas de salud pública.
 7. Estudios comparados de reformas a sistemas de salud en América Latina.
 8. El financiamiento y la descentralización los servicios de salud. 
 9. Análisis del papel de los servicios privados de salud en un sistema unificado universal.
 10. Política binacional de salud en la frontera México-EU.
 11. Salud comunitaria.

		

	

	 

	7. Pensiones: universalización y sustentabilidad financiera. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				Las últimas reformas al sistema de pensiones alargaron los años de trabajo, la edad de retiro,  aumentaron el monto de las cotizaciones para los trabajadores del sector público y aprobaron una pensión mínima garantizada para los que cumplan los requisitos establecidos. 
La reforma a las pensiones cambió el sistema de beneficio definido por el de capitalización individual de administración privada, con el declarado propósito de salvaguardar la integridad del sistema de pensiones, pero el nuevo sistema, ha dejado afuera a más de 70 millones de mexicanos [Coneval, 2015], ofrece bajas pensiones que representarán el 24% de su salario base de cotización y se prevé que sólo un 20% de los que algunas vez cotizan logren una pensión. La falta de seguridad económica en la vejez continúa siendo un asunto pendiente agudizado por el lento  crecimiento de la economía, los bajos salarios y la creciente informalidad laboral. 
Las pensiones universales con financiamiento fiscal, que se ofrecen a la población excluida, otorgan ayudas en efectivo muy inferiores al costo de la canasta alimentaria. 
El seguro de desempleo es una añeja demanda. Su creación en el D.F. es un avance prometedor, aunque por el momento insuficiente. 

				1. El dilema de la seguridad social en México: ¿Estado social o Estado subsidiario?
 2. La reforma al sistema de pensiones y sus diferentes regímenes. 
 3. Las reformas necesarias y pendientes de la seguridad social.
 4. Transiciones demográficas y pensiones.
 5. La dinámica de los mercados de trabajo y la seguridad social.
 6. Seguro de desempleo.
 7. Fuentes de financiamiento de la seguridad social (incluye equidad y viabilidad de los sistemas de aseguramiento).

		

	

	 

	8. Vivienda: rezago habitacional, servicios públicos y entorno urbano. 

	 

	
		
				Diagnóstico

				Líneas de investigación

		

	

	
		
				Las políticas de vivienda de los últimos años ofrecen productos hipotecarios con criterios financieros para los asalariados de bajos ingresos, pero no atienden la demanda habitacional de las mayorías que viven en pobreza, ni alteran las marcadas desigualdades territoriales que prevalecen en el país. 
 Las familias pobres que logran acceder a este mercado tienen que reducir gastos en otras necesidades para cumplir con el pago de su deuda, lo cual las coloca en situaciones de vulnerabilidad. La producción social de vivienda y los programas gubernamentales de mejoramiento habitacional y de espacios públicos, son opciones limitadas frente a las necesidades y carencias de los sectores populares. 
 En las periferias urbanas se advierten intensos procesos de desigualdad y segregación residencial en masivos barrios autoproducidos o de vivienda de interés social. La lejanía del centro urbano genera o amplifica condiciones de pobreza estructural al aumentar los gastos de transporte y el acceso a los servicios gastos que se suman al pago de las cuotas para adquirir  la vivienda en propiedad.

				1. Pobreza, desigualdad social y condiciones de habitabilidad  (desigualdades regionales, calidad de la vivienda, segregación residencial y  servicios públicos).
 2. Sistemas de producción, acceso y mejoramiento de la vivienda popular (en propiedad, en renta, apoyo a la producción social y mejoramiento de la vivienda) e identificación del rezago habitacional (el submercado de vivienda para las familias jóvenes y hogares de jefatura femenina).
 3. El análisis regional y local de la oferta, demanda, calidad y uso del equipamiento y los servicios públicos. 
 4. El papel de los gobiernos locales en las políticas de vivienda del Estado mexicano. 
 5. El mercado protegido de vivienda de interés social (derecho a la vivienda, intereses inmobiliarios y política habitacional).
 6. Diseño, acción y evaluación de las políticas habitacionales de los organismos de vivienda de interés social (Infonavit, Fovissste, SHF, Fonahpo).
 7. Conflictos urbanos y organizaciones sociales de los demandantes de vivienda social.
 8. Viviendas deshabitadas y rescate del parque habitacional.
 9. Condiciones de habitabilidad y salud en el medio urbano y rural.
 10. Condiciones de habitabilidad, espacio público y seguridad ciudadana en las ciudades mexicanas.

		

	

	 

	Programa de acción

	 

	1. Fortalecimiento de redes nacionales de investigación en política social, pobreza y desigualdad. Explorar la vinculación de las redes ya existentes con el modelo de centro mexicano de innovación, así como con el programa de redes temáticas. Fortalecer la articulación de las redes nacionales con redes internacionales de conocimiento en las áreas de política social, desigualdad y pobreza.

	 

	2.  Impulsar estudios en torno a las instituciones públicas de bienestar y los procesos de reforma que han experimentado a lo largo de los últimos 30 años.

	 

	3.  Propiciar el acceso a información y a bases de datos gubernamentales en materia fiscal y además en áreas de la política social donde los avances son insuficientes, como en el caso de las pensiones y de las encuestas sobre el uso del tiempo y sobre corresponsabilidad social, entre otras.

	 

	4.  Mayor financiamiento para la investigación y la difusión de los resultados, en especial la publicación de un journal mexicano en política social con alcance internacional.

	 

	5.  Conformación de un grupo multidisciplinario en CONACYT que dé seguimiento a las agendas de investigación en ciencias sociales resultantes del Foro Hacia dónde va la ciencia.

	 

	6.       Favorecer el estudio de las políticas sociales vinculadas a las dinámicas de desigualdad en sus diferentes dimensiones y a partir de la perspectiva del universalismo básico.

	 

	7.  Propiciar estudios comparativos y enfoques longitudinales en las investigaciones sobre políticas sociales.

	 

	8.  Impulsar estudios sobre el cuidado como problema de frontera y desde el marco de los derechos sociales.

	 

	9.  Favorecer estudios de política social que vinculen transversalmente diversos ejes de desigualdad, como el género, la etnia y la generación, y también desde un enfoque territorial.

	 

	10.  Fortalecer los vínculos de las comunidades académicas en lo que respecta al diseño de encuestas y al uso de las bases de datos resultantes, al interior de las principales instituciones generadoras de información (INEGI, CONEVAL, CONAPRED, etc.)

	 

	11.  Fortalecer la autonomía de las instituciones generadoras de información y de evaluación de políticas sociales (en especial CONEVAL), para evitar la posible partidización.

	 

	
	3.3 Sociedad y Desarrollo



	 

	Carlos Domínguez (Instituto Mora)

	 

	Al contar con un núcleo de profesores-investigadores que son reconocidos en distintas áreas de la Historia, así como un núcleo de profesores-investigadores que son reconocidos en distintas disciplinas de las Ciencias Sociales, el Instituto Mora está en posibilidades de participar en el PILA Sociedad y desarrollo a partir de tres agendas de investigación:

	 

	
		Historia y ecología política



	 

	 La gestión del medio ambiente y los recursos naturales seguirá enfrentándose en las siguientes décadas a un contexto de crecientes presiones nacionales (pobreza, crecimiento económico limitado e inequitativo), internacionales (conflictos transfronterizos, abaratamiento de los combustibles fósiles) y globales (desaceleramiento de la economía global, cambio climático, liberalismo económico y neoextractivismo, déficit institucional en materia de gobernanza global). Estas presiones generarán, en varios niveles y escalas geográficas, impactos socioambientales negativos cuya atención requerirá de la formulación de políticas públicas, creativas e innovadoras, que se alimenten de conocimiento  interdisciplinario y multidisciplinario.

	 

	Algunos impactos incluyen la incidencia de conflictos ambientales, definidos como la confrontación en la arena política entre distintos intereses y perspectivas sobre el uso, el significado, la valoración, el manejo, la distribución y el destino del medio ambiente físico y los recursos naturales, particularmente agua, aire, energía, suelo y biodiversidad.

	La atención de estos conflictos y de otros impactos socioambientales negativos demanda, primero, de investigaciones de largo alcance que generen conocimiento diacrónico sobre los factores sociales, económicos, políticos y geográficos cuya evolución a lo largo del tiempo ha condicionado la naturaleza y alcance de los mismos. 

	 

	Segundo, los análisis y las investigaciones de corte histórico deben ser complementados con investigaciones sincrónicas que permitan entender las distintas consecuencias e impactos socioambientales citados anteriormente. Esto incluye la caracterización de conflictos (actores, intereses, estrategias) y de otros procesos  que recaen en las intersecciones entre seguridad y desarrollo (ejemplo: desplazamiento interno forzado, violencia, seguridad alimentaria, delincuencia organizada,  discriminación). 

	 

	Tercero, es vital construir puentes entre las investigaciones de corte diacrónico y las investigaciones de corte sincrónico para formular estrategias y recomendaciones de política pública. En este sentido, el cuerpo de profesores-investigadores del Instituto Mora ha desarrollado ya las siguientes líneas de investigación, docencia y asesoría especializada: 

	 

	
	● Geopolítica, diplomacia y  conflictos ambientales transfronterizos

	● Geografía histórica

	● Medio ambiente, recursos naturales e historia regional

	● Historia de los usos, apropiaciones y conflictos en torno al recurso agua en zonas metropolitanas

	● Megaproyectos, trasvases y sus consecuencias socioambientales

	● Cooperación internacional en materia de medio ambiente y recursos naturales (agua y aire, principalmente)

	● Migraciones y desplazamiento interno forzado por desastres naturales

	● Historia oral, testimonios e imágenes del paisaje como fuentes de información para el estudio de conflictos y otras consecuencias  socioambientales

	● Gobernabilidad y políticas públicas en el sector medio ambiente y recursos naturales



	Temas transversales 

	 

	Las líneas de investigación enlistadas tienen impacto sobre otros temas prioritarios, incluyendo: crecimiento económico; desigualdad, pobreza y política social; gobernanza democrática; sustentabilidad, cambio climático y desastres; desarrollo territorial; y México sin discriminación. Alrededor de ellas los investigadores cuentan con socios estratégicos y han construido redes que a la fecha presentan distintos grados de consolidación, por lo que el PILA-Sociedad y Desarrollo ofrece la oportunidad de potenciar las ya existentes y abre la alternativa de tejer nuevas en función de otras agendas que se están proponiendo en su interior. Algunos ejemplos de lo que en este sentido hemos avanzado serían los siguientes:

	 

	
	● Redes y asociaciones: la Red Waterlat-Gobacit (dedicada al estudio de conflictos por el agua en América Latina y el Caribe), la Red Mexicana en Cooperación Internacional y Desarrollo (REMECID), la Red Mexicana de Estudios Interdisciplinarios para la Prevención de Desastres, distintos grupos de trabajo de la Asociación Latinoamericana de Sociología (ALAS), entre otros.

	● Instituciones nacionales: Centro de Análisis e Investigación FUNDAR, BUAP, Colegio de México, Colegio de San Luis, FLACSO, UAM, UNAM, Universidad Veracruzana.

	● Instituciones internacionales: el Instituto Alemán de Política del Desarrollo (DIE), la Universidad Autónoma de Barcelona, la Universidad de Newcastle en el Reino Unido, la Universidad de Oxford, University College (UCL), entre otros.



	 

	
		Historia y políticas públicas en sectores específicos



	 

	La formación, diseño e instrumentación de soluciones, proyectos y programas en un sector de política pública en particular está condicionada por la confluencia en el tiempo de factores políticos, sociales, económicos y tecnológicos. Esto significa que las posibilidades de éxito de una política pública no sólo dependen de su factibilidad técnica de acuerdo a parámetros de eficiencia económica, sino de su viabilidad sociopolítica en un momento histórico específico. 

	 

	Por ello es vital que las decisiones prospectivas incorporen análisis e investigaciones de carácter retrospectivo que permitan entender los retos, los obstáculos y los patrones de decisión que se han registrado históricamente, así como las formas en las que estos siguen condicionando las opciones de política pública en el presente.  Las dimensiones analíticas mínimas incluyen: 1) actores que han influido sobre la política pública de manera formal e informal, 2) procesos y mecanismos causales que explican los resultados históricos de la política pública, 3) cambios tecnológicos, epistemológicos y avances en el conocimiento que condicionan las soluciones de política pública a lo largo del tiempo, 4) discursos, imágenes y significados atribuidos a la política pública, y 5) escenarios y contextos sociales, económicos y políticos específicos, tanto regional, como nacional y localmente.

	 

	Las líneas de investigación concretas en las que pueden colaborar los profesores-investigadores del Instituto Mora, incluyen:

	 

	
	● Movimientos sociales y grupos de interés, así como su papel en la formación de políticas públicas en áreas específicas en los siglos XX y XXI (ejemplo: política exterior y cooperación internacional, infraestructura y desarrollo urbano, agua, energía y medio ambiente, género, derechos humanos, seguridad y desarrollo).

	● El papel de las élites económicas y políticas  en el desarrollo regional en el siglo XX y XXI.

	● Historia de la diplomacia en México, siglos XIX a XXI

	● Historia de la urbanización (siglos XVI a XXI).

	● Historia e historiografía en sectores específicos: agricultura, industria, energía (petróleo y electricidad) y transporte; educación, salud y nutrición.



	Temas transversales 

	 

	Las líneas de investigación especificadas anteriormente tendrían también impacto sobre otros temas prioritarios, incluyendo principalmente: crecimiento económico, gobernanza democrática y desarrollo territorial. Algunos ejemplos de instituciones, redes de investigación y otros socios estratégicos que actualmente trabajan en estos temas y con los que el Instituto Mora mantiene vínculos serían:

	 

	
	● Redes y asociaciones: Asociación Mexicana de Historia Económica, Asociación Mexicana de Estudios Internacionales, distintos grupos de trabajo de la Asociación Latinoamericana de Sociología (ALAS), entre otros.

	● Instituciones nacionales: CIDE, Colegio de México, Colegio de San Luis, FLACSO, Instituto de Investigación en Políticas Públicas y Gobierno (UDG), UAM, Universidad Autónoma de Tlaxcala, UNAM, entre otros.

	● Instituciones internacionales: Regional Studies Association, Wilson Center (History and Public Policy Program), History and Policy Network (H&P), diversas universidades norteamericanas que manejan el enfoque específico de “Historia de las Políticas Públicas”.



	 

	
		Los vínculos entre seguridad y desarrollo



	 

	Los procesos de internacionalización y globalización conllevan amenazas y retos no tradicionales a la seguridad, incluyendo desastres naturales, epidemias, inseguridad alimentaria, terrorismo, delincuencia organizada transnacional, migraciones forzadas, entre otros. Este tipo de amenazas ponen en riesgo cualquier avance que se haya logrado hasta el momento en materia de desarrollo (combate a la pobreza, nutrición, salud, educación, género) y cualquier prospecto de atender estos retos en el largo plazo. De manera paralela, los retrocesos en materia de desarrollo tienen impacto sobre las posibilidades de construir sociedades seguras y libres de violencia.

	 

	Por estas razones, el binomio seguridad-desarrollo requiere de esfuerzos de investigación que estudien ambos lados de la ecuación de manera conjunta. Las líneas de investigación concretas en las que pueden colaborar los profesores-investigadores del Instituto Mora, incluyen:

	 

	
	● Violencia política y social en México y Centroamérica

	● Historia de los distintos retos en materia de seguridad (epidemias, inseguridad alimentaria, desastres naturales)

	● Migraciones y desplazamientos internos forzados

	● Cooperación internacional en temas clave: derechos humanos, género, medio ambiente, ayuda humanitaria

	● Los retos de México en el contexto de la nueva agenda sobre el desarrollo (Objetivos del Desarrollo Sostenible)

	● Sector privado, cooperación internacional y financiación del desarrollo



	Temas transversales 

	 

	Las líneas de investigación especificadas anteriormente tendrían también impacto sobre otros temas prioritarios, incluyendo principalmente: gobernanza democrática; desigualdad, pobreza y política social; sustentabilidad, cambio climático y desastres. Algunos ejemplos de las  instituciones, redes de investigación y otros socios estratégicos que con los que hemos trabajado estos temas serían:

	 

	
	● Redes y asociaciones: Asociación Mexicana de Estudios Internacionales, Red Iberoamericana Académica sobre Cooperación Internacional (RIACI); Red Mexicana en Cooperación y Desarrollo (REMECID).

	● Instituciones nacionales: AMEXCID, BUAP, CIDE, CISAN, Colegio de México, FLACSO, ITAM,  ITESM, UNAM, entre otros.

	● Instituciones internacionales: Instituto Alemán de Política en Desarrollo (DIE), University College (UCL), Universidad de Oxford y distintas agencias de financiamiento y cooperación internacional (BID, GIZ, UNODC, etc.).



	 

	
	3.4 Población y Juventud: Laboratorio nacional para el estudio de la       juventud



	Gonzalo Saraví (CIESAS DF)6*

	 

	Antecedentes del Tema

	 

	Hoy existen en México más jóvenes que nunca antes: poco menos de 30 millones; según datos del último Censo de Población y Vivienda 2010, los jóvenes de 15 a 29 años representan el 26.4% de la población total. La investigación sobre este sector de la población, o los llamados “estudios de juventud”,  han atravesado en México por tres grandes etapas. La primera de ellas se caracterizó por una serie de trabajos que exploraron diversas problemáticas sociales asociadas con los jóvenes pero con un carácter ensayístico y de reflexión personal, sin un sustento sólido en una estrategia metodológica científica y rigurosa. A esta primera etapa, cuya virtud fue visibilizar el tema juventud, le sigue un segundo período de emergencia y consolidación de la investigación social sobre jóvenes. En esta etapa, cuyos inicios se remontan a los últimos años de la década de 1980 y comienzos de los 1990s, se destacan dos grandes vertientes: una de carácter eminentemente sociológico y antropológico centrada en la exploración de las culturas juveniles y/o los estudios culturales sobre juventud; y otra dominada por la socio-demografía, con un interés prioritario en las tendencias de la estructura poblacional por grupos de edad y, más tardíamente, en el comportamiento demográfico de las y los jóvenes. 

	 

	Más allá de estas dos corrientes, también se fueron desarrollando otros estudios puntuales, con metodologías cualitativas y cuantitativas, sobre algunos temas como participación laboral y educación, pero sin alcanzar a constituir una tradición o enfoque con elementos comunes como ocurrió en los otros dos casos. Cabe mencionar que, desde entonces, las vertientes o tradiciones socio-antropológicas y socio-demográficas sobre juventud han permanecido en un relativo distanciamiento, con muy poca colaboración y diálogo entre sí. A partir del nuevo milenio, México cuenta con una serie de encuestas nacionales sobre juventud (2000, 2005, 2010), que combinan múltiples preguntas, tanto de tipo demográfico como de dimensiones sociales y culturales (trabajo, educación, participación, tiempo libre, valores, relaciones de género, etc.). Las encuestas no siempre han sido comparables unas con otras y no todas cuentan con la misma rigurosidad, pero tienen la virtud de brindar una visión macro (nacional y regional) sobre diversas temáticas vinculadas a los jóvenes. En este proceso de consolidación, especialmente en el primer quinquenio del 2000, cumplió un papel destacado el área de investigación del Instituto Mexicano de la Juventud bajo cuyo patrocinio se publicaron una serie importante de estudios sobre diversas problemáticas asociadas a la juventud (Colección Jóvenes) y se editó la revista Estudios sobre Juventud. 

	 

	La relativa consolidación de los estudios sobre la condición juvenil y su comportamiento demográfico, más la presencia de las encuestas nacionales sobre juventud, y una nueva generación de investigadores interesados en el tema, abrieron la puerta para el inicio de una tercera y nueva etapa en la investigación sobre jóvenes que aún se encuentra en estado incipiente. Temas como la vulnerabilidad y la exclusión social en la transición a la adultez, la violencia y el uso de los espacios públicos en el proceso de socialización y desarrollo, la calidad educativa y el vínculo escolar, la inserción laboral y la economía informal–ilegal, la subjetividad y los malestares sociales, el uso de nuevas tecnologías y su asociación con nuevas formas de participación social, la pobreza y la desigualdad en las experiencias juveniles, entre otros, son algunas de las problemáticas emergentes en esta nueva etapa. En todos los casos se observa una común preocupación por las condiciones de inclusión social de los jóvenes en la sociedad contemporánea. Se requieren mayores esfuerzos y recursos para la consolidación de estas líneas de investigación.

	 

	Propuesta Sustantiva 

	Esta nueva etapa de la investigación sobre juventud debe seguir tres grandes lineamientos de tipo teórico-metodológico. El primero de ellos consiste en priorizar y favorecer estudios centrados en el Bienestar de los jóvenes. Se trata de generar investigación que contribuya a gestar políticas informadas dirigidas a favorecer la inclusión social con bienestar para los jóvenes. El segundo lineamiento prioritario para esta nueva etapa de la investigación sobre jóvenes es la Multidisciplinariedad. Esto puede traducirse en equipos multidisciplinarios, pero también en investigaciones individuales o colectivas que se enriquezcan con aportes de disciplinas diferentes y en espacios de encuentro y redes de vinculación que permitan el diálogo y el intercambio de aportes y hallazgos de investigadores provenientes de diversos campos. Finalmente, un tercer lineamiento consiste en favorecer enfoques Holísticos, es decir que asuman la condición integral de la experiencia de la juventud; favorecer espacios de diálogo interdisciplinarios puede contribuir a que progresivamente los estudios sobre juventud puedan visualizar al “individuo” joven como una unidad compleja y total.

	Para lograr una experiencia investigativa que realmente reúna estas tres cualidades y cuyos resultados tengan al mismo tiempo un impacto social es necesario apoyar el fortalecimiento y la innovación institucional. Actualmente existe un amplio número de investigadores que desde distintas perspectivas y disciplinas científicas, con preocupaciones y especializaciones diversas, realizan estudios sobre los jóvenes. Estos investigadores, sin embargo, se encuentran dispersos en múltiples espacios institucionales mucho más amplios, en los cuales generalmente trabajan aisladamente dado que los estudios sobre juventud en dichas instituciones no tienen un espacio y reconocimiento en sí mismo. Es decir, los estudios sobre juventud, pese a su relevancia, se sostienen fundamentalmente por el esfuerzo individualizado de los investigadores en sus respectivas instituciones; en términos generales no hay departamentos, centros, o líneas de investigación en juventud, sino investigadores especializados en los estudios sobre juventud. 

	En este sentido un proyecto estratégico, en el que se combina la innovación y el fortalecimiento institucional, consiste en la creación de un Laboratorio de Estudios y Políticas sobre Juventud. El laboratorio tendría por objeto: a) coordinar investigación básica en algunas áreas prioritarias estimulando la formación de equipos de investigación interinstitucionales, y b) promover la contribución social de estos conocimientos adquiridos a través de la capacitación de personal especializado en temas de juventud (de diversas áreas públicas), y el diseño y aplicación de programas sociales en temas de juventud. Más específicamente las actividades que imaginamos para el cumplimiento de estos dos objetivos son: 

	Investigación básica

	a) Desarrollar tres o cuatro proyectos dentro de las áreas temáticas de investigación consideradas prioritarias (ver más abajo). Estos proyectos de investigación, serían investigaciones paradigmáticas desarrolladas por equipos de investigación interinstitucionales que pudieran gestarse a partir del mismo laboratorio, y que fungieran como un impulso inicial a estos equipos y como proyectos testigos para otras investigaciones desarrolladas por fuera del laboratorio. Es decir, el laboratorio no concentraría toda la investigación, sino que es un articulador y promotor de investigación, pero al mismo tiempo es importante que siempre se desarrolle y financie investigación por fuera, que a la postre pueda incorporarse al laboratorio lo cual favorece la innovación y un carácter incluyente (es decir, el laboratorio estaría siempre renovándose y recreándose a partir de nuevas generaciones de investigadores, pero al mismo tiempo persistiría como un anclaje institucional promotor y articulador de la investigación en juventud). El desarrollo de tres o cuatro proyectos clave, serviría para sistematizar y consolidar líneas de investigación relevantes en el corto y mediano plazo (5 a 10 años), y luego deberían dar lugar a otros tres o cuatro proyectos claves relevantes para su momento, y así sucesivamente.


 
b) La publicación (organizada por quinquenios) de los resultados de estas investigaciones desarrolladas dentro del laboratorio y de otras desarrolladas por fuera, conformando una colección o serie de estudios de juventud relevantes para la academia y la sociedad.



c) La edición de una revista en Estudios y Políticas sobre Juventudes, con una periodicidad cuatrimestral o semestral y un carácter temático, que permitirá articular y sistematizar los resultados de investigaciones en proceso. La revista debería poder contemplar la publicación de artículos latinoamericanos para favorecer el diálogo con otros países de la región, pero también para impulsar un mayor liderazgo de México en la investigación sobre juventud. También la revista debería dar un peso importante a las reseñas (por tema y no por libros) de publicaciones recientes de otras regiones del mundo (la academia iberoamericana, anglosajona, francesa y europea continental).


	Contribución Social

	a) El diseño, evaluación y seguimiento de políticas públicas para jóvenes.   Investigación aplicada a partir del reconocimiento del laboratorio como interlocutor ante distintas instancias públicas (gobiernos locales; secretarías públicas; etc.) interesadas en diseñar y aplicar políticas para jóvenes.

	c) La capacitación y formación de actores que trabajan con jóvenes en diversos  ámbitos y temáticas, tanto de la administración pública como de la sociedad civil (por ejemplo: educadores, agentes de salud, promotores culturales, trabajadores sociales, miembros de ONGs, etcétera).

	d) Difusión y vinculación con la sociedad civil y las política públicas a través de informes que transmitan de forma clara, concisa y asequible al público no especializado los avances, hallazgos e implicaciones de la investigación científica sobre juventud (publicación de boletín temático trimestral con datos relevantes en lenguaje ágil).

	 

	Principales Líneas de Investigación

	 

	Las siguientes áreas temáticas corresponden a campos en los cuales sería prioritario el financiamiento de CONACYT a proyectos de investigación. En consistencia con lo dicho anteriormente, en cada uno de estos tres campos, el laboratorio podría gestionar un (1) proyecto de investigación, pero paralelamente deberían financiarse otros proyectos por fuera del laboratorio. Esta es la manera en que podría lograrse simultáneamente la consolidación de líneas y equipos, por un lado, y la constante renovación por otro.  

	 

	
		Espacios y Procesos de Exclusión e Inclusión Juvenil:



	La pobreza persistente y nuevos factores de vulnerabilidad han dado lugar a procesos de acumulación de desventajas que generan espacios de exclusión que al mismo tiempo se constituyen en micro espacios de inclusión con normas, valores, instituciones y referentes diversos. Es importante priorizar estudios que exploren cómo la sociedad favorece procesos de integración en la exclusión, y sus repercusiones para la convivencia social. Son prioritarias investigaciones que exploren los procesos de desafiliación institucional, los mecanismos de evasión y sus repercusiones subjetivas y sociales;  la emergencia de espacios de socialización en los márgenes, la profundización de la desigualdad en sus dimensiones sociales y culturales más allá de las netamente económicas, espacios de resistencia alternativos, la exposición diferencial de los jóvenes a las dimensiones de la globalización, o la relación territorios – juventudes.

	 

	
		Trayectorias y Experiencias Biográficas de los Jóvenes:



	Esta área temática incluye investigaciones que exploren cambios y continuidades, tensiones y dilemas en los procesos de transición a la adultez y la experiencia biográfica de los jóvenes. Consideramos necesario profundizar en la exploración de cómo los jóvenes en diferentes contextos construyen su transición a la adultez en una sociedad que avanza a distintos ritmos tanto a nivel del comportamiento demográfico, como de la estructura de oportunidades de qué disponen los individuos, y de los procesos seculares de cambio socio-cultural que caracterizan la sociedad moderna.  Algunos ejemplos de temas relevantes en este área son: desarticulación educación – trabajo; educación superior de posgrado e inserción laboral; trabajo e ilegalismos; embarazo adolescente; relaciones de género y generación; dilemas de la transición residencial; etc. 

	 

	
		Sentidos de Vida en la Juventud:



	Esta área temática pretende dar cabida a los estudios que exploren cómo las nuevas generaciones enfrentadas con nuevas oportunidades, pero al mismo tiempo con nuevos y persistentes constreñimientos. Esto implica estudios en los más diversos contextos en los que se insertan los jóvenes, ya sea por condición rural-urbana, de clase, de género, de etnia, regional, etcétera. Como algunos ejemplo de subtemas que pueden incluirse en este área se pueden mencionar: sentidos de vida y muerte, salud mental, proyectos de vida, gestión de la vida en contextos de precariedad, manejo de la incertidumbre, crisis de la subjetividad en diferentes clases sociales y sus repercusiones en los cuerpos juveniles, muerte y suicidio, etcétera. 

	 

	Socios Académicos:

	 

	
	● CIESAS

	● Colegio de la Frontera Norte

	● Colegio de México

	● UNAM (Seminario de Investigación en Juventud)



	 

	Comité Científico:

	 

	a) Internacional

	
	● Dr. Gabriel Kessler (CONICET / UNLP, Argentina)

	● Dr. Denis Rodgers (University of Amsterdam, Países Bajos) 

	● Dr. Gareth Jones (London School of Economics, UK)

	● Dra. Mariana Chaves (CONICET / UNLP, Argentina)



	 

	b) Nacional

	
	● Dr. José Manuel Valenzuela (COLEF)

	● Dr. Minor Mora Salas (COLMEX)

	● Mtro. José Antonio Pérez Islas (SIJ-UNAM)

	● Dr. Gonzalo A. Saraví (CIESAS)



	 

	 

	 

	 

	 

	 

	
	3.5 Violencia social: Análisis multifactorial de la delincuencia organizada a través de ópticas de seguridad. Drogas y sus costos humanos 



	Dr. Carlos Antonio Flores Pérez (CIESAS) 

	Dr. Salvador Maldonado Aranda (COLMICH)7

	Introducción

	 

	A lo largo de la última década, México ha sufrido condiciones extremas de violencia e inseguridad derivadas de un incremento en las operaciones de la delincuencia organizada, que ha afectado la gobernabilidad de diversas regiones de su geografía y generado gran zozobra entre su población. Tanto las actividades ilícitas de la delincuencia organizada como los costos humanos de la guerra contra el crimen obedecen a una multiplicidad de factores, pero debemos ser conscientes que todo ello forma parte de la implementación de políticas que directa o indirectamente han incidido en el fenómeno de la violencia criminal. Desde las políticas prohibicionistas contra las drogas ilegales, la apertura de mercados transnacionales por donde se comercializan ilegalmente sustancias para la elaboración de drogas sintéticas, o el trasiego internacional de las producidas en México y el mercado libre de armamento, hasta la poca atención prestada por parte del Estado mexicano en aquellas regiones mexicanas productoras de droga, en un contraste enorme con bajos niveles educativos y pocas expectativas de miles de jóvenes para fincarse un mejor futuro, todos estos problemas forman parte del contexto de la producción del fenómeno delictivo en México. Actualmente, ya no es posible reducir a un conjunto de variables y situaciones focalizadas el problema de la violencia criminal; el fenómeno ha escalado a dimensiones nacionales y transnacionales con diversas manifestaciones territoriales y humanas. Desde la composición química de la droga a las formas organizacionales del crimen y sus adecuaciones transnacionales, pasando por un mercado de protección escalofriantemente peligroso, la violencia criminal experimentada en México tiene diversas y multifactoriales variables que es necesario conocer a profundidad en programas de investigación que retomen una multiplicidad de aristas en formas de escala para una mejor comprensión.

	 

	El Estado mexicano ha tenido la necesidad de dar respuesta institucional a la proliferación del fenómeno delictivo en un contexto en el que las oportunidades para generar conocimiento más profundo y estratégico sobre estos problemas, dentro de las instituciones gubernamentales, están limitadas por la necesidad de atender las urgentes necesidades del día a día.

	 

	Esto ha derivado en la dificultad que tienen las dependencias gubernamentales para desarrollar análisis integrales que permitan la generación de políticas estratégicas con mejores expectativas para reducir de manera sostenible los niveles de impacto y afectación de la delincuencia en la vida de la sociedad y en la estructura institucional de México.

	 

	En estas condiciones, la necesidad de generar y articular conocimiento objetivo y riguroso sobre las causas, características, dinámicas y vulnerabilidades de la delincuencia, especialmente en aquellas modalidades que por su dimensión o por la naturaleza de su actividad afectan en mayor medida a la seguridad de los mexicanos, constituye una preocupación central, tal como está expresado en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. El Programa Especial de Ciencia y Tecnología e Innovación 2014-2018, en su área de Sociedad, desarrollado por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT) integró el tema de la Seguridad Ciudadana, entre aquellos de atención prioritaria.

	 

	Aunque los esfuerzos de investigadores individuales no son desdeñables y son varias las instituciones desde las que se hace algún tipo de investigación que se ocupa de esta temática y/o que podría tener un contenido relevante para el análisis de la misma, el conocimiento sobre estos temas es aún heterogéneo y poco sistemático. Dadas las dimensiones arriba mencionadas de la delincuencia organizada y debido a que nuestro conocimiento es fragmentado, se precisa generar una adecuada sinergia entre la comunidad científica enfocada a la investigación sobre estos temas, para lograr una mayor amplitud, profundidad y precisión en el conocimiento que se tiene sobre los mismos. Asimismo, se requiere que este conocimiento esté al alcance de los tomadores de decisiones y sea susceptible de proporcionarles criterios de orientación e insumos para el diseño de estrategias más efectivas y contundentes para responder a esta necesidad del Estado mexicano. Todo ello en condiciones del bien mayor a proteger: la vida humana y la integridad de las personas, las cuales se encuentren en todo momento custodiados, sin que la urgencia por dar resultados haga perder de vista el propósito central de garantizar la seguridad humana.

	 

	Este objetivo puede beneficiarse en gran medida a partir de la iniciativa del CONACYT, de desarrollar Programas de Investigación de Largo Aliento (PILA), que surge precisamente como una estrategia para detectar capacidades complementarias entre las diversas instituciones del sistema científico del país, fortalecer enfoques multidisciplinarios, sumar esfuerzos y mejorar la calidad y el impacto de la investigación científica en la generación de políticas capaces de responder a los grandes retos nacionales, entre los cuales el aquí referido constituye una prioridad evidente. Por ello, la propuesta de generar un PILA de análisis multifactorial de la delincuencia organizada bajo ópticas de seguridad, drogas y sus costos humanos resulta estratégica.

	 

	A través del mismo, se pretende iniciar la puesta en marcha de mecanismos de diálogo, intercambio y colaboración entre investigadores de alto talento que hoy se encuentran dispersos, a fin de sumar esfuerzos en la generación de conocimiento científico de primer nivel, que se desarrolla sobre temas pertinentes para esta cuestión en las diversas instituciones del sistema científico del país.

	 

	Coordinadores

	 

	Quienes proponemos esta iniciativa somos científicos sociales de reconocida experiencia y trayectoria de investigación en temas cruciales de esta cuestión, como es la evolución del tráfico de drogas en el país, que ha sido desarrollada desde dos Centros Públicos de Investigación de reconocido prestigio. Ambos son autores de los trabajos de investigación más detallados sobre la evolución de las organizaciones del tráfico de drogas en dos estados emblemáticos de este fenómeno: Michoacán y Tamaulipas.

	 

	Carlos Antonio Flores Pérez es Doctor en Ciencia Política por la UNAM; autor de El Estado en crisis: crimen organizado y política. Desafíos para la consolidación democrática y de Historias de polvo y sangre. Génesis y evolución del tráfico de drogas en el estado de Tamaulipas. También ha publicado más de una docena de capítulos y artículos especializados en la materia e impartido más de 40 ponencias sobre el tema en México y el extranjero. En 2005 recibió el Premio Anual de Investigación sobre Corrupción en México, que otorgaron la UNAM y la Secretaría de la Función Pública. Ha sido investigador visitante en la Universidad de Oslo y en la Universidad de Connecticut. Es Investigador Nacional nivel I del SNI, profesor-investigador del Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS), institución de la que es actualmente el Director Académico. Cuenta con experiencia práctica en instituciones de seguridad, pues en su carrera profesional se ha desempeñado como Director General de Información sobre Actividades Delictivas, en el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información (Cenapi) de la Procuraduría General de la República (PGR) y como Director General Adjunto de Análisis sobre Delincuencia Organizada en el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen) de la Secretaría de Gobernación.

	 

	Salvador Maldonado Aranda es Doctor en Antropología por la Universidad Autónoma Metropolitana con un posdoctorado en el Departamento de Antropología de la Universidad de Barcelona, España; es autor de Grupos políticos y cacicazgos sindicales en el Estado de México, donde analiza algunas prácticas mafiosas del sindicalismo mexicano y la estructura institucional que lo sustenta. También es autor del libro Los Márgenes del Estado Mexicano. Territorios `ilegales`, desarrollo y violencia en Michoacán, el cual fue acreedor al premio Fray Bernardino por mejor investigación en 2011. Ha publicado más de una treintena artículos de investigación en revistas especializadas e indexadas nacionales y extranjeras, y más de una decena de capítulos en prestigiosos libros. Desde hace más de una década se especializa en análisis de la violencia en regiones periféricas que le ha significado ser invitado en prestigiosos centros de investigación, además de obtener el Premio Iberoamericano en ciencias sociales de la OEI, a través de la UNAM. Es investigador Nivel II del SNI y profesor-investigador de El Colegio de Michoacán A.C. Como resultado del trabajo de investigación ha obtenido apoyo para proyectos de investigación de Ciencia Básica y apoyo internacional de Clacso y otras instituciones extranjeras. Dada la situación de conflicto que Michoacán vivió desde el 2013, en el año 2014 colaboró ampliamente en asesorías a funcionarios de alto nivel de la Secretaría de Gobernación para comprender el conflicto armado. En ese mismo año fue solicitado para elaborar un Informe Estratégico sobre la Intervención Federal, con el fin de evaluar la situación de violencia y elaborar recomendaciones de política pública para fortalecer el estado de derecho. Ha sido arduo colaborador en los medios de comunicación tanto periodísticos como televisivos. 

	 

	Oportunidades para el fortalecimiento de la investigación dentro de los Centros Públicos de Investigación

	 

	Dado que el fenómeno de la delincuencia organizada vista a través de ópticas de seguridad, drogas y los costos humanos producidos a partir de su combate, responde a una serie de variables muy complejas, el programa de investigación parte del principio de que se necesita conformar un modelo escalar de investigación para atender sus múltiples dimensiones. 

	 

	Un primer paso para lograr dicho objetivo es la vinculación e integración de la investigación que se realiza en materias de interés para el área temática propuesta por medio del fortalecimiento de la comunicación entre investigadores de los Centros Públicos de Investigación, que pueden encontrar líneas de investigación en las que actúen de manera sinérgica y nuevas ventanas de oportunidad para desarrollar proyectos de investigación y desarrollo tecnológico de alto impacto.

	 

	El programa de investigación (PILAS) puede dividirse en al menos tres áreas que necesitan trabajarse de manera conjunta con el fin comprender las dimensiones de los problemas de violencia criminal y así proponer recomendaciones de política integral: A) Tráfico de drogas y organizaciones; B) Dinámicas de los mercados ilegales (drogas, fayuca, autos, medicinas, cigarros, etc.) y C) Efectos de la violencia y respuestas de OSC (homicidios, trata y feminicidios, desplazamientos forzados y reclutamiento criminal, gobernabilidad y debilidad institucional local, procesos de seguritización y el papel de OSC en luchas por derechos humanos). Al ser un programa de investigación de largo aliento, estamos proponiendo que la investigación no sólo articule diversas áreas de especialización, sino además que cada investigación siga trabajando con cierta independencia pero en directo diálogo y articulación con todos los demás desde una perspectiva de visión integral.

	 

	Una ventana de oportunidad relacionada con la primera área propuesta, se refiere al campo de la investigación relacionado con el tráfico de drogas y sus organizaciones delincuenciales. Así, por ejemplo, la investigación sobre el tráfico de drogas y las organizaciones que lo llevan a cabo, que se realiza desde el CIESAS y el COLMICH pueden integrarse con la investigación en matemáticas aplicadas que se hace desde el CIMAT para la generación de trabajos especializados, basados en la metodología de Análisis de Redes Sociales (ARS), con el fin de detectar los nodos más relevantes dentro de una red criminal, de manera que la acción focalizada de las instituciones en ellos pueda tener efectos estratégicos de mayor contundencia. La modelación matemática, la simulación de procesos y la ingeniería de software aplicado a este propósito resultarían en un insumo complementario de gran importancia para la comprensión de los fenómenos criminales y en la producción nacional de herramientas de análisis enfocadas a este tipo de investigación. Además, este tipo de análisis podría vincularse, con las medidas de seguridad y confidencialidad necesarias, a apoyar directamente a las instituciones en proyectos estratégicos específicos, o bien, ofrecer a las instituciones mexicanas licencias del software generado y capacitación para su uso a costos mucho más accesibles que las que hoy pueden encontrarse en el mercado en productos similares. A ello se puede agregar la participación del Centro GEO, con contenidos de análisis georeferenciada. Estrategias para el diagnóstico territorializado de la violencia social pueden beneficiarse de la integración de perspectivas de investigadores que actualmente se enfocan a esa problemática, como la Dra. María del Socorro Arzaluz Solano, del COLEF; la Dra. Claudia Zamorano, del CIESAS.

	 

	La segunda área propuesta tiene que ver con las dinámicas de los mercados ilegales. Ya que gran parte del poder de la delincuencia organizada se basa en el cultivo y trasiego de droga, ante las aguerridas políticas prohibicionistas y la guerra al narcotráfico, se ha experimentada un cambio significativo en el mercado de drogas. Desde hace años, si bien el cultivo de marihuana ha ido en relativo aumento, el mercado nacional e internacional ha devaluado su precio debido al aumento dramático de drogas sintéticas y otras drogas de origen vegetal (goma de opio y cocaína). Las campañas de erradicación e intercepción han contribuido a una baja significado del precio de marihuana, pero en su lugar los campesinos adoptaron tolerar o fueron presionados por la instalación de laboratorios en sus territorios. Ello ha cambiado ampliamente el panorama de la adicción nacional, en la medida que son jóvenes quienes la consumen e incluso producen. Si sumamos este problema a la articulación de otros mercados a los cuales se ligan las drogas, como por ejemplo, el mercado de la fayuca y trata de personas, etc., el fenómeno delictivo se amplifica. 

	 

	Investigaciones como las que realizan Efrén Sandoval del Ciesas Noreste son muy importantes sumarlas al programa ya que nos proporciona una visión de cómo se están intercalando mercados ilícitos de diversa naturaleza. Contamos con contactos con investigadores de reconocido prestigio que están realizando trabajos en Brasil sobre robo de autos y sus ganancias, que bien son ejemplos para dimensionar el tema. Un grupo muy activo del cual formamos parte (grupo de estudios fronterizos y de mercados ilícitos integrado por especialistas de Brasil, Argentina y Colombia) es un espacio ideal para desarrollar esta temática. Tal vez el Dr. Eduardo Menéndez del Ciesas D.F., podría contribuir al proyecto sobre el tema de los medicamentos o las transformaciones del sistema farmacéutico. Necesitamos investigaciones que atiendan el problema de los cambios experimentados en el mercado ilícito por la introducción masiva de droga sintética a las capas más jóvenes y los efectos neurobiológicos que está causando la práctica, por ejemplo, del llamado “foco”; una modalidad de inhalación con profundos efectos nocivos e irreversibles para la salud, en la misma forma que el “Paco” argentino. El debate sobre la legalización de marihuana sería una entrada ideal para analizar su comportamiento en el marco de los mercados ilícitos en caso de legalización de dicha droga.

	 

	La tercera área importante del programa PILAS se refiere a los efectos de la violencia y sus respuestas para contrarrestarla. Si bien aquí hay varios investigadores que pueden ser ideales por su contribución, es necesario jerarquizar las diversas temáticas para una mejor planeación. Los efectos de la violencia criminal en forma de pérdidas de vidas humanas, debe dimensionarse con otras problemáticas similarmente serias, tales como la salud pública de miles de personas que están consumiendo drogas sintéticas sin ninguna o escasa atención o adictos a heroína y marihuana. Aquí, son muy importantes investigaciones ya emprendidas sobre evaluaciones de homicidios. Una ventana de oportunidad es el análisis de estadística criminal que se lleva a cabo desde la División de Estudios Jurídicos del CIDE por parte del Dr. Gustavo Fondevila y el Dr. Carlos Villalta podrían, en vinculación con el CIMAT y con grupos de trabajo de las instituciones gubernamentales y del INEGI, para contribuir al desarrollo de una metodología consensuada de cuantificación y análisis, aplicable al problema de personas desaparecidas en México. Paralelamente, investigaciones sobre trata de personas y feminicidios que ya se realizan dentro del Sistema de Centros Públicos de Investigación, como es el caso del trabajo de la Dra. Elena Azaola, del CIESAS, o de la Dra. María Dolores Paris Pombo y de la Dra. Julia Monárrez, ambas en el COLEF, podrían integrarse con una perspectiva similar y enriquecerse con la complementación de las herramientas de análisis proporcionadas por los otros centros a los que se acaba de hacer referencia. Un trabajo muy importante es el emprendido por la Dra. Severine Durin del CIESAS noreste sobre desplazamiento forzado en el norte de México, pero con proyecciones importantes a nivel nacional, es ideal para comprender como están reconfigurándose estrategias de reacomodo de la población en contextos criminales. Aquí hay algunas otras investigaciones que se conjugan pero hace falta identificar muy bien otras. 

	 

	Investigaciones sobre vulnerabilidad y victimización de migrantes en su trayectoria por el territorio nacional, como las que se realizan desde el ECOSUR (Dr. Reynaldo Germán Martínez Velasco); o en el COLEF (Dr. Jorge A. Bustamante), nuevamente vinculados con las capacidades de análisis georreferenciado del Centro GEO son fundamentales para entender las dimensiones y características del fenómeno y aportar a la generación de políticas de prevención y atención que disminuyan este grave lastre. En el Colmich, la Dra. Mummert está trabajando un área de investigación relacionada con jóvenes en contextos migratorios y las posibilidades de reclutamiento por parte del crimen organizado. También sigue una línea de investigación sobre migrantes y el papel de ellos para construir entornos más seguros. Cabe señalar que Salvador Maldonado, Gail Mummert, Martha Chávez y Dominique Raby, integran una línea de investigación sobre Violencia y Vulnerabilidad en procesos locales y transnacionales que ya tiene varios años produciendo resultados sobre el tema. Se puede utilizar esta plataforma para articularse al PILAS a través de sus colaboraciones. 

	 

	En cuanto a respuestas a la violencia en contextos criminales y más precisamente el papel de OSC ante la violencia, el trabajo que está emprendiendo el Dr. Izunza del CIESAS Golfo es muy importante para evaluar las posibilidades que tienen organizaciones civiles en la promoción de derechos humanos y de monitoreo ciudadano de la agenda de seguridad a nivel local y estatal. Ya hay vínculos de investigación con él que pueden redituar buenos insumos para evaluar el impacto de las OSC en la búsqueda de entornos  de seguridad y ciudadanía. Maldonado del Colmich, un investigador de la Cátedra Conacyt del CIDE Aguascalientes y un investigador de la Universidad de Aberden, Inglaterra están emprendiendo un trabajo de investigación sobre una evaluación del papel de las OSC en el estado de Michoacán y Sur de Jalisco en la construcción de mejores condiciones de vida segura bajo la violencia criminal. 

	 

	Las tres áreas propuestas y los investigadores citados constituyen una primera plataforma para elaborar un programa más fortalecido y consensado, así como una serie de investigaciones más coordinadas y en constante diálogo. Cada investigador puede tener, como de hecho ya tienen algunos, estudiantes de maestría o doctorado que están trabajando bajo estas temáticas que sería deseable tomarlos en cuenta en el futuro del programa e idear su forma de colaboración. De ello, se puede proponer ya sea por temática o en síntesis una serie de recomendaciones de política pública para dependencias encargadas de su elaboración e implementación, utilizando los medios adecuados para presentarlas ante diversas autoridades.  

	 

	En una segunda etapa, una vez establecida la dinámica de colaboración entre los investigadores de los Centros Públicos de Investigación del sistema CONACYT, podrían incorporarse también investigadores de otras instituciones de alta calidad del país, que trabajan estos y otros temas relevantes afines al propósito del PILA que aquí se propone.

	 

	Comité Científico

	 

	Por la naturaleza de la temática a abordar, se considera deseable que el Comité Científico esté integrado por los directores de los Centros Públicos de Investigación que tendrían mayor participación sustantiva, o bien, con representantes que ellos tengan a bien designar.

	 

	
	● Dr. Agustín Escobar Latapí (CIESAS)

	● Dr. José Antonio de la Peña Mena (CIMAT)

	● Dr. José Antonio Serrano Ortega (COLMICH)

	● Dr. José Ignacio Chapela Castañares (Centro GEO)

	● Dr. Sergio López Ayllón (CIDE)

	● Dr. Tonatiuh Guillén López (COLEF)



	 

	Comité de Usuarios

	 

	Poder Ejecutivo

	 

	
	● Presidencia de la República



	 

	
	● Segob



	
		Comisión Nacional de Seguridad.

		Policía Federal.

		Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social.

		Subsecretaría de Prevención Social y Participación Ciudadana

		Coordinación Nacional Anti-Secuestro.

		Cisen.



	 

	
	● PGR



	
		Subprocuraduría Especializada en Investigación contra la Delincuencia Organizada (SEIDO).

		Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delitos Federales.

		Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia (Cenapi).

		Coordinación de Planeación Desarrollo e Innovación Institucional (COPLADII).

		Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (FEPADE).

		Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de Expresión (FEADLE).

		Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA).

		Fiscalía Especializada de Búsqueda de Personas Desaparecidas.



	 

	
	● Sedena

	● Semar



	 

	
	● Secretaría de la Función Pública



	
		Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas y Contratación Pública.



	
	● SHCP



	
		Sistema de Administración Tributaria.

		Unidad de Inteligencia Financiera.



	 

	Poder Legislativo

	
	● Auditoría Superior de la Federación.



	 

	Poder Judicial

	
	● Consejo de la Judicatura Federal.



	 

	Organismos autónomos

	
	● Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH).

	● Comisiones Estatales de Derechos Humanos.



	 

	 

	
	3.6  El sistema de justicia penal



	Elena Azaola (CIESAS)

	Antecedentes

	 

	Desde la reforma legislativa que tuvo lugar en 2008 y hasta 2016,  México se encuentra en un periodo de transición que habrá de culminar con la transformación de nuestro sistema de justicia penal mixto por un sistema penal de corte acusatorio. Desafortunadamente, en el mismo lapso, nuestro país ha enfrentado una de las más severas crisis de seguridad y de derechos humanos del periodo postrevolucionario, crisis que ha puesto en evidencia la fragilidad de nuestras instituciones de seguridad y de justicia para contener el avance de grupos delictivos violentos y fuertemente armados.

	 

	Entre las principales manifestaciones de la crisis a la que nos referimos, se encuentran: un incremento en la proporción de personas que han sido víctimas de delitos; un incremento en la incidencia de delitos violentos; una disminución en el porcentaje de delitos que logran ser sancionados y una disminución también en los índices de confianza en las autoridades y las instituciones encargadas de brindar seguridad y protección a los ciudadanos.

	 

	En efecto, las Encuestas de Victimización que ha venido realizando el INEGI durante los últimos años, no dejan duda de la baja calificación que se otorga por su desempeño a las autoridades de los sistemas de seguridad y justicia, al tiempo que crece la desconfianza y baja la proporción de delitos que son denunciados. La Encuesta de 2014 mostró que 65% de los ciudadanos considera que los jueces son corruptos, 64% opina lo mismo de los ministerios públicos, 62% de la policía ministerial o judicial, 57% de la PGR y 53% de la Policía Federal. En buena parte, esto explica que 93% de los delitos no fueran denunciados, siendo las principales razones que los ciudadanos proporcionaron: la pérdida de tiempo y la desconfianza en las autoridades.

	 

	La crisis de seguridad a la que nos referimos tiene, por lo menos, cuatro componentes: 1) la existencia de grupos delictivos con la capacidad para representar una amenaza para el estado; 2) la fragilidad o la incompetencia de las instituciones del estado para contenerlos; 3) la descomposición social que se manifiesta en el creciente número de personas capaces de cometer delitos violentos, y 4) la falta de controles eficaces frente a los abusos y la violación de derechos por parte de las instituciones del estado. Todos estos componentes suponen la existencia de procesos sociales, económicos, políticos y culturales que se han venido gestando a lo largo de décadas y que no han sido suficientemente estudiados. De aquí la pertinencia de proponer que, un Programa de Investigación de Largo Aliento (PILA), debe ocuparse de estudiar a fondo estos procesos a fin de estar en condiciones de contribuir al diseño de las políticas y programas que permitan superar la crisis de seguridad y construir instituciones de seguridad y de justicia capaces de hacer frente a los retos que hemos venido señalando.

	 

	La importancia que tiene contar con instituciones de justicia sólidas, que gocen de la confianza y el respeto de los ciudadanos, no puede ser desdeñada. Aunque sabemos que remontar las graves deficiencias de nuestro sistema de justicia requerirá de esfuerzos sostenidos y de gran calado, también sabemos que, de no emprenderlos, estarán en riesgo prácticamente todas las demás metas y reformas a las que nuestro país pueda aspirar, incluyendo la de alcanzar un desarrollo más armónico, incluyente y con mayores niveles de equidad.  Es un hecho bien establecido que una precondición para el desarrollo económico es contar con procesos legales que sean capaces de resolver conflictos con imparcialidad, con predictibilidad, con regularidad y con equidad. 

	 

	De acuerdo con Pedro Gerson, los principales teóricos del Derecho sostienen que la legitimidad del Estado depende de la igualdad en la impartición de justicia. “La desigualdad en la impartición de justicia no es sólo un tema legal sino que también corroe la fe en las instituciones”. Existe evidencia robusta acerca de que la voluntad de los individuos de respetar las leyes está directamente relacionada con la percepción de que el sistema produce resultados justos. Sólo así se crean las condiciones de confianza que propician la colaboración de los ciudadanos las que, a su vez, fortalecen a las instituciones que impulsan el desarrollo. “Es decir, la confianza es el engranaje para que mucho de lo demás funcione” (Gerson, 2015: 7-9).

	Propuesta

	A fin de estar en condiciones de contribuir a la necesaria reforma de nuestro sistema de justicia, a través del Programa de Investigación de Largo Aliento (PILA), se propone conformar varios equipos interdisciplinarios integrados por investigadores de los centros públicos de investigación que se den a la tarea de realizar estudios que permitan conocer a fondo la manera como operan las instituciones de justicia a través de un conjunto de normas, prácticas y representaciones que ponen en juego los diferentes actores que participan en los procesos de justicia.

	La pertinencia de llevar a cabo estos estudios destaca si se toma en cuenta la importancia de poder contar con una línea de base al momento en que inicie (junio 2016) la puesta en marcha del nuevo sistema de justicia penal en todo el país, lo que permitirá crear indicadores propios para medir el desempeño de este sistema y, de ser el caso, proponer las medidas necesarias para su reorientación.

	A continuación mencionaré los objetivos generales y específicos que podrían orientar a los distintos proyectos a desarrollar sobre el sistema de justicia:

	 

	Objetivos Generales

	 

	
	● Estudiar y comprender la naturaleza, la extensión y las causas del desempeño deficiente de las instituciones de seguridad y justicia en México así como el impacto que ello tienen sobre la gobernabilidad y la vigencia de los derechos humanos;



	
	● Analizar los principales retos y obstáculos que enfrentan las instituciones de seguridad y justicia para contener de manera eficaz la criminalidad en el país;



	
	● Difundir los resultados de los estudios, formular recomendaciones y colaborar con las autoridades de los tres niveles de gobierno en el diseño de políticas que permitan mejorar el desempeño de las instituciones de seguridad y justicia y disminuir los actuales niveles de impunidad.



	 

	Objetivos Específicos

	 

	
	● Analizar la mezcla de factores sociales, económicos, políticos y culturales que han contribuido al escalamiento de la delincuencia y la violencia en México.

	● Examinar los puntos fuertes y débiles tanto de las políticas como de las instituciones de seguridad y justicia en el país.

	● Formular políticas públicas orientadas a disminuir los índices delictivos y mejorar el efectivo y eficiente funcionamiento de las instituciones de seguridad y justicia, garantizando la salvaguarda de los derechos fundamentales.



	 

	Líneas de investigación

	A manera de ejemplo, y sin pretender trazar un recuento exhaustivo de las posibles líneas de investigación o de los equipos de investigadores que podrían participar en estos proyectos, se proponen sólo algunas de las líneas de investigación que podrían formar parte del Programa de Investigación de Largo Aliento en el tema de justicia penal:

	 

	
		Estudios sobre las policías



	 

	Aun cuando las policías (locales, estatales o federales) no forman parte del sistema de justicia, son una pieza clave ya que la mayor parte de las personas que ingresan a los circuitos de la justicia en nuestro país, han sido detenidos en flagrancia lo que, a su vez, muestra la débil capacidad de investigación con la que cuentan nuestras procuradurías o fiscalías. De ahí la importancia de contar con policías competentes, eficaces y conocedores de los principios que orientan al nuevo modelo de justicia penal. Preocupa la persistente incapacidad que ha habido en nuestro país para transformar en profundidad a las instituciones de policía que padecen múltiples deficiencias. Casi la totalidad de las instituciones de policía cuentan con elementos con muy bajos niveles de educación y profesionalización, con bajos salarios, con poca capacidad de control de sus agentes, con normas poco claras o que no se aplican y con altos niveles de incertidumbre, de abusos y de corrupción. 

	 

	Durante los últimos años, ha habido un creciente interés por parte de los académicos en las instituciones de policía de tal manera que sería deseable que sus investigaciones pudieran alimentar los procesos de reforma en las policías. Estos procesos serán ineludibles toda vez que las policías tendrán  que adaptarse a los cambios que les impone el nuevo modelo de justicia penal. 

	 

	Este conjunto de estudios sobre las policías podría ser coordinado por el doctor Juan Salgado, del CIDE, pero en su equipo seguramente podrían participar especialistas de otros centros públicos de investigación.

	 

	
		Estudios sobre las fiscalías



	 

	Uno de los elementos más preocupantes de la crisis de seguridad que enfrenta México, es la brecha enorme que existe entre los delitos que son cometidos, los muy pocos que logran ser investigados y los aún más pocos que llegan a ser sancionados por nuestro sistema de justicia. La impunidad se convierte, así, en un factor más que alienta la delincuencia pues es claro que las probabilidades de que alguien que comete un delito sea sancionado, son realmente muy remotas.

	 

	En efecto, si recordamos que sólo 7% de los delitos que se cometen son denunciados, a ello hay que agregar que sólo 6% de los delitos denunciados logra ser investigado y de éstos sólo 2% llega a ser sancionado. La proporción de los delitos que, siendo denunciados, alcanzan a ser investigados, es muy baja, y prácticamente no se ha modificado durante los últimos 15 años lo que indica una incompetencia y un desempeño muy pobre por parte de las Procuradurías de Justicia que pronto serán transformadas en Fiscalías. 

	 

	También en este caso la investigación académica tiene herramientas que ofrecer a las fiscalías para fortalecer sus competencias de investigación y revelar los obstáculos que impiden que existan mejores y más eficientes investigaciones delictivas.

	 

	El conjunto de estudios sobre los ministerios públicos o fiscalías podría ser coordinado por el doctor Rafael Estrada, del Instituto Nacional de Ciencias Penales, pero en su equipo seguramente podrían participar especialistas de otros centros públicos de investigación.

	 

	
		Estudios sobre los tribunales



	 

	El trabajo en los tribunales ha sido hasta ahora bastante más opaco para la investigación desde las ciencias sociales aunque no hay razón para que sus prácticas no sean también sometidas a un análisis riguroso a fin de que la academia pueda contribuir a mejorar el entendimiento que los propios juzgadores tienen acerca de su función e incluso quizás para elevar la eficiencia de los procesos judiciales. Como cualquier otra función pública, la que desempeñan los jueces debería también poder estar sujeta al escrutinio y al análisis por parte de los académicos, lo que seguramente permitiría reorientar las políticas criminológicas al hacer evidentes los posibles sesgos y desviaciones o la posible inequidad en las resoluciones judiciales.

	 

	El conjunto de estudios sobre la labor de los tribunales podría ser coordinado por el doctor José Antonio Caballero, del CIDE, pero en su equipo seguramente podrían participar especialistas de otros centros públicos de investigación.

	 

	 

	
		Estudios sobre las prisiones



	 

	Las prisiones son el último eslabón de la cadena en el sistema de justicia, pero no por ello son menos importantes o dejan de tener un impacto que repercute en la calidad de la justicia que, en su conjunto, se imparte en nuestro país. Durante las últimas décadas se han llevado a cabo diversos estudios y encuestas en las prisiones y es importante que estos estudios continúen desarrollándose y evidenciando los graves problemas que en ellas existen y que requieren ser atendidos en profundidad ya que, de otro modo, las prisiones, en lugar de contribuir a evitar que más personas incurran en conductas delictivas, contribuyen a la reproducción de las mismas. Las investigaciones académicas deberían también contribuir al diseño de los parámetros y estándares que permitan contar con prisiones seguras, con sistemas profesionales estandarizados y respetuosos de la dignidad tanto de las personas internas como de los trabajadores penitenciarios.

	 

	Los estudios sobre las prisiones podrían ser coordinados por la doctora Elena Azaola, del CIESAS y la doctora Catalina Pérez Correa, del CIDE, y seguramente podrían participar investigadores de otros centros públicos de investigación.

	 

	
		Estudios sobre los derechos humanos



	Durante los últimos años, México ha registrado un importante número de violaciones graves a los derechos humanos en el contexto de la instrumentación de la política de seguridad (tortura, desaparición forzada, asesinato por servidores públicos en ejercicio indebido de sus funciones, desplazamiento). Sin embargo, la incidencia delictiva de dichas violaciones no ha sido suficientemente investigada tanto por las instituciones públicas como desde la academia. Hacen falta estudios que expliquen la naturaleza y las causas profundas que subyacen a las violaciones graves a los derechos humanos, ya que estos estudios podrían contribuir a transformar las prácticas institucionales que las propician. Ningún estudio ha generado hipótesis que expliquen los factores que producen la impunidad en las violaciones graves a derechos humanos ni se han propuesto medidas para revertir la tendencia a la no investigación de los delitos cuando están involucrados servidores públicos. Necesitamos realizar estudios que nos permitan conocer las diferentes alternativas y las mejores prácticas que en otros países han resultado exitosas para enfrentar los altos niveles de violaciones graves a los derechos humanos.

	 

	Los estudios sobre derechos humanos podrían ser coordinados por el doctor Óscar Contreras,  del COLEF, y seguramente podrían participar investigadores de otros centros públicos de investigación.

	 

	Ejes transversales

	 

	Entre los ejes transversales que deberán recorrer los diferentes estudios a realizar sobre el desempeño de nuestro sistema de justicia, se encuentran: género, población indígena, discapacitados, adultos mayores, población en condiciones de extrema pobreza, población con preferencias sexuales diversas.

	 

	Calendario

	 

	Dado que se trata de un conjunto de estudios a realizar en el marco del Programa de Investigación de Largo Aliento (PILA), cada una de las investigaciones a realizar contará con su propio plan de trabajo así como con sus objetivos específicos de corto, mediano y largo plazos. Sin embargo, todos los estudios compartirán el objetivo común de generar conocimiento de alta calidad académica que contribuya a instrumentar la reforma al sistema de justicia penal a cabalidad y con éxito.

	 

	Resultados esperados

	 

	Entre los productos que cabe esperar como resultado de la realización de los diferentes estudios,  se encuentran:

	
	● Diagnósticos

	● Encuestas

	● Manuales

	● Protocolos

	● Estudios de caso

	● Los resultados de los estudios también podrán integrarse en uno o varios volúmenes colectivos que expondrán los hallazgos y formularán recomendaciones de políticas públicas con base en la evidencia recabada.

	● Los investigadores también publicarán los resultados de los estudios en revistas académicas especializadas.



	Impacto

	 

	

	● Dado que se buscará que quienes participen en los diferentes proyectos sean los más destacados especialistas que cuenten con una capacidad probada y una amplia trayectoria de investigación, podemos esperar un impacto importante del proyecto al sumar los esfuerzos de sus integrantes y orientarlos al análisis de las políticas públicas de seguridad y justicia.



	 

	
	● El éxito del proyecto estará determinado por la capacidad que muestren los participantes para construir conocimiento que trascienda los muros de la academia y tenga un impacto efectivo en la esfera pública. Para que ello ocurra, es también necesario que las autoridades estén convencidas del valor y la pertinencia de contribuir a la construcción de dicho conocimiento y de sustentar la toma de decisiones en evidencias. En este sentido, el impacto dependerá de la disposición que investigadores y autoridades tengan para colaborar en la construcción y puesta en práctica del conocimiento. 



	 

	Comité Científico

	 

	El comité científico estará integrado por los investigadores que coordinen los estudios en cada una de las cinco líneas de investigación propuestas: 

	a) Estudios de policía, doctor Juan Salgado del CIDE.

	b) Estudios de fiscalías o ministerios públicos, doctor Rafael Estrada, del INACIPE.

	c) Estudios de tribunales, doctor José Antonio Caballero, del CIDE.

	d) Estudios de prisiones, doctora Elena Azaola, del CIESAS y doctora Catalina Pérez Correa, del CIDE-Aguascalientes.

	e) Estudios de derechos humanos, doctor Óscar Contreras, del COLEF.

	 

	Conclusión

	 

	Si bien es indudable que las ciencias sociales tienen mucho que aportar para profundizar en el cocimiento y en el análisis de cómo están operando nuestras instituciones de justicia, deben también reformular sus prioridades para poder contribuir a la solución de los múltiples retos y desafíos que impiden vencer las inercias de nuestro sistema de justicia.

	 

	 

	
	3.7 Diversidad jurídica y cultural. Perspectivas desde la antropología       jurídica



	María Teresa Sierra

	Rachel Sieder

	Juan Carlos Martínez

	Mariana Mora

	Victoria Chenaut

	Rosalva Aída Hernández
(CIESAS)

	 

	Introducción

	 

	La antropología jurídica como disciplina ha tenido un importante desarrollo en las ciencias sociales mexicanas y latinoamericanas desde las últimas décadas del siglo XX hasta la fecha. Se trata de un campo interdisciplinario en el que convergen antropólogos, sociólogos, abogados y lingüistas, entre otros, para analizar las relaciones entre derecho, sociedad y cultura destacando a la intersección entre las normas y las prácticas y una dimensión del cambio social y de poder. Los estudios de antropología jurídica en México han puesto en el centro el fenómeno del pluralismo jurídico como realidad constitutiva de la relación del Estado y los pueblos indígenas, y se han enfocado principalmente a analizar las relaciones entre los distintos órdenes jurídicos existentes en México y en otros países de América Latina en el campo de la justicia: es decir, los sistemas normativos de los pueblos indígenas y originarios; los marcos del derecho estatal, nacional y constitucional, y; las normas internacionales de derechos humanos. En los últimos tiempos, estos estudios han avanzado nuevas líneas de investigación para analizar el impacto de las nuevas conformaciones sociojurídicas y culturales producto de la reconfiguración del Estado neoliberal en el que están insertas poblaciones diversas, además de los pueblos indígenas – afrodescendientes, migrantes en tránsito y en búsqueda de asilo, refugiados, personas desplazadas y víctimas de la violencia, mujeres en prisión – lo que ha significado retos analíticos y teóricos para el estudio sociocultural y político del derecho desde una perspectiva garantista. 

	 

	Una preocupación central de este campo disciplinario ha sido el del  acceso a la justicia y la exigibilidad de los derechos. Mediante estudios etnográficos e históricos, se ha profundizado en las condiciones estructurales y realidades concretas que afectan la falta de acceso a la justicia para los pueblos indígenas. Dichas investigaciones han tenido dos importantes consecuencias: (1) contribuir al reconocimiento constitucional de los derechos indígenas y con ello a la promoción y el respeto de la diversidad cultural del país y; (2) contribuir a la discusión y fortalecimiento de los sistemas de justicia propia y al campo de la defensa legal y la justiciabilidad de los derechos colectivos. La introducción de los juicios orales y el nuevo sistema penal acusatorio a nivel federal plantean nuevas líneas de estudio para la antropología jurídica, incluyendo la etnografía en los juzgados, y el sentido en que   los modelos culturales y la interculturalidad estarán impactando en el desarrollo de los juicios para garantizar un debido proceso. 

	 

	Las investigaciones y formación de recursos humanos en antropología jurídica en CIESAS han hecho que el centro sea uno de los principales referentes en este campo de estudios en América Latina propiciando sinergias con distintos centros de investigación y universidades dentro y fuera del país. Lo distintivo es la articulación desde seminarios interinstitucionales, programas de formación de posgrado, y proyectos colectivos de colaboración nacionales e internacionales con gran impacto en el campo académico mexicano y con un fuerte compromiso con el desarrollo de investigaciones aplicadas con incidencia social. La colaboración con actores de la sociedad civil organizada, indígenas, organizaciones de derechos humanos e instituciones estatales ha brindado la oportunidad de renovar y confrontar los marcos analíticos de la disciplina generando novedosas respuestas a viejos y nuevos problemas de investigación.8

	 

	Los ejes de investigación detallados a continuación en este documento como referentes centrales de los PILA en el campo de la diversidad jurídica y cultural son:

	
		La exigibilidad/justiciabilidad de los derechos de los pueblos indígenas.

		Relaciones entre Justicia del Estado y Justicia Indígena: interlegalidad, racismo e impunidad.

		Género, interseccionalidad, políticas de género con enfoque cultural

		Criminalización, despojo, víctimas, reparación

		Los peritajes culturales. Trabajos aplicados en antropología jurídica

		Territorio, autonomía política y sustentabilidad económica



	 

	1. La exigibilidad/justiciabilidad de los derechos de los pueblos indígenas

	 

	Las disputas sobre la exigibilidad de los derechos de los pueblos indígenas han ocupado un papel cada vez mayor en la conflictividad social en regiones indígenas del país, y en años recientes los tribunales nacionales han tomado un papel cada vez más activo en este campo, desarrollando jurisprudencia y lineamientos novedosos. En México existen investigadores especializados en el campo de la antropología jurídica con muchos años de participar –de forma individual y colectiva- en asesorías, peritajes y análisis de la judicialización de los conflictos sociales involucrando a pueblos indígenas y sus organizaciones en México y América Latina. Se han integrado grupos de trabajo  que apuntan a fortalecer la vinculación intra e interinstitucional para el análisis comparativo de estos casos entre las distintas regiones indígenas del país y a mediano y largo plazo consolidar la formación de generaciones de antropólogos con conocimiento especializado para contribuir a la exigibilidad, eficacia y justiciabilidad de los derechos indígenas.  Se espera fortalecer la transferencia de conocimientos desde la antropología jurídica hacia un campo interdisciplinario de estudio e incidencia sobre problemáticas concretas relacionadas con la justicia estatal, la conflictividad social y la seguridad ciudadana. Mediante el conocimiento generado por la investigación comparada entre regiones de casos relacionados con la justiciabilidad de los derechos indígenas, se busca incentivar las acciones de agentes de la sociedad civil, sector privado y del Estado dirigidas hacia la resolución de conflictos mediante las instituciones jurídicas desde visiones garantistas y de los propios pueblos.

	 

	2. Relaciones entre Justicia del Estado y Justicia Indígena; interlegalidad, racismo   e impunidad

	 

	El campo de la justicia indígena y su relación con la justicia del Estado es uno de los más prolíficos en los estudios de antropología jurídica los cuales han contribuido a documentar la vigencia de  sistemas normativos indígenas y sus aportes a la resolución de conflictos y a la paz social. Si bien el reconocimiento legal de las instancias de justicia indígena (juzgados indígenas, juzgados comunitarios, etc.) las ha fortalecido, propiciando su visibilidad, hacen falta estudios dirigidos a analizar los mecanismos de coordinación entre las instancias judiciales – estatales e indígenas – para garantizar de la mejor manera el acceso a la justicia a los indígenas desde una perspectiva de derechos humanos y de respeto a sus  jurisdicciones. Una línea que se debe seguir explorando es la “mutua constitución” o co-producción de los sistemas normativos indígenas, en los que participan tanto agentes del poder judicial del Estado como autoridades judiciales comunitarias, siempre nutridos por el discurso de los movimientos sociales. Al respecto, es crucial no oponer tajantemente derecho indígena y derecho del Estado, sino más bien mostrar cómo se nutren el uno y el otro, creando así un entramado legal plural, aunque con frecuencia desde un diálogo de poder asimétrico, la llamada interlegalidad. No obstante, las correlaciones asimétricas de fuerza, someten al derecho indígena a una eterna interdicción con fuertes sesgos racistas y una influencia directa por parte del poder judicial del Estado. En algunos ámbitos, como el electoral, la jurisprudencia de los tribunales estatales y federales está contribuyendo a moldear e incluso a definir los sistemas normativos indígenas, en detrimento de las autoridades comunitarias y las fuerzas sociales que definen la dinámica de los pueblos. 

	 

	Es importante investigar las condiciones que posibilitan o dificultan la eficacia de derechos reconocidos, dentro y fuera de los Tribunales y otros espacios públicos que no se pueden entender aislados de los procesos sociales que originan los casos. La brecha de implementación de los derechos indígenas ha generado distintas estrategias para acortarla o ensancharla y estas estrategias tienen aliados dentro y fuera de los espacios gubernamentales formales. Tanto las estrategias para hacer efectivos los derechos, como las que se empeñan en negarlos, minimizarlos o subordinarlos, construyen alianzas sociales, políticas y económicas, por lo que la dicotomía sociedad-Estado pierde utilidad analítica para explicar estos procesos. En algunos casos los gobiernos emplean discursos pluralistas de manera instrumental, negando derechos, argumentando la superioridad de “otros” derechos, o bien acotándolos a una forma retórica compatible con fines de aprovechamiento económico de sesgo neoliberal. Las formas en que se emplean las normas, los cambios para posibilitar o no el ejercicio de derechos es un eje de investigación necesario. 

	También son amplios los estudios que han mostrado que a lo largo de la historia los pueblos indígenas han usado los instrumentos jurídicos e institucionales, incluso los empleados en su contra, para la defensa y el ejercicio de sus derechos. En tiempos recientes el empleo del litigio estratégico, de las lenguas indígenas, de instancias internacionales, de peritajes antropológicos y amicus curiae, entre otros, son instrumentos que conjugan el derecho y la antropología para disputar las interpretaciones legales hegemónicas en los tribunales, cuyos efectos y condiciones de producción deben de ser analizados. Es pertinente entonces investigar las estrategias, legales, sociales y políticas que siguen los pueblos para dar eficacia a sus derechos políticos, civiles, económicos, sociales y culturales.

	3. Género, interseccionalidad, políticas de género con enfoque cultural

	 

	Una de las distinciones de la antropología jurídica mexicana ha sido el desarrollo de un expertise particular en estudios de género y diversidad cultural. Dichas perspectivas han nutrido importantes trabajos en el campo del acceso a la justicia y muestran cuatro principales aspectos: 1) El desarrollo de una legislación nacional e internacional dirigida a proteger los derechos humanos de las mujeres a una vida libre de violencia y a la equidad de género; 2) Que los marcos legales no son suficientes para garantizar dichos derechos ante arraigadas ideologías de género que obstaculizan el acceso a la justicia para las mujeres ; 3) La necesidad de avanzar en una perspectiva interseccional de las violencias para contemplar de manera integral los contextos culturales y sociales que reproducen las opresiones de género y su articulación con la violencia estructural, el racismo y la violencia política; 4). La agencia social de las mujeres indígenas para reclamar sus derechos.  De esta manera se hace necesario investigar las posibilidades y limitaciones que enfrentan las mujeres indígenas para la participación política y para acceder a la justicia considerando  diferentes escalas (internacional, nacional y local) así como  el papel de los liderazgos y redes de mujeres indígenas en la construcción de una agenda de equidad de género y de diversidad cultural. Resulta central documentar las condiciones y los retos de su participación así como el sentido en que los discursos globales de derechos, colectivos e individuales, les permiten procesar sus agravios y resolver sus conflictos, como mujeres y como indígenas. Este tipo de investigaciones pueden dar algunas pistas para entender los aportes que este tipo de actores están haciendo a los proyectos alternativos de justicia y seguridad en el país y para el desarrollo de políticas públicas que contemplen la perspectiva de género con enfoque cultural.

	 

	Al mismo tiempo, en el contexto actual de violencia estructural y política las mujeres indígenas están enfrentando nuevas violencias incrementando su vulnerabilidad y limitando las posibilidades de defender sus derechos. Las nuevas condiciones de estatalidad marcadas por la impunidad y la falta de garantías para una vida digna en las regiones indígenas y rurales del país están expulsando a mujeres de sus lugares de origen exponiéndolas al acoso de actores diversos estatales y no estatales y a una violación continua de sus derechos humanos. Dichas problemáticas, que abarcan también a poblaciones migrantes de países centroamericanos que transitan por el país en aras de llegar a la frontera norte, dan cuenta de los dramas humanos que afectan la vida de hombres y mujeres indígenas y no indígenas expuestos a múltiples violencias y que resulta urgente documentar para proponer líneas de acción que coadyuven a la defensa y protección de sus derechos. 

	 

	
		Criminalización, despojo, víctimas, reparación



	 

	El contexto de violencia actual marcada por la llamada lucha contra el crimen organizado y por la intensificación de políticas de despojo territorial, tanto por parte de agentes estatales como para- estatales, genera nuevos desafíos para el campo de la antropología en México. Si bien la academia en otros países en Latino América, principalmente Colombia, lleva un camino andado en cuanto el trabajo de campo y el análisis antropológico con víctimas de violencia, ha sido un campo relativamente poco explorado en la antropología jurídica en México. Y sin embargo son muchas las herramientas elaboradas desde la antropología jurídica que se puede tomar como una base inicial para ir elaborando marcos analíticos para analizar y aportar a la mayor comprensión de dichas problemáticas.   

	 

	Los desafíos son varios. Para empezar, se requiere identificar las tendencias de victimización y de criminalización de sectores de la población de manera diferenciada según condiciones de género, etnia, y situación socio- económica. Un campo empírico que requiere mayor exploración es el que indaga acerca de cómo las condiciones de violencia actual impactan a pueblos indígenas y afro- descendientes. Al respecto algunos estudios sobre el sistema penitenciario señalan el incremento preocupante de mujeres indígenas en el sistema carcelario acusadas de delitos contra la salud. Otros estudios señalan la forma en que las acciones de las instituciones de seguridad pública tienden a criminalizar a poblaciones en condiciones de pobreza, y dentro de este universo, a integrantes de los pueblos indígenas. Sin embargo, por ser fenómenos relativamente nuevos, estos estudios sirven como referentes iniciales para seguir analizando cómo en contextos multiculturales las poblaciones afectadas por la violencia actual viven sus consecuencias desde lo cotidiano y de qué manera los campos jurídicos existentes tienden o no a agudizar estas experiencias vivenciales. 

	 

	El contextual actual también está obligando a la antropología jurídica a indagar a fondo sobre las construcciones socio-jurídicas de la categoría de víctima, no solo por parte de los marcos jurídicos existentes, como la Ley General de Víctimas, sino a partir del uso del derecho y de regímenes de derechos humanos por parte de organizaciones no gubernamentales, comisiones de derechos humanos y organizaciones de base, como son colectivos o grupos de víctimas. Dichas construcciones tienen implicaciones profundas en cuanto las formas en que se moviliza el derecho y en cuanto a la producción misma de identidades políticas y sociales. 

	Por último, el análisis antropológico con víctimas, nos lleva necesariamente al tema de reparaciones. En años recientes, antropólogas jurídicas han participado en la elaboración de peritajes en casos de violaciones graves a los derechos humanos, como son casos de violencia sexual, con la finalidad de identificar de qué manera las reparaciones pueden estar firmemente colocadas en contextos culturales particulares. Por ejemplo, a pesar de que actos de violencia sexual son  perpetuados contra individuos, y por ende las reparaciones suelen estar enfocados en dimensiones individuales, en contextos indígenas las reparaciones se pueden concebir como colectivas. En ese sentido, la antropología jurídica tiene mucho que aportar no solo a la conceptualización de reparaciones desde la interculturalidad, sino a analizar los contextos socio-jurídicos en los que se definen las reparaciones y los efectos que tienen para las poblaciones afectadas. Una posible línea a futuro será explorar las colaboraciones entre la antropología jurídica y la antropología forense para contribuir a la garantía de la verdad, justica y reparaciones para las víctimas. 

	 

	
		Los peritajes culturales. Trabajos aplicados en antropología jurídica



	 

	En México se ha consolidado un importante grupo de expertos en peritaje antropológico con cada vez mayor incidencia en procesos judiciales que involucran a pueblos indígenas.  La reforma al artículo 1 (2011) que constitucionaliza los derechos humanos, así como el incremento de casos llevados ante los tribunales que implican afectaciones a los derechos humanos colectivos e individuales de los indígenas, han puesto de relevancia el peritaje antropológico y sus potencialidades para coadyuvar a la justiciabilidad de los derechos.  Hacer valer la diferencia cultural en la ley y traducir dicho conocimiento en un lenguaje aceptable para los juristas, habla de la importancia de la interdisciplina y de la necesidad de construir diálogos de saberes que abonen a la justicia social.  Las apuestas por una justicia multicultural y plural abarcan varios ámbitos de intervención que contemplan afectaciones de tierras y territorios hasta asuntos de violaciones al debido proceso y la violencia institucional y física, dirigida a sectores diversos de la población, y muy especialmente las mujeres. 

	El recurso al peritaje cultural adquiere varias dimensiones con el fin de ayudar a cerrar la brecha a la discriminación y la impunidad; dada la importancia de garantizar la inteligibilidad entre el juzgador y el inculpado el peritaje lingüístico así como el recurso a intérpretes y traductores constituye un recurso indispensable en el proceso judicial. En años recientes antropólogos jurídicos han elaborado peritajes para la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), el Tribunal Federal Electoral (TRIFE), la Corte Interamericano de Derechos Humanos (CIDH), así como Tribunales estatales. En los últimos tiempos varios antropólogos jurídicos han asumido el papel de peritos en contextos diversos dentro y fuera del país para hacer valer las prácticas culturales de indígenas involucrados en delitos penales, o bien para documentar la cadena de agravios que sitúan las trayectorias de vida de las personas en situación de riesgo, y de esta manera obtener la calidad de refugiados, el asilo o garantizar su tránsito por el país. Es así que el peritaje antropológico ha mostrado ser una veta fértil en la defensa de los derechos humanos individuales y colectivos de indígenas y otros colectivos socioculturales. 

	 

	
		Territorio, autonomía política y sustentabilidad económica



	 

	La defensa del territorio es el tema más visible en la agenda de los pueblos frente a los embates del neoliberalismo. En las últimas décadas, ha aumentado el acoso sobre los territorios de los pueblos indígenas a través del impulso brindado por los Estados a las actividades realizadas por empresas extractivas transnacionales, la explotación petrolera (fracking), obras hidroeléctricas y de infraestructura, desarrollos turísticos, saqueo de maderas preciosas, minería a cielo abierto, etc. Estas actividades se autorizan sin realizar una consulta previa e informada a través de la cual se obtenga el consentimiento de las comunidades indígenas, según lo establece la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.

	 

	La aplicación de las políticas neoliberales sin consentimiento previo ocasiona la pérdida del control territorial de los pueblos indígenas, atentando contra sus derechos a la autonomía, lo que trae como consecuencia que se afecta la reproducción social, económica y cultural de los grupos, por las modificaciones que se realizan al medio ambiente, afectando las actividades productivas, la relación con zonas sagradas y centros ceremoniales, así como la salud y las diferentes actividades que hombres y mujeres llevan a cabo para su reproducción. 

	 

	Una de las problemáticas recurrentes en el ámbito rural mexicano son los conflictos por la tierra (ejidal o privada) exacerbados por el neoliberalismo ante el interés de acceder a las tierras indígenas. Es relevante preguntarse acerca de los tipos de conflictos que emergen por derechos de acceso a la tierra y territorio y en forma particular, por la manera en que las mujeres se sitúan en cuanto al acceso a los recursos naturales. Este es un ámbito que todavía no ha sido explorado por la antropología jurídica en México, pero en otros países se ha mostrado que el género opera para permitir el control de los recursos y moldea el poder de las mujeres para negociar en la vida cotidiana y en el terreno legal, lo que se deriva de la estructura de las relaciones que se establecen entre la familia, la propiedad y la herencia. 

	 

	El resurgimiento de sistemas de gobierno comunitario está estrechamente vinculado con la defensa de los territorios, ya que de ellos dependen las condiciones materiales y simbólicas de la reproducción de los pueblos. Así mismo, las medidas políticas y económicas que algunos pueblos han empezado a tomar para revertir su situación de racialización y desventaja estructural, son una expresión del derecho a la libre determinación. En algunos casos, éstos conllevan nuevos esquemas de representación y participación política para establecer nuevas condiciones, o apuntalar las existentes, de lucha democrática interna y la actualización de sus mecanismos para la toma de decisiones colectivas.  Otro elemento es el surgimiento o la reorganización de cuerpos de policía y/o de autodefensas, en las comunidades indígenas, lo cual responde a procesos locales y regionales de combate al crimen, pero también de protección ante la colusión entre fuerzas de seguridad del Estado y el crimen organizado y el despojo legal e ilegal de recursos propios. Un elemento más son los proyectos comunitarios económicos, como por ejemplo de generación de energía, de aprovechamiento de los recursos forestales, de empleo de la biodiversidad como potencial económico de las comunidades, agricultura familiar, revaloración de los bienes comunes, monedas locales, y también de seguridad y fortalecimiento del gobierno propio, que tienen en la defensa del territorio el referente articulador de sus propuestas. Tales iniciativas empiezan a representar alternativas ante la depredación y la expulsión de los pueblos. Las relaciones entre el Estado y las modalidades propias de asegurar/controlar el territorio deben ser abordadas con marcos interpretativos renovados, en la medida en que constituyen una característica central de la transformación del Estado, y no un fenómeno marginal.  

	 

	
	3.8 ¿Por qué no mejora la calidad de la educación básica?



	 

	Pedro Flores (UAQ)9

	Introducción

	 

	La pregunta que guió el trabajo del Grupo de Educación (GE) requiere ser matizada debido a que existen mejoras reales en la calidad de la educación mexicana. Es más exacto preguntarse por qué la educación no mejora al ritmo que la sociedad y el mundo exigen, y por qué no mejora para todos por igual. 

	 

	Si bien en México ha aumentado la escolaridad promedio de la población en los últimos 40 años, ya que pasamos de 3.4 años en 1970 a 8.8 en 2012, el incremento ha sido, de acuerdo con el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE, 2014, 2015) “lento” y “desigual”. La escolaridad promedio para las personas provenientes de hogares indígenas, por ejemplo, es de 6.4 años y para los individuos con capacidades diferentes, entre 25 y 34 años, es de sólo 6.7 años, es decir, dos años por debajo del promedio nacional.

	 

	En términos de aprendizaje también existe un marcado patrón de desigualdad, pese a los recientes esfuerzos sociales y gubernamentales. Si bien se redujo el porcentaje de niños de primaria que tienen carencias en el dominio curricular de los conocimientos y habilidades en el área de español de 2006 a 2010 al pasar de 25 a 20 por ciento, en la población indígena y entre aquella que asiste a los cursos comunitarios, la población se incrementó siete y nueve puntos, respectivamente. Son estas opciones educativas, lamentablemente, las que operan bajo malas condiciones, con recursos e insumos precarios o insuficientes y en donde exigir una educación de calidad es más costoso. Si alguien se queja, por ejemplo, del proceder de un directivo escolar o maestro puede que no haya un reemplazo pronto.

	 

	Otro resultado que llama la atención es que a pesar de que la tasa de asistencia a nivel primaria es de casi 100 por ciento y de que hay una proporción relativamente baja de estudiantes con carencias en el dominio curricular en el área de matemáticas (12% en 2009) en las escuelas públicas, en las privadas esta proporción es prácticamente seis veces menor (sólo 2%). 

	 

	Pero la educación privada no ha mostrado que está en mejores condiciones que la pública. Con base en los datos del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes, PISA, Carlos Muñoz Izquierdo, Premio Nacional de Ciencias y Artes en el área de Ciencias Sociales 2012, asentó que:

	Ni siquiera los jóvenes ubicados en niveles socioeconómicos altos - y que asisten a       secundarias y bachilleratos privados - obtienen un rendimiento semejante al de un alumno       de los países de la OCDE que pertenece a la clase trabajadora (Muñoz Izquierdo, 2005).

	La calidad de la educación no es entonces una cuestión meramente de recursos económicos o de riqueza material. Ante esto, la pregunta es: ¿A qué se deben los bajos niveles promedio y las grandes diferencias de resultados de la educación básica? ¿Hemos identificado las causas con suficiente precisión, como para sugerir líneas de acción efectivas en el combate de la desigualdad educativa? Estas preguntas fueron guía para la discusión del Grupo de Educación. 

	 

	En busca de mejores explicaciones

	 

	Es evidente que en promedio se registran mejoras educativas, pero al desagregar los datos por distintas poblaciones, modalidades o sectores, no hay razones para sentirse satisfechos. ¿Por qué? ¿Cuáles son las causas de la inequitativa distribución de oportunidades educativas? 

	 

	Desde hace 50 años, con el Informe Coleman (1964), la investigación educativa había señalado que las condiciones macro sociales pueden condicionar el aprovechamiento de niñas, niños y jóvenes. Esta perspectiva, que se puede llamar “estructuralista”, ha sido muy común, pero como todo producto científico debe cuestionarse. Si nos adscribimos a una explicación de este tipo omitimos pensar en cómo se construye la acción o agencia individual, y cómo se relaciona con distintos planos sociales como la familia, comunidad escolar y un ambiente social determinado. 

	 

	Las limitaciones del trabajo de Coleman, que los avances metodológicos posteriores permitieron identificar, han mostrado que el peso de los factores escolares en el rendimiento es mucho mayor de lo que se pensaba, aunque pueda ser inferior al peso del contexto macro social. En este sentido coinciden no sólo numerosos trabajos sobre las escuelas eficaces, sino también las evaluaciones del rendimiento que utilizan pruebas aplicadas a grandes muestras nacionales e internacionales, cuando se analizan con técnicas estadísticas más poderosas que las disponibles anteriormente, como los modelos lineales jerárquicos. Esto significa, como sugiere Muñoz Izquierdo en un análisis de los resultados de las pruebas PISA, que los problemas de aprendizaje “no son solamente causados por fenómenos que se encuentran fuera del control de la escuela, como la pobreza o la desigualdad […] hay márgenes de maniobra que los responsables de la educación pueden aprovechar”. Por consiguiente, los factores del entorno social, los de la escuela y los atributos de las personas, lejos de oponerse, se complementan. Es precisamente la conjunción de éstos lo que explica la desigualdad educativa.

	 

	La prevalencia de la desigualdad y las inequidades en materia educativa demanda no cesar en el estudio, discusión y análisis sobre las causas de este grave fenómeno que, por un lado es éticamente inaceptable y por otro es instrumentalmente regresivo. Son inviables la cohesión social y la paz si se perpetúa la desigualdad.

	 

	La investigación educativa ha trabajado por rebasar el enfoque monocausal y de tipo estructural para explicar la desigualdad educativa; sin embargo, aún permanecen preguntas abiertas que puede abordar la investigación educativa, para renovar los clásicos enfoques sociológicos, pedagógicos y económicos. Las políticas y los programas también tendrán que variar. Con estos propósitos las propuestas del Grupo de Educación se organizan en tres niveles: 

	 

	
		Premisa: discusión pública y desarrollo teórico



	 

	Ante la pluralidad de la sociedad mexicana es difícil plantear un proyecto educativo que sea de aplicación general. Sin embargo, no hay que esperar a tener el debate ideal para actuar. El Grupo piensa que es posible proponer que el eje rector que guíe la política educativa sea la distribución equitativa de la calidad. La calidad puede entenderse aquí como la capacidad del sistema educativo para que todas y todos los estudiantes adquieran conocimientos relevantes y suficientes en áreas sustanciales como español, matemáticas y ciencias, sepan ser responsable de sus actos, puedan disfrutar y admirar las diversas manifestaciones culturales y desarrollen la capacidad para sentir empatía y compasión hacia los demás. 

	 

	Reconociendo que esta noción de calidad puede ser discutible, el Grupo de Educación propone organizar una discusión pública y abierta que incluya no sólo a los especialistas y a los grupos mejor posicionados socialmente, sino a todos los interesados e implicados en el desarrollo educativo. En este sentido el Grupo propone los siguientes puntos a debatir:

	 

	
		¿Cómo opera la sociedad mexicana que, en lugar de utilizar a la educación para atenuar la desigualdad, en algunos casos la refuerza? La discusión de los fines intrínsecos e instrumentales de la educación no es una cuestión menor para dar sentido y contenido práctico a las políticas y los programas.

		¿Cómo transitamos de una escuela tradicional a una enfocada a promover competencias complejas? ¿Cuáles son las implicaciones para las políticas de formación inicial de docentes y de participación ciudadana? Habrá que discutir el papel del mérito académico con base en evidencia empírica a nivel internacional y detectar sus ventajas y limitaciones en una sociedad como la mexicana cuyos referentes de valor han sido otros muy distintos.

		¿Cómo se apropian los estudiantes y los maestros del conocimiento en los actuales contextos académicos? ¿Qué sentidos le dan al currículum bajo el ambiente de virtualidad a los que están expuestos?

		¿Por qué unos grupos han logrado ampliar sus capacidades democráticas y políticas para exigir servicios educativos de calidad y otros no consiguen hacerlo? Aunado a la pobreza económica, parece haber una “pobreza institucional” en donde las reglas y normas no se cumplen y el gobierno parece no tener instrumentos para gobernar, lo que abre vacíos de poder que los llamados poderes fácticos llenan en perjuicio de la educación pública.

		¿Qué modelo de individuos está detrás de las políticas y reformas educativas? Los agentes escolares no operan sólo para maximizar su utilidad como plantearía la teoría de la elección racional, sino que pueden operar bajo otro tipo de motivaciones y mientras eso no se comprenda, la acción pública puede ser limitada. Es posible que, por ejemplo, los docentes de educación básica sepan bien qué necesitan para mejorar su práctica y no sólo se adscriban a la idea de aumentar la utilidad económica.

		Integrar las distintas dimensiones en que actuamos los seres humanos como el plano social, familiar, escolar e individual para poder articular explicaciones más comprehensivas de la desigualdad educativa.



	 

	
		Líneas particulares de investigación a priorizar



	 

	La investigación educativa se ha consolidado a lo largo de más de 50 años. Ha respondido preguntas, se ha planteado nuevas, ha renovado enfoques y afinado metodologías, pero aún queda mucho por hacer para atender la problemática del insuficiente avance y la desigualdad de la calidad educativa. Hay que saber reconocer los méritos y limitaciones de los esquemas de evaluación a gran escala y avanzar hacia enfoques alternativos que se asienten una perspectiva dinámica y situada. 

	 

	Ante las principales iniciativas promovidas por el Gobierno Federal (2013-2018) en materia educativa - y que tendrán repercusiones a futuro -, el Grupo de Educación sugiere priorizar las siguientes líneas de investigación:

	 

	
		Línea de estudios sobre los docentes, incluyendo sub-líneas particulares sobre:



	
		Prácticas de enseñanza de lecto-escritura, matemáticas, ciencias naturales y sociales y otras áreas, para sustentar modelos y prácticas alternativas, que busquen el desarrollo de las competencias complejas que requiere la vida en una sociedad democrática.

		Trayectorias docentes, en específico, sobre la formación inicial para poder sustentar una profunda reforma de las escuelas normales. La formación en servicio y desarrollo profesional también es clave para desarrollar modalidades más adecuadas que los tradicionales cursos de actualización cuya eficacia se ha mostrado limitada. 

		Sistemas de evaluación que tomen en cuenta la complejidad del trabajo docente y la cultura magisterial.

		Efectos de las reformas sobre la manera en que los maestros entienden su vocación, formación y práctica.



	 

	
		Línea de estudios sobre “buenas prácticas” en varios niveles, con sub-líneas sobre:



	
		Las aproximaciones al aprendizaje que hace la población: los sentidos y usos del conocimiento escolar, la puesta en práctica del currículo y las formas de relacionarse con las distintas formas de conocimiento.

		Prácticas de gestión escolar (incluyendo papel del director, trabajo del grupo docente y participación de estudiantes y padres) para entender sus mecanismos de éxito, más que tratar de reproducirlas a nivel macro o nacional.

		Prácticas de gestión en el nivel de zona escolar o microrregión, incluyendo en este caso la interacción de la escuela con la comunidad local.



	 

	
		Líneas de estudios sobre la evaluación y su buen uso



	
		Dada la experiencia acumulada, se requiere trabajar aún más en el desarrollo de la meta evaluación, es decir, en la evaluación de la evaluación, la cual incluya las agencias y organismos implicados, los sistemas, agentes, procesos, usos y políticas y directrices derivadas de la misma.

		Revisar la validez de pruebas como ENLACE, PLANEA y PISA. Cada vez es más evidente que no logran medir adecuadamente lo que se desea para mejorar la práctica educativa. Por lo tanto, habrá que desarrollar y apoyar evaluaciones basadas en la observación y en el análisis de evidencias del trabajo docente (portafolios), así como evaluaciones de tipo longitudinal y evaluaciones de impacto para verificar la efectividad de programas y acciones, a través del desarrollo de estudios experimentales con asignación aleatoria. Esto no necesariamente tiene que perseguir una meta nacional. Se trata, más bien, de generar evidencia para cambios a nivel micro.



	 

	
		Los usos de los resultados de las evaluaciones también debe estudiarse de manera más sistemática, pues en ocasiones las malas interpretaciones se originan por no contextualizar esos resultados o utilizarse de manera unidireccional o convenenciera por algunos grupos impidiendo el verdadero cambio educativo. 



	 

	
		Línea sobre inequidad y desigualdad



	
		Es necesario conocer los procesos de acumulación o imbricación de las diversas desventajas que terminan por propiciar fenómenos tales como el abandono escolar, la desafiliación o desinterés por el conocimiento.

		Estudios sobre trayectorias escolares a través de diseños longitudinales preferentemente de tipo panel. Este tipo de investigaciones permite saber cómo se engarzan distintos eventos y estados en la vida de los niños y jóvenes.

		Hay que seguir desarrollando tesis multicausales que consideren aspectos tales como la inequidad presupuestaria, barreras para el desenvolvimiento pedagógico de profesores y estudiantes, y las trabas institucionales dentro de los sistemas educativos a nivel federal, estatal y municipal.



	 

	
		Línea de estudios sobre políticas educativas



	Las políticas y los programas educativos pueden tener un diseño deficiente que propicia un desarrollo educativo lento y, en ocasiones, desigual. Si se prometen grandes cambios y reformas educativas y se logra poco, la legitimidad de los gobiernos democráticos se erosiona abriendo la puerta a perspectivas inmediatistas y populistas.10 Es necesario, por lo tanto, que las políticas educativas adquieran mayor efectividad.  Para ello, se propone:

	
		Hacer estudios sobre los procesos de implementación de las políticas bajo el entendido que éstas se re-significan y están multi-situadas.

		Documentar si las políticas y programas subvierten la organización de las escuelas al grado de hacer inoperantes los cambios. Los análisis basados en el nuevo institucionalismo pueden ser útiles en este sentido.

		Desarrollar estudios con perspectiva plural, en donde los diversos grupos y actores sociales (e.g. empresarios, OSC, intelectuales) actúan para el desarrollo de las políticas.



	 

	
		Línea de estudios de síntesis crítica de las investigaciones educativas.



	Los Estados del Conocimiento del Consejo Mexicano de Investigación Educativa (COMIE) han recopilado gran cantidad de productos de investigación, pero hacen falta estudios que aprovechen esos materiales para darles un mejor tratamiento analítico, identificando puntos fuertes y débiles y señalando áreas de oportunidad, para que la investigación tenga mayores repercusiones sobre la práctica escolar.

	En específico, se requiere de una meta análisis de la investigación educativa para cada tema. Este ejercicio tendrá que recopilar toda la producción de investigación generada en un determinado y largo periodo para identificar aportaciones al conocimiento, a la práctica escolar, así como a las políticas educativas.

	 

	
		Medidas particulares para apoyar la investigación



	 

	Juzgamos que los mecanismos convencionales de financiamiento de la investigación son relativamente adecuados para apoyar campos consolidados, sin embargo, parecen insuficientes para fomentar campos en desarrollo como el de la investigación educativa. Por lo tanto, se propone que el CONACYT:

	 

	
		Establezca un Fondo permanente para investigación educativa en las líneas señaladas, que cuente con recursos suficientes y maneje criterios apropiados para apoyar proyectos:



	
		En lugares en que es necesario que se desarrolle investigación educativa pero que aún no tienen el grado de consolidación suficiente para aprovechar los fondos existentes, como puede ser el caso de las escuelas normales.

		Encabezados por investigadores con experiencia, pero que involucren a académicos y profesores de las entidades federativas e instituciones menos consolidadas en términos académicos y científicos.

		Que impliquen tiempos y recursos que normalmente están fuera del alcance incluso de instituciones e investigadores establecidos, como proyectos de tipo longitudinal que implican muchos años de desarrollo.



	 

	
		Apoye al Consejo Mexicano de Investigación Educativa (COMIE) para que mantenga un repositorio virtual lo más completo que sea posible de los productos de investigación que se generen en el país, para facilitar la realización de Estados del Conocimiento como los que el COMIE promueve periódicamente, así como la de trabajos analíticos, por ejemplo, los que se proponen en una de las líneas prioritarias antes indicadas (véase el punto F). 



	 

	 

	 

	 

	 

	
	3.9 Temas transversales



	 

	
	3.9.1 Gobernanza democrática



	David Arellano (CIDE)

	Introducción

	 

	Las sociedades contemporáneas se caracterizan entre muchas otras cosas por el incremento del peso específico que diversos agentes sociales han adquirido, más allá de las instituciones del estado o del puro poder económico. Así mismo, los problemas de cualquier sociedad pasan de las dinámicas locales y micro a las nacionales e internacionales y macro a una velocidad tal que dichos agentes se multiplican defendiendo agendas locales, nacionales, e internacionales, muchas de las veces complejamente imbricadas. Es lógico, además, que los intereses que defienden dichos agentes sean diversos e incluso frecuentemente contrapuestos. Todo esto está implicando que los problemas más importantes que aquejan a comunidades, grupos, localidades y naciones, sin temor a exagerar, sean imposibles de resolver o siquiera comenzar a enfrentar sin una amplia participación, probablemente con ciertos niveles de coordinación aunque sea básica, de una amplia gama de grupos, organizaciones y personas. Problemas ecológicos, de desarrollo económico, de desigualdad y equidad, son producto de múltiples causas, decisiones y acciones (o no-acciones) y requieren de la interactuación de una cadena de actores sociales por lo demás dispersos y heterogéneos y que son propensos a asignar a esos problemas cargas valorativas e interpretaciones distintas. 

	 

	Esta lógica de alta complejidad está generando varias consecuencias. Una de las más sobresalientes es que los gobiernos han pasado de ser los actores centrales y orquestadores concentradores de soluciones a ser uno más de los actores. Además, parece ser, las soluciones típicas que devienen de los gobiernos, a través de leyes y organizaciones públicas, bajo esquemas de autoridad jerárquica y orden burocrático, ante la complejidad antes referida, no sólo no son capaces de generar en realidad soluciones, sino que incluso se pueden convertir en parte del problema. 

	 

	En otras palabras, la manera en que se definen los problemas sociales y públicos, se toman decisiones y se orquestan soluciones, se ha convertido en pieza clave para en realidad generar cambios e impactos efectivos en una realidad altamente interconectada. A estas estructuras y procesos de decisión y distribución de poderes y responsabilidades  se le conoce justamente como gobernanza. Una gobernanza basada en la idea de una autoridad central, que a través de soluciones burocráticas y jerárquicas intenta resolver problemas intrincados, la mayor parte de las veces, está mostrando cada vez más su incapacidad para justamente construir soluciones de largo alcance (y, repetimos, muchas veces esa forma de gobernanza es causa también de los problemas). Una gobernanza que asume que el gobierno es el nodo principal de las soluciones tiende a asumir que los demás actores sociales compartirán los diagnósticos y valores de dichas soluciones y por tanto se coordinarán y subsumirán sus propios intereses al interés general. Es por esto, se arguye en la discusión contemporánea, que las formas de gobernanza vertical no sólo no resuelven los problemas sino que los empeoran muchas veces. Dado que los problemas son definidos y causados, sufridos y aceptados por muy diversos agentes sociales, con intereses diferentes y recursos distintos, dichos problemas sólo tienen solución si se es capaz de hacer colaborar a dichos agentes. Ello implica crear las condiciones para que personas e intereses diferentes e incluso contrapuestos, sin embargo, formen parte de la solución. O las soluciones.  

	 

	Se requiere para ello moverse a lógicas de gobernanza diferentes. La idea de gobernanza democrática (la misma idea aparece con diversos adjetivos) aparece entonces como una opción. Una donde las decisiones y las soluciones parten de mecanismos que no están sustentados en un sujeto preponderante, sino en la interdependencia entre actores diferentes y heterogéneos. Los problemas que son vividos, sufridos e identificados por diferentes actores en forma distinta requieren muchas veces crear formas de decisión a través una dinámica de participación y acuerdo más descentralizada y horizontal. Si este proceso de distribución más horizontal de poder y responsabilidad es efectivo, tarde o temprano, los actores se dan cuenta que lograr una solución realista implica que otros actores participen y se comprometan también. La gobernanza democrática impulsa entonces lógicas de colaboración descentralizada, de actores heterogéneos pero interdependientes, donde el proceso mismo de cómo se distribuyen responsabilidades, poder y autoridad es crítico para el alcance de verdaderas soluciones que terminen teniendo impacto efectivo.

	 

	Gobernanza democrática en los ámbitos público e internacional

	 

	Las formas de decisión y distribución de autoridad, responsabilidad y poder hacen de la gobernanza democrática una estrategia social y política fundamental para la verdadera resolución de problemas sociales y públicos. Lo hace no sólo porque técnicamente pueda tener mejores probabilidades de encontrar dichas soluciones (vía la colaboración de muy diferentes perspectivas y la incorporación de instrumentos de punta para ello), sino porque se genera una legitimidad sustantiva, una aceptación de las decisiones por parte de una amalgama amplia de actores e intereses. 

	 

	En efecto, las democracias contemporáneas requieren urgentemente encontrar formas de legitimación más efectivas si mantienen la esperanza de encontrar soluciones más efectivas a problemas complejos. Lograr dicha legitimidad en un ámbito de actores sociales dispersos y que tienen múltiples intereses, visiones e ideología es uno de los principales retos de la gobernabilidad contemporánea. Pero es también una oportunidad. Los intereses contrapuestos y las visiones heterogéneas comparten sin embargo, una posibilidad real: la interdependencia. Es a partir de construir espacios de decisión y responsabilidad compartida, creíbles, legítimos e inclusivos que se genera un primer paso para encontrar soluciones. Este primer paso no es suficiente, sin embargo, es necesario que dichas estructuras de decisión (más horizontales y compartidas, más transparentes y abiertas) sean  efectivas. La efectividad no se producirá sólo por la inclusión civilizada y razonable de intereses, sino que se requiere que las voces integren formas de acción e implementación confiables y técnicamente sustentadas. Ambas lógicas forman parte de la gobernanza democrática: espacios y lógicas compartidas de decisión, descentralizadas y transparentes, pero con criterios sólidos que permitan debates y discusiones basados en evidencias y capacidades técnicas consolidadas y probadas.

	 

	Los retos de las sociedades democráticas son intrincados no sólo por su propia naturaleza interconectada (palabras como desarrollo económico sustentable, o participación política y social inclusiva son ejemplos de ello), sino por el impacto que diferentes actores con distintos intereses, capacidades, instrumentos y autoridad tienen en los mismos. Las lógicas de gobernanza democrática implican entonces que los gobiernos estén dispuestos a abrirse a la deliberación, a la incorporación de soluciones distintas, a la búsqueda de alternativas cada vez más sólidas y sustentadas. La heterogeneidad social es entonces una oportunidad y un reto. No es factible entonces esconder el hecho del conflicto perenne y potencial que se produce socialmente, de manera inevitable, ante esta pluralidad. Es por ello que la gobernanza democrática no es sólo una propuesta de inclusión y participación o deliberación, sino un mecanismo real de redistribución del poder, la autoridad y la legitimidad. Conflicto, discusión, debate y negociación son necesarios en una lógica de gobernanza donde los actores son distintos y tienen capacidades y poderes desiguales.

	 

	La gobernanza democrática entonces parece ser una tendencia indispensable de la capacidad de las sociedades para encontrar soluciones viables y efectivas a los problemas. Es una técnica social y una técnica política basada en la creación de espacios efectivos y estructuras abiertas pero creíbles, capaces de dirigir la interdependencia entre múltiples actores en pos de soluciones más legítimas y confiables (para al menos muchos de los actores) pero también técnicamente sustentadas.  El desarrollo de estas capacidades organizativas para la generación de acuerdos en una sociedad plural parece entonces una pieza clave tanto para la creación y definición de políticas públicas como de su llevada a la acción. 

	 

	Incorporar cada vez más las lógicas técnicas y organizativas de la gobernanza democrática en México permitirá:

	 

	
	a) Crear las bases para una participación y deliberación más amplia, organizada y efectiva en la construcción de soluciones a problemas como: la pobreza, la inequidad, la falta de crecimiento, la escasa innovación tecnológica, el desempleo, entre muchos otros problemas públicos

	b) Sustentar estrategias concretas de un gobierno abierto y una sociedad organizada capaces de interactuar y, con sus diferencias, proponer soluciones más viables, legítimas y técnicamente sustentables

	c) Consolidar un modelo de interacción política más responsable y abierta entre partidos políticos, gobierno y sociedad, en la creación y debate de leyes, solución de problemas y conflictos políticos, mayor efectividad y cooperación bajo la lógica de un país federal.

	d) Impulso de un crecimiento económico más inclusivo que reduzca desigualdades interseccionales y permita el desarrollo de políticas fiscales, presupuestarias y económicas más legítimas, confiables y por tanto efectivas

	e) Construir plataformas de colaboración internacional que sean capaces de conectar las agendas nacionales e internacionales de una forma proactiva, introduciendo de manera más precisa y contundente el enorme impacto de las diversas aristas de la dinámica internacional que genera tanto amenazas como oportunidades a la política nacional. 

	f) Avanzar en la comprensión de los marcos legales de avanzada que se requieren construir para sustentar con base en el derecho y la ley la amalgama de intereses y mecanismos de resolución de conflictos y controversias en un estado de derecho más efectivo, imparcial y confiable.



	 

	Esta agenda inicial, no exhaustiva, muestra el potencial de los impactos de vincular conocimiento y acción en una sociedad heterogénea y desigual en pos de crear las b ases para una discusión más amplia y transparente respecto no sólo de las soluciones sino de las formas de poder, autoridad y responsabilidad con las que se llega a tales decisiones. 

	 

	El avance de esta PILA entonces se generará a través de dos pasos iniciales. El primero es la discusión e identificación de los requerimientos prácticos y realistas de las estructuras, pautas y reglas de gobernanza democrática aplicables a distintos problemas, contextos y problemas. El segundo es identificar el potencial de implementación de estas estructuras concretas y prácticas de gobernanza a problemas críticos como los descritos en otras PILAS. Como puede observarse, esta es una PILA de investigación y de acción a la vez. Sería imposible considerar que esta PILA encuentre su camino exclusivamente a través de los canales tradicionales. Si bien la discusión teórica, la experimentación, cuantificación y medición, así como  los estudios de caso y longitudinales son, entre otros, instrumentos metodológicos esenciales, será necesario incorporar otros métodos más etnográficos, observaciones participantes e incluso inducción controlada de formas de gobernanza específicas para atender problemas públicos sustantivos. De la misma manera, esta PILA puede aprovechar y experimentar ampliamente las metodologías contemporáneas como las de “big data”, redes y complejidad. 

	Esto hace de esta PILA una sumamente dinámica, pero un reto particularmente importante dado el potencial impacto en la transformación de las maneras, estructuras y símbolos de la autoridad y distribución del poder que en México se han institucionalizado y que parecen ya sumamente inefectivas, por verticales y jerárquicas, en una realidad mucho más heterogénea y dinámica como la del México de hoy.  

	 

	Centro de Investigación y Diálogo sobre Globalización y Gobierno Local (CIDIGLO)

	 

	Consorcio de centros CONACYT fundado por CIESAS en Guadalajara

	 

	Dr. Agustín Escobar (Director General de CIESAS) 

	Dr. Gerardo Bernache (Responsable Técnico CIDIGLO)

	 

	Un ámbito fundamental de la gobernanza democrática es el gobierno local. El CONACYT está interesado en que sus centros de investigación impulsen la creación de consorcios de centros orientados a la investigación interdisciplinaria y aplicada para capitalizar la experiencia adquirida en los centros para relacionarse con actores sociales mexicanos con necesidades específicas, con el fin de mejorar su operación, desarrollar innovaciones, tener impacto en legislación y marcos e instituciones regulatorios, y acelerar el desarrollo del país. El CIDIGLO responde a este interés de CONACYT.

	 

	El propósito del centro es fomentar el desarrollo económico e institucional de los municipios en Jalisco y otros estados, a través de tres grandes objetivos:

	 

	
	1) Capacitar a los gobiernos locales para mejorar sus políticas públicas y fomentar el crecimiento y el empleo, en el contexto de la globalización (atraer grandes empresas en condiciones favorables para el desarrollo, capacitar a empresas locales para crecer y desarrollarse en un entorno de políticas locales favorables).

	2) Intensificar y mejorar las relaciones de trabajo entre los gobiernos estatales y locales (profesionalizar la administración, mejorar los mecanismos de reporte entre instancias, colaborar para obtener y ejercer recursos orientados al desarrollo local, mejorar las relaciones entre instancias de justicia locales y estatales).

	3) Mejorar la gobernanza local (transparentar el gasto y las acciones de gobierno, mejorar los servicios, atender las necesidades y las quejas, facilitar y transparentar los trámites y servicios).



	 

	El objetivo del proyecto es diseñar, construir y poner en funcionamiento un consorcio de centros CONACYT y de otras instancias (el gobierno de Jalisco, por ejemplo) que ponga al servicio de los gobiernos municipales el conocimiento de dichos centros con el propósito planteado. 

	 

	Para alcanzar este objetivo, el centro reunirá un conjunto de actores académicos y sociales mexicanos y extranjeros que pondrán en práctica talleres, seminarios, cursos e investigaciones dirigidos al desarrollo institucional y económico local.

	 

	El CIDIGLO nace en CIESAS y cuenta con la colaboración de otros centros de investigación CONACYT que reúnen experiencia en estos ámbitos para, de manera multidisciplinaria, favorecer las capacidades públicas y privadas locales. Esto incluye: 

	 

	
	● Experiencia en las relaciones sociales y políticas en gobiernos locales. 



	
		CIESAS cuenta con amplia experiencia y resultados de investigación en gobiernos y política locales, grupos de productores para exportación, procesos de certificación de marcas comunes y certificaciones de origen, derechos humanos y justicia. 

		CIDE es el principal centro de investigación mexicano en administración pública y políticas públicas. Recientemente creó un campus especializado en gobiernos estatales y locales, y ha creado o incorporado un laboratorio especializado en diseño, prueba y evaluación de políticas públicas.



	
	● Experiencia en entornos regulatorios públicos y privados desde los gobiernos locales, y en diseño y aplicación de políticas públicas en ámbitos locales.



	
		CIDE ofrece ya de manera sistemática apoyo a entidades gubernamentales para su capacitación en leyes pertinentes para su operación.



	
	● Experiencia en innovación gubernamental para el desarrollo empresarial en el ramo alimentario. 



	
		CIAD, CIATEJ y CICY conformarán la división de fomento económico del nuevo centro. Los tres cuentan con experiencia en capacitación empresarial, transferencia de tecnología, mejoras de calidad e innovación de productos y servicios. Por una parte, el nuevo centro debe orientar a los gobiernos locales para favorecer el desarrollo empresarial. Por la otra, buscará apoyar directamente a los empresarios que deseen participar en este tipo de procesos de mejora. Esto implica conocimiento de alto nivel tanto social (en el apoyo a organizaciones empresariales locales y regionales), como técnico y científico. 

		A lo anterior se une la experiencia en desarrollo de empresas y productos alimentarios con protección de marcas y procesos y sustentabilidad (CIESAS, CIAD).



	 

	El CIDIGLO  se propone colaborar con gobiernos locales para atraer grandes empresas y lograr una relación mutuamente productiva con ellas, así como capacitarlos para que, desde lo local, se desarrollen políticas públicas que generen bienestar y empresas sustentables capaces de competir en ámbitos globales en condiciones de competitividad, protección a sus innovaciones, y respaldo regulatorio.

	 

	Carácter del CIDIGLO

	

	
	1) Diálogo y encuentro entre gobiernos, expertos, actores sociales y empresas

	2) Soluciones oportunas con conocimiento de excelencia

	3) Apertura a gobiernos y actores sociales

	4) Temas: 



	
		Capacitación para el cumplimiento normativo.

		Capacitación para el desempeño de las políticas públicas propias y de otros niveles de gobierno. Diseño, evaluación, control, seguimiento.

		Capacitación para el fomento empresarial.



	 

	Una vez establecido y en funcionamiento, los indicadores de éxito del centro serán los siguientes:

	 

	
	1) El número de gobiernos municipales con proyectos de desarrollo económico apropiados para un entorno globalizado.

	2) El número de proyectos orientados a ese fin.

	3) El número de investigadores que colaboran con los municipios en actividades de desarrollo normativo, institucional y económico. 

	4) La mejora en el índice de capacidades municipales de los municipios participantes en las actividades del centro. El índice sintetiza el profesionalismo y la institucionalidad de dichos gobiernos.



	 

	El proyecto fue sometido a la Convocatoria FOMIX 2014-01 y fue aprobado con un presupuesto de 23 millones de pesos. El presupuesto será utilizado para la construcción y equipamiento del edificio del CIDIGLO, así como para las actividades de consolidación del Consorcio. Además, se plantea realizar un diagnóstico de necesidades municipales en Jalisco en el primer semestre de 2016 y desarrollar un programa de capacitación para funcionarios municipales a partir del segundo semestre del 2016.

	 

	Construcción de infraestructura para el CIDIGLO:

	 

	El proyecto original aprobado por FOMIX incluye una primera fase de construcción de 1,540.2 metros cuadrados con un edificio de oficinas de Dirección y Administración, cubículos para investigadores residentes y visitantes, salas de videoconferencias y salas de reuniones de equipos de trabajo, salón de estudiantes y becarios, y auditorio para sesiones de capacitación, así como áreas complementarias (vigilancia, estacionamiento y áreas verdes). 

	Para nuestra solicitud de espacio en Villas Panamericanas requerimos 1,200 metros cuadrados de construcción. Este espacio sería sujeto a una remodelación y adecuaciones para adaptarlo a las necesidades del Consorcio CIDIGLO, con espacios de oficinas para el Consorcio y espacios específicos para los cuatro socios (CIDE, CIAD, CICY y CIATEJ). Además solicitamos acceso y uso de espacios comunes y estacionamiento.

	 

	
	3.9.2 Sustentabilidad: Prevención, adaptación y gestión integral de riesgos de desastres



	Virginia García Acosta (CIESAS)

	 

	Antecedentes

	 

	Por su circunstancia geográfica y por sus características geológicas, México es un país expuesto históricamente a recurrentes amenazas que en muchas ocasiones se convierten en desastres. Amenazas naturales, de origen geológico (sismos, erupciones volcánicas) o hidrometeorológico (huracanes, sequías, inundaciones) han estado presentes en toda la historia del país. El estudio de los desastres es pues es una prioridad nacional. En México se intensificaron los estudios en esta materia a raíz del impacto del fuerte sismo ocurrido en la capital del país, en 1985.

	 

	Esa fecha fue el parteaguas para inaugurar una nueva corriente de investigación en México, dirigida a conocer las características y la dinámica de los desastres, para contribuir a la mitigación de los mismos. Así mismo, se crearon organismos públicos enfocados a la atención de los desastres como el Centro Nacional de Prevención de Desastres (CENAPRED) y el Sistema Nacional de Protección Civil (SINAPROC) y, más tarde, fondos financieros como el Fondo para desastres naturales (FONDEN) y el Fondo para la prevención de desastres naturales (FOPREDEN). Todos los esfuerzos de investigación que se han desplegado en este tema, merecen organizarse con una visión de largo aliento para lograr una sinergia que culmine en el incremento de la prevención de los desastres y en políticas públicas más eficientes para la atención de la emergencia.     

	A partir de la propuesta del CONACYT para que los centros de investigación cuenten con los PILA como un instrumento que permita definir una agenda prospectiva de investigación para el mediano y largos plazos, así como la identificación de temas prioritarios dentro de los cuales se eligió el de “Prevención (mitigación y adaptación) ante riesgos naturales” (documento Escobar, Contreras y Merino) o “Prevención (mitigación y adaptación) de desastres” (invitación que me hizo A. Escobar), presento esta propuesta.

	En primer lugar, sugiero una ligera modificación del tema general a: “Prevención, adaptación y gestión integral de riesgos de desastres”, que es como he titulado esta propuesta.

	 

	El tema

	 

	El estudio histórico y social del riesgo y de los desastres en México tiene ya una larga tradición en el CIESAS. Es una de las pocas instituciones que, habiendo iniciado estudios en este campo a raíz de la ocurrencia de los sismos de 1985, los ha continuado con persistencia y seriedad, lo cual le ha merecido reconocimientos nacionales e internacionales. En la actualidad, varios de los Centros CONACYT especializados en ciencias sociales han desarrollado dicha temática de forma destacada, pero aún con poca relación entre ellos. Entre ellos se encuentran el COLEF, COLSAN, ECOSUR y MORA. El trabajo conjunto potenciará, sin duda, las capacidades desarrolladas y, permitirá mejorar la respuesta institucional ante éste que es uno de los grandes retos sociales que enfrenta México. Es urgente vincular la generación de conocimiento con su aplicación, con el diseño de políticas públicas en general y de programas sociales en particular para la reducción de riesgos de desastre asociados a determinadas amenazas naturales (hidrometeorológicas o geológicas), así como a aquéllas ya identificadas derivadas del cambio climático (como los cambios en los patrones de lluvias y los efectos derivados: inundaciones o desertificación: cfr. el recientemente aparecido Reporte Mexicano de Cambio Climático). Esto último en estrecha relación con usuarios como el CENAPRED (que sólo recientemente incorporó un departamento sobre políticas públicas y desastres), el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC) y el SINAPROC (en el que la gestión de riesgos permanece más en el ámbito discursivo que en el diseño y aplicación).

	 

	El estado del arte

	 

	Los aportes que hacia fines del siglo XX e inicios del XXI han hecho las ciencias sociales en general al estudio de los desastres y del riesgo han sido notables. La evolución que han tenido las investigaciones sobre ello y los análisis que al respecto se han llevado a cabo a partir de casos específicos ocurridos en todo el mundo, permiten entender por qué y cómo ciertas metodologías y determinados modelos analíticos llegan a agotarse, al grado de resultar insuficientes para explicar la realidad y dar así paso a nuevas visiones y propuestas analíticas y conceptuales. Para ello deben someterse al escrutinio constante de especialistas y confrontarlos con la cambiante realidad.

	 

	Esto último es cada vez más urgente y necesario, en el campo del riesgo y de los desastres, en donde se verifica que, a pesar de los enormes esfuerzos realizados por los países y las agencias internacionales, los efectos y daños catastróficos a nivel global se han incrementado los últimos años. Al respecto, una de las evidencias más contundentes es el último Global Assessment Report (GAR 15) de la Organización de las Naciones Unidas para la Reducción de Riesgos de Desastre (UNISDR por sus siglas en inglés) lanzado en marzo del 2015. Es el cuarto reporte bienal y da cuenta precisamente de que continuamos viviendo en un mundo constantemente afectado por inaceptables niveles de riesgo provocados por los desastres.

	 

	En las últimas décadas se ha reconocido que los desastres asociados con amenazas naturales constituyen procesos en los que intervienen una multiplicidad de factores y que se materializan en eventos con una espacialidad y temporalidad específicos. Se ha identificado que, entre ellos, la construcción social de riesgos y la vulnerabilidad social y económica juegan un papel determinante. Previamente, en los estudios sobre desastres la atención se centraba exclusivamente en el fenómeno natural mismo, en su análisis y monitoreo, o bien en la emergencia y la respuesta post-desastre de las comunidades afectadas. Estas actividades que sin duda son muy relevantes, son solamente una parte del problema. El enfoque centrado en la vulnerabilidad y en el riesgo, considerando a la primera como una característica de los individuos o grupos sociales ante determinadas circunstancias, y al segundo como una condición latente para la sociedad que representa la probabilidad de daños ante la presencia de una amenaza natural, ha permitido a los estudiosos analizar sus relaciones dialécticas y dinámicas y, por ende, a relacionar a las amenazas con las circunstancias específicas de las comunidades.

	 

	Se ha transitado, así, de la atención exclusiva en las amenazas, en el evento y en la emergencia, a un enfoque centrado en la prevención y la mitigación, en el riesgo y la vulnerabilidad. De ahí que sea cada vez más común centrar la atención en la “reducción de riesgos de desastre”, reconociendo la condición no natural de la mayoría de los desastres.

	Los estudios empíricos sobre desastres asociados con amenazas naturales y la reflexión a que han conducido sus resultados, muestran que la vulnerabilidad (que constituye una medida precisa de la exposición al riesgo de desastre) y la construcción social de riesgos (formas en que la sociedad construye contextos vulnerables al interactuar inadecuadamente con el medio ambiente) están íntimamente ligados.

	 

	A raíz de la claridad que aportó el enfoque alternativo o enfoque de la vulnerabilidad y del énfasis en la prevención, se ha ido desarrollando un creciente interés por comprender otras facetas de la dinámica social y cultural en relación con la exposición recurrente de las comunidades a determinadas amenazas. Así, se han enfocado temas como adaptación y resiliencia. Los estudios tanto históricos como contemporáneos que se han llevado a cabo tanto en México como en otros países de América Latina y, últimamente, también en Europa, aunque aún reducidos, han reafirmado aseveraciones que hicimos hace algunos años en el sentido de que precisamente la recurrencia de ciertas amenazas ha permitido a ciertos grupos humanos lograr cambios culturales relacionados con la vida material y organizativa que, en algunos casos, han conducido a la aplicación de determinadas posibilidades de sobrevivencia y adaptación. Las sociedades no han sido entes pasivos ante la presencia cíclica y/o recurrente de ciertas amenazas, y han desarrollado habilidades para desplegar procesos que pueden incidir en las prácticas de las comunidades, con el objeto de reducir la vulnerabilidad y el riesgo ante determinadas amenazas. La resiliencia, capacidad de los grupos para intentar nuevas formas de hacer frente a dichas amenazas, que cuando son exitosas las denominamos estrategias adaptativas.

	 

	Algunas líneas de investigación

	 

	Las que propongo a continuación son consecuentes con el planteamiento que he hecho sobre el “estado del arte” y se desprenden de los grandes temas: prevención, mitigación, gestión integral del riesgo, adaptación y resiliencia, así como con el tema transversal: políticas públicas. No existe en ellas ningún orden de prelación.

	 

	
	● Análisis y evaluación de las políticas públicas vinculadas con la problemática incluyendo: instituciones, prácticas y fondos financieros (específicamente FONDEN y FOPREDEN).

	● Identificación y análisis de prácticas exitosas (“buenas prácticas”) y conocimientos culturales, sociales e institucionales, a escala nacional e internacional, en la prevención y mitigación de riesgos de desastre, privilegiando la escala local.

	● Efectos del cambio climático en el incremento del riesgo de desastre asociado con el aumento de las vulnerabilidades sociales y económicas.

	● Elaboración y actualización de catálogos históricos sobre la presencia de amenazas naturales en México, complementarios a los existentes, con información cuantitativa y cualitativa.

	● Desarrollar propuestas de política pública y capacidades de análisis, gestión, planificación y evaluación para su operatividad en los diferentes niveles de gobierno con un enfoque participativo y constructivista.

	● Recuperar información documental que permita identificar los antecedentes históricos de estrategias sociales e institucionales de prevención y adaptación, sistematizarlas y socializarlas entre los distintos actores para evaluar su potencial incorporación en acciones de prevención, protección, monitoreo y alertamiento para el presente y el futuro de los riesgos de desastres. 



	Redes y asociaciones pertinentes existentes

	En todas las que se mencionan a continuación el CIESAS es parte institucionalmente o a través de V. García Acosta (VGA). Seguramente otros Centros de Ciencias Sociales del Sistema CONACYT también lo serán: habrá que añadirlos.

	 

	1. Nacionales

	
	● REDESCLIM-CONACYT: Red de Desastres Asociados a Fenómenos Hidrometeorológicos y Climáticos (liderada por el COLEF y el CICESE): www.redesclim.org.mx

	● Red Nacional de Modelación de la Vulnerabilidad, Impactos y Adaptación al Cambio Climático-INECC

	● PNUD-MÉXICO: Programa de prevención de desastres en México

	● CENAPRED: Centro Nacional de Prevención de Desastres

	● SINAPROC: Sistema Nacional de Protección Civil y sus correspondientes estatales y municipales (VGA miembro del Consejo Científico Asesor en Ciencias Sociales y del Comité Científico Asesor del FOPREDEN: Fondo Nacional para la Prevención de Desastres Naturales).

	● CIRES: Centro de Instrumentación y registro sísmico (VGA miembro del Comité Asesor)



	 

	2. Internacionales

	 

	
	● LA RED: Red de Estudios Sociales en Prevención de desastres en América Latina  (VGA fundadora en 1991)

	● ALARMIR: Red Internacional de Seminarios sobre riesgos y desastres.

	● GAR DE UNISDR: Global Assessment Report de la United Nations International Strategy for Disaster Risk Reduction (VGA miembro del Advisory Board)



	 

	Otros centros de investigación (no Conacyt), universidades o instituciones públicas vinculadas con la problemática de las ciencias sociales (u otras) 

	 

	
	● COLMEX

	● UNAM (Instituto de Geografía, Instituto de Geofísica, Centro de Ciencias de la Atmósfera, Escuela de Trabajo Social)

	● Universidad de Colima

	● Universidad Autónoma de Baja California

	● Universidad Veracruzana

	● INAH: Coordinación Nacional de Antropología e Historia



	 

	
	3.9.3 Como compartir el desarrollo en el territorio. Laboratorio Nacional       de GeoInteligencia



	Carmen Rodríguez (CentroGeo)

	Antecedentes

	 

	El Modelo de Gestión Científica, Tecnológica e Innovación de CentroGeo parte de un enfoque transdisciplinario de la geomática que incorpora dos nuevos componentes: la capacidad de análisis territorial asociada a modelos de geointeligencia para la toma de decisiones y los procesos de consulta y análisis de grandes volúmenes de información geoespacial disponibles a través de internet.

	 

	El Modelo de Gestión Científica de la primera década del siglo XXI demostró su utilidad conceptual y programática para el desarrollo del CentroGeo, y generó  experiencia en investigación básica y aplicada en sus líneas tradicionales de trabajo, entre las que destacan:

	 

	
	● Cibercartografía y Geocibernética 

	● Percepción Remota

	● Procesamiento Digital de Imágenes

	● Modelaje Geoespacial

	● Análisis Espacial



	 

	Consolidar la base científica alcanzada implica ampliar las líneas de investigación sobre temas emergentes y de alto potencial para el CentroGeo, como son: 

	 

	
	● Sensores y móviles 

	● Infraestructura de Datos Geoespaciales 

	● Interoperabilidad y metadatos 

	● Procesamiento digital de señales 

	● Geocomputación



	 

	Por otra parte, la aplicación del enfoque transdisciplinario de la Geomática ha permitido abordar diversos temas y adaptarse a problemas específicos, ya que se tiene la facilidad de manejar diferentes lenguajes e integrar diversas visiones. 

	 

	Sin embargo, el acelerado avance de la tecnología, en particular la relacionada con el acceso a extensos cúmulos de información geoespacial disponibles en Internet (“Big Data”), permite ampliar el alcance del análisis territorial con datos que den contexto y sustenten la toma de decisiones. 

	 

	Enfoque de GeoInteligencia

	 

	Para CentroGeo, la Geointeligencia se entiende como: “al conocimiento obtenido del manejo y análisis de información geoespacial, que es fundamental para el diagnóstico, entendimiento, investigación y toma de decisiones en temas prioritarios como: recursos naturales, servicios ambientales, cambio climático, desarrollo urbano, ordenamiento territorial, riesgos ante catástrofes, seguridad pública e inteligencia de negocios, entre otros” (Martínez-Viveros, Chapela et. Al, 2012).

	El enfoque de GeoInteligencia contribuye a la solución de problemas prioritarios de la Agenda Nacional, contribuyendo a los esfuerzos de los sectores productivos mediante la disponibilidad de servicios de información geoespacial en Web y el desarrollo de modelos de análisis espacial sustentados en aplicaciones matemáticas, estadísticas, econométricas, de inteligencia artificial y de ciencias de la computación.

	 

	A partir del mes de abril del presente año, el Laboratorio Nacional de GeoInteligencia de CentroGeo fue reconocido y apoyado por CONACYT. Con la operación del Laboratorio Nacional se avanzó en la aplicación del modelo de investigación con enfoque de GeoInteligencia que prevalece en CentroGeo.

	 

	Proyectos de Investigación

	Los proyectos de investigación de CentroGeo buscan armonizar los avances en el desarrollo científico y tecnológico con los avances en las investigaciones en el ámbito social. De manera específica los proyectos de investigación se enfocan a atender las prioridades de la Agenda Nacional y las definiciones del Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación.

	CentroGeo participa en los proyectos enfocados a la atención de Problemas Nacionales. Entre los que destacan:

	 

	1.      Viabilidad de las imágenes híperespectrales para la detección de fosas clandestinas en México

	 

	Objetivo: Evaluar la viabilidad de las imágenes híperespectrales para la detección no intrusiva de fosas clandestinas en México. Para ello se propone desarrollar una serie de experimentos controlados con el fin de: 

	
	● Documentar la evolución de la separabilidad espectral entre fosas con y sin restos;  

	● Determinar la ventana temporal de óptima detección para el caso de estudio;  

	● Desarrollar un algoritmo de detección a partir de imágenes híperespectrales mediante la integración de información espectral y espacial.  

	● Identificar y documentar los aspectos relevantes a considerar para una búsqueda a  nivel regional usando imágenes híperespectrales; y  

	● Contribuir al desarrollo de capacidades técnicas para aplicaciones de percepción  remota en temas seguridad ciudadana. 



	 

	
		Desarrollo de un modelo de integración y gobernanza de las cadenas de valor en la región Usumacinta, para fines de estrategias de seguridad alimentaria y agricultura familiar



	 

	Objetivo: Generar un modelo de integración y gestión de las cadenas de valor, basado en el enfoque de gobernanza, a partir de la agricultura familiar. Lo que se busca es la mejora integral de los sistemas de producción de los agricultores y generación de valor agregado; además la gobernanza de la cadena permitirá a los agricultores familiares, fortalecer los puntos críticos identificados en cada cadena productiva, reducir la diferencia territorial y alcanzar su seguridad alimentaria; a fin de poner a las comunidades y las familias en condiciones de acceder a los beneficios económicos y sociales y contribuir a la estabilidad social. 

	 

	3.      Hacia la generación de nuevos modelos geográficos de planeación basados en los principios básicos de sustentabilidad urbana

	Objetivo: Explorar teórica y empíricamente los límites / umbrales (si existen) en los que la aplicación de tres principios básicos de sustentabilidad urbana (compacidad, diversidad, policentrismo) generan efectos positivos en el entorno urbano y no externalidades negativas. Esto es, determinar el ‘punto de quiebre’ en el que estos principios dejan de aportar beneficios. Se presupone que este estudio coadyuvaría a la generación de nuevos modelos (geográficos, matemáticos) a incluir en los Términos de Referencia para la Planeación Urbana dentro del Sistema Nacional de Planeación Democrática (SNPD), orientados a mejorar la calidad de vida mediante una ocupación más racional del territorio.

	 

	
		Sistema inteligente de extracción, análisis y visualización de información en social media



	 

	Objetivo: Diseñar, desarrollar e implementar un sistema inteligente de extracción, análisis y visualización de información pública emitida en redes sociales, enfocada a temas de seguridad pública con fines de inteligencia e investigación.

	 

	Los objetivos específicos son:

	Estudio, análisis y selección de una plataforma de desarrollo de código abierto para el desarrollo del sistema.

	
	● Diseño, desarrollo e implementación de un autómata inteligente para la extracción de información pública emitida en redes sociales y su complementación mediante búsquedas automáticas relacionales.

	● Diseño, desarrollo e implementación de un sistema automático de análisis semántico de texto que, mediante técnicas de aprendizaje incremental, sea capaz de realizar análisis con refinamientos sucesivos.

	● Análisis, desarrollo e implementación de técnicas de representación de información social georeferenciada que permita el estudio, comprensión e interpretación de su comportamiento.

	● Diseño, desarrollo e implementación de un sistema de representación de la información que permita transformar el conocimiento descubierto en inteligencia para la toma de decisiones de las fuerzas de seguridad pública.



	Entre otros de los proyectos estratégicos que impulsa CentroGeo, de manera coordinada con otros Centros Públicos de Investigación, destacan:

	 

	
		ADESUR: Alianza Estratégica para el Desarrollo de los estados Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Michoacán: Caracterización integral de la Región desde la perspectiva del desarrollo sustentable;  Plataforma de servicios de información GeoWeb para el desarrollo de la Región; Red Formal de Conocimiento para el desarrollo de la Región.

		Sustentabilidad Alimentaria: (Sistemas productivos y capital natural en la Región del Corredor y Arco Seco Centroamericano; Vulnerabilidad de los sistemas productivos; Agricultura familiar y sustentabilidad alimentaria; Principales sistemas alimentarios).

		Hacia el desarrollo sustentable en la Región Usumacinta en México (RUM).

		Sistema para la Inteligencia Territorial, Tecnológica y Competitiva de los Alimentos y la Alimentación (SITTC de los Alimentos y la Alimentación) Caso: Chiapas.



	 

	
	3.9.4 Diversidad lingüística (retos y potencialidades)



	 

	Regina Martínez Casas (CIESAS)

	 

	Antecedentes

	 

	Desde su fundación el CIS-INAH (luego CIESAS) contó con un área de investigación lingüística destinada a la documentación de las lenguas indígenas mexicanas. En las décadas de 1970 y 1980 se formó el primer equipo de investigadores que combinó la experiencia de lingüistas con una amplia de trabajo en náhuatl y mixteco, la formación de jóvenes becarios que entonces se encontraban estudiando en la Escuela Nacional de antropología e Historia y la colaboración de hablantes de lenguas indígenas. De ese primer proyecto la institución heredó parte de su planta de lingüistas y a los primeros investigadores indígenas, muchos de los cuales se fueron profesionalizando a lo largo de los años.

	 

	En 1990 el CIESAS inició la formación maestros en lingüística hablantes de lenguas originarias de México y el resto de América Latina. Este proyecto tuvo como antecedente el programa de formación de etnolingüistas que funcionó en la institución entre 1979 y 1985 y que graduó a un centenar de licenciados provenientes de 19 pueblos indígenas mexicanos. La maestría surgió como parte de un proyecto más amplio que se propuso contribuir a la formación de los recursos humanos que constituirían un Centro Nacional de Lenguas Indígenas y para ello ha contado desde su fundación con el apoyo de la Comisión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (antes Instituto Nacional Indigenista). En 2010, además de la maestría, se abrió un doctorado que graduó ya a su primera generación. De la maestría se han graduado más de 130 jóvenes lingüistas provenientes de casi todos los pueblos indígenas mexicanos y de una docena de otros países de América Latina. Casi todos los graduados de la maestría y el doctorado son hablantes nativos de las lenguas que trabajan, pero también se han admitido jóvenes que conocen las lenguas que trabajan como segunda lengua.

	 

	Por otra parte, en el CIESAS se han albergado dos programas de formación de posgraduados indígenas. El primero arrancó en el año 2001 y fue co-financiado por el CIESAS y la Fundación Ford (a través del proyecto International Fellowship Program) y su segunda etapa arrancó en 2013 con financiamiento del CONACYT. Esta vertiente ha buscado apoyar económica y académicamente a jóvenes indígenas mexicanos para que cursen posgrados en el país o el extranjero y contribuyan al desarrollo de nuevos paradigmas de investigación desde la óptica de sus lenguas y culturas y, con ello, contribuyan a generar nuevos horizontes científicos. 

	 

	Pero estos programas –la formación de lingüistas y las becas para estudiantes indígenas– cuentan también con otro objetivo. Solo el 3% de los jóvenes indígenas tiene  acceso a la educación superior (frente al cerca del 30% del resto de los jóvenes mexicanos). La apuesta del CIESAS en este sentido es doble: por un lado busca contribuir a disminuir una sensible brecha educativa desde un espacio de excelencia académica avalada por sus más de 40 años de reconocida investigación social; por otro lado busca generar nuevas vías de investigación sobre y desde las lenguas indígenas nacionales. 

	 

	Desde los orígenes de la investigación antropológica moderna se ha afirmado que cada cultura (y por ende cada lengua) tiene una particular manera de codificar el conocimiento. Se tiende a pensar que existen conocimientos más “desarrollados”, sin embargo, buena parte de la investigación etnográfica ha mostrado que los modelos singulares desarrollados por comunidades particulares explican fenómenos sociales y naturales que no se explican con la misma eficacia desde las corrientes hegemónicas de pensamiento. Recientemente se ha insistido en el potencial de generación del conocimiento científico –en particular del conocimiento social– desde el diálogo entre los llamados países “del Sur”, es decir, desde las periferias de las Ciencias Sociales a nivel mundial. Sin embargo todavía se valora poco (o nada) el potencial de conocimiento que puede surgir desde la experiencia de sociedades indígenas que cuentan con las herramientas para hacer accesible su cosmovisión a otras sociedades de México y el mundo.

	 

	En contraste, muchos de los avances realizados en la discusión lingüística contemporánea se deben a la documentación de lenguas no europeas y los contextos en los que se reproducen. Las ciencias del lenguaje han virado en pocas décadas de un paradigma “universalista” a otro que explica desde la diversidad lingüística el funcionamiento más amplio de la comunicación humana. A ello han contribuido las investigaciones realizadas por lingüistas que conocen de manera profunda el funcionamiento de lenguas minorizadas de todo el mundo. En particular el estudio de las lenguas indígenas mexicanas ha mostrado la existencia de modelos de organización de la información lingüística inéditos y muchos de estos trabajos han sido desarrollados por los lingüistas graduados en los programas del CIESAS.

	 

	Por ese motivo, CIESAS se propone seguir apostando a la formación de lingüistas expertos en lenguas amerindias, cada día mejor capacitados para describir su funcionamiento y sus contextos de uso, así como la manera en que las diferentes lenguas codifican el conocimiento de su entorno. El horizonte para los próximos 10 años es mantener el alto nivel (competencia internacional) de la Maestría en Lingüística Indoamericana y consolidar el programa de Doctorado. Se gradúan alrededor de 15 maestros y seis doctores cada dos años, por lo que en la próxima década esperamos poder contar con más de medio centenar de nuevos lingüistas con un profundo conocimiento de la disciplina y la capacidad de investigar y contribuir al desarrollo de las lenguas originarias del continente. También esperamos mantener el programa de becas para estudiantes indígenas y con ellos seguir colaborando con la formación de jóvenes que tienen la capacidad y vocación para realizar investigación con validez y pertinencia cultural.

	 

	Vale la pena señalar que muchos de los egresados de los programas del CIESAS (Del Posgrado en Lingüística Indoamericana y de los programas de becas) laboran en puestos de toma de decisiones en instancias como el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, la Dirección General de Educación Indígena, la Academia Guatemalteca de Lenguas Mayas, así como en diversas instituciones educativas en todos los niveles (desde preescolar hasta educación superior). Nuestros aliados naturales son la CDI, el INALI y las universidades que buscan investigar e intervenir en el fortalecimiento de las lenguas indígenas. Así mismo colaboramos con redes de investigación con colegas del COLMEX –en particular del Centro de Estudios Lingüísticos y Literarios– y del INAH tanto de la Coordinación Nacional de antropología que cuenta con un moderno laboratorio de fonética y fonología como de la Dirección de Lingüística. Sin embargo, nuestros principales interlocutores deben ser los propios integrantes de los pueblos indígenas; y las investigaciones que llevamos a cabo investigadores, estudiantes y egresados del CIESAS deben buscar fortalecer el conocimiento que tienen los propios hablantes sobre sus lenguas.

	 

	Por otra parte, es importante señalar que desde el año 2001 las diferentes lenguas indígenas de México son lenguas nacionales y, a partir de la publicación de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, deben ser utilizadas para diversas en los espacios públicos del país. La Constitución Política Mexicana señala la obligatoriedad por parte de las instituciones de velar por el cumplimiento de los derechos que nos asisten como mexicanos, tanto a nivel individual como colectivo. Esto implica que las instituciones del estado deberán generar políticas que garanticen el pleno cumplimiento de nuestro marco legal vigente que les permite a las diversas comunidades lingüísticas del país contar con herramientas para la preservación documentación y desarrollo de sus lenguas.

	 

	Para lograr este objetivo el CIESAS ha planteado la posibilidad de realizar una serie de vocabularios bilingües que les permitan a los funcionarios públicos, integrantes de la sociedad civil organizada y a los miembros de los pueblos indígenas comunicarse de manera más eficiente. Las lenguas indígenas mexicanas pueden comunicar cualquier tipo de información tanto de uso cotidiano, como especializado. Sin embargo existen pocos vocabularios específicos que permitan una mejor transmisión de información para los espacios educativos, judiciales y para el sector salud. Esto implica que los hablantes de lenguas indígenas ven vulnerados sus derechos y, con frecuencia, se encuentran en desventaja al buscar ser atendidos en escuelas, oficinas públicas y hospitales.

	 

	Por otra parte, se sigue reproduciendo la percepción de que las lenguas indígenas son menos útiles para expresar ideas abstractas o conocimiento científico que las lenguas europeas más prestigiosas como el español o el inglés. Desde los diferentes espacios de investigación y formación lingüística en el CIESAS podemos contribuir a cambiar dicho prejuicio y a mitigar la discriminación de la que son objeto los hablantes de lenguas indígenas en México. Para ello la institución creó hace diez años el Laboratorio de Lengua y Cultura Víctor Franco que cuenta con un repositorio de materiales en lenguas indígenas y un área de elaboración de materiales educativos. El laboratorio cuenta con el apoyo técnico del Instituto Max Plank. Otra vinculación estratégica que busca desarrollar el CIESAS es la que ha tejido con la Universidad de Texas en Austin, en donde se encuentra el repositorio de lenguas más grande del mundo.

	 

	Estos proyectos y asociaciones estratégicas nos permitirán seguir desarrollando las bases para la documentación de lenguas mexicanas en todos sus niveles de análisis y analizando sus diferentes contextos de uso y socialización tanto en los espacios familiares y comunitarios, como en la migración y en los ámbitos institucionales (educación, salud, impartición de justicia). Las investigaciones que realizamos los lingüistas en el CIESAS y las que elaboran los alumnos del Posgrado en Lingüística Indoamericana se complementan para brindar una panorámica de la disciplina cada día más amplia. Esta tarea seguirá consolidándose en la próxima década y esperamos ampliar nuestros espacios de impacto con los pueblos indígenas y los diferentes niveles de gobierno y así colaborar al cumplimiento de los derechos lingüísticos en México y el resto de América Latina.

	 

	 

	 

	
	3.9.5 Género: México sin discriminación: género, etnicidad y grupos        vulnerables



	 

	Dra. Angélica A. Evangelista García

	      MC Juan Iván Martínez Ortega

	Dra. Martha Luz Rojas Wiesner

	Dra. Esperanza Tuñón Pablos

	Dr. Ramón Abraham Mena Farrera

	(Grupo Académico Estudios de Género. El Colegio de La Frontera Sur)

	 

	Estudios de género. Antecedentes

	 

	Al resurgimiento del feminismo en México a finales de la década de los sesenta, en el contexto de una serie de movimientos de liberación político, sociales y culturales que sacuden al país pero también al mundo entero, se suma la celebración en México de la Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer en 1975 Año Internacional de la Mujer. El hecho constituyó un parteaguas para la activación y articulación del movimiento feminista y de las mujeres dentro y fuera de la academia e impulsó el trabajo en distintos ámbitos incluida la investigación de la situación de la mujer en el mundo (De Barbieri en González, 2001).

	 

	Durante las décadas de los ochentas y noventas se crearon diversos programas y centros académicos orientados a la investigación de la mujer y de género. Entre los pioneros destacan el del Colegio de Posgraduados de Ciencias Agrícolas, el Programa Interdisciplinario de Estudios de la Mujer de El Colegio de México, el Programa Universitario de Estudios de Género de la UNAM, y la línea de investigación en el marco de la cual surgió el primer posgrado en Estudios de la Mujer en la UAM-Xochimilco. Para el año 2000 Cardaci, Goldsmith y Parada-Ampudia (2002) contabilizaron 39 grupos académicos en todo el país.

	 

	Un momento importante de renovación del pacto entre académicas y ciudadanas comunes en México fueron los sismos de 1985. Los trágicos acontecimientos marcaron el surgimiento de nuevas líderes que junto con las investigadoras tendieron puentes para comprender la magnitud de la tragedia y encontrar caminos para superar la difícil situación material y emocional que se vivía. Surgieron nuevos paradigmas de investigación, nuevas interrogantes y nuevos retos teóricos metodológicos para transversalizar los conocimientos que ayudarían a transformar la realidad. 

	 

	Para ese entonces es notoria la transición de los iniciales estudios de la mujer y las mujeres a los estudios de género, lo cual obedece a la consolidación del “género” como teoría, categoría de análisis y como herramienta metodológica. A la par de la investigación y en el marco de los acontecimientos antes mencionados surgió la necesidad de relacionar teoría y práctica, promover el vínculo con las organizaciones de la sociedad civil y sumarse a la exigencia, junto con otros sectores del feminismo, de la inclusión de la “perspectiva de género” en las acciones de gobierno y como eje transversal en las políticas públicas diseñadas para combatir los grandes problemas y rezagos del país. 

	 

	Durante el sexenio de Ernesto Zedillo, se creó la Comisión Nacional de la Mujer, en la Cámara de Diputados se instauró la Comisión de Equidad y Género en la LVII Legislatura (1997-2000), lo cual ha sido significativo pues a partir de entonces el marco jurídico que tutela los derechos de las mujeres se vio fortalecido con diversas leyes como la Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres (2006) y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007). Previo a esas leyes, en 2001 se expidió la Ley que crea el Instituto Nacional de las Mujeres y, en 2005, el Programa de Institucionalización de la Perspectiva de Género en la Administración Pública Federal en el cual “el gobierno de México asume la obligación y el desafío de incorporar y utilizar la perspectiva de género y el respeto a los derechos de las mujeres en el interior de cada una de sus dependencias y entidades” (Inmujeres, 2005: 5).

	 

	Tales avances, en parte, son producto de la presión tanto al interior del país como al exterior para cumplir con los convenios, acuerdos y plataformas signados por el gobierno mexicano a nivel internacional (CEDAW y Belém do Pará, por mencionar sólo algunos). Todo ello, ha sido pieza clave para que en la actual Administración Federal, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 (PND) contemple como eje transversal la perspectiva de género, la cual habrá de ser incorporada en las políticas públicas, programas, proyectos e instrumentos compensatorios como acciones afirmativas de la Administración Pública Federal, para alcanzar las metas nacionales que son: México en Paz, México Incluyente, México con Educación de Calidad, México Próspero, México con Responsabilidad Global (Gobierno de la República, 2013). Para ello, se ha diseñado el Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-2018 (Proigualdad), el cual tiene como propósito “alcanzar la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, en un marco de respeto irrestricto a los derechos humanos de las mujeres y las niñas, y en un contexto de democracia participativa, utilizando para ello la planeación, programación y presupuesto con perspectiva de género, con el fin de contar con políticas públicas centradas en reducir las brechas de desigualdad que actualmente se observan entre mujeres y hombres” (DOF, 2013: 3).

	 

	Actualmente

	 

	Una revisión somera de las líneas de investigación en estudios de género que se trabajan en algunas Instituciones de Educación Superior11 arroja como principales temáticas las siguientes: Políticas públicas, Desarrollo rural, Transversalidad e institucionalización de la perspectiva de género, Medio ambiente, Grupos vulnerables, Feminismos, Sexualidades, Salud, Migración, Violencias, Representaciones culturales y prácticas sociales, Equidad de género en la educación superior, Participación política de las mujeres, Trabajo y subjetividad, Derechos humanos y justicia, Procesos de constitución de los géneros, Familia y parentesco, Cuerpo y subjetividades, Juventud e infancia. 

	 

	Al mismo tiempo observamos la articulación de quienes realizan estudios de género en redes académicas regionales y nacionales como las redes de estudios de género de la ANUIES en la región sur sureste y centro occidente y la Red Nacional de Equidad de Género en las Instituciones de Educación Superior. Estas redes tienen el propósito de compartir sus experiencias en materia de transversalización e institucionalización de la perspectiva de género en las políticas, programas, currícula y proyectos de investigación de las instituciones afiliadas. Otras redes, como la Red Género, Sociedad y Medio Ambiente, constituyen un espacio de debate e intercambio académico que busca entender con intereses temáticos específicos problemáticas específicas desde una perspectiva de género. 

	 

	Agenda de investigación en género

	 

	La investigación desde una perspectiva de género mantiene una vigencia sustentada en la permanencia de la desigualdad de género, de las relaciones inequitativas de poder y de importantes lagunas en materia de derechos que prevalecen en nuestras sociedades y en distintos ámbitos a pesar del avance en la instrumentación de un marco normativo. Actualmente, la investigación con perspectiva de género complejiza sus marcos interpretativos al considerar los distintos entrecruzamientos del género con clase, etnia, raza, condición migratoria entre otras identidades y pertenencias. En este sentido, a partir del Proigualdad a continuación presentamos un diagnóstico respecto a las condiciones de niñas y mujeres en el país como punto de partida de una propuesta de agenda de investigación en género para los CPI y las IES.

	 

	Un grave problema de las mujeres en México es la violencia de género. Se trata de un problema nodal pero cotidiano que deriva en muchos otros problemas de salud, educación, vivienda, entre otros. Al analizarlo por clase social, por etnia, por región y por edad vamos dibujando un panorama más complejo en el cual la violencia de género se articula con otras fuentes generadoras de violencia vinculadas estrechamente con diversos sistemas de opresión hacia las mujeres. Así, en el país, 46.1 % de las mujeres de 15 años y más han sufrido algún incidente de violencia por parte de su pareja. A un 42.4% se les ha humillado, encerrado, amenazado con correrlas de casa, quitarles a sus hijos o matarlas. A 24.5% les han prohibido trabajar o estudiar, o les han quitado dinero o bienes. Un 13.5% ha sido golpeada, amarrada, pateada, o agredida con alguna arma por su pareja; y a 7.3% de las mujeres se les ha obligado a tener relaciones sexuales sin que ellas quieran. 

	El 22% de las mujeres de 15 años o más, está de acuerdo en que una esposa debe obedecer a su pareja en todo lo que él ordene; 18.1 % en que es obligación de la mujer tener relaciones sexuales con su esposo o pareja aunque no quiera; 26.6% opinan que si hay golpes o maltrato en casa es un asunto de familia y ahí se debe quedar. En relación con la violencia laboral, un 20.6% de las mujeres declaró haberla padecido; más de un 4% refirió hostigamiento sexual. Más de 500 mil mujeres han sido forzadas a tener relaciones sexuales; de ellas, alrededor de 75 mil sufrieron una violación en el último año.

	 

	En relación con la violencia que sufren las mujeres en los espacios públicos, una de cada cuatro ha sido objeto de agresiones verbales que las denigran o molestan; 14% ha sufrido tocamientos o manoseos sin su consentimiento; 8% ha tenido miedo de ser atacada sexualmente; y un 1.3% han sido violadas (ENDIREH 2011 en DOF, 2013). Asimismo de cada diez delitos sexuales, ocho ocurren contra mujeres (ENVIPE 2012 en DOF, 2013). En relación con la violencia escolar, alrededor del 90% del alumnado de primaria y de secundaria declaró haber sufrido humillaciones o insultos en la escuela (SEP-UNICEF 2009 en DOF, 2013). Sin embargo, un alto porcentaje de la población de 18 años o más confía poco o nada en los jueces (58.3%), en el ministerio público o en las procuradurías de justicia (64.2%) (ENVIPE 2012 en DOF, 2013). 

	 

	En los últimos 40 años se ha incrementado la inserción de las mujeres en el ámbito laboral sin que esto haya traído aparejado una igualdad real en las condiciones de trabajo, ni en el reparto de las obligaciones domésticas y del cuidado (DOF, 2013). Los índices de discriminación salarial por ocupación y sector de actividad muestran que las mujeres ganan un 30.5% menos que los varones en ocupaciones industriales, 16.7% menos como comerciantes y 15.3% menos como profesionales (ENOE 2012 en DOF, 2013). EI tiempo destinado al trabajo es mayor para las mujeres que para los hombres, con mayores brechas para las mujeres rurales e indígenas. AI trabajo remunerado las mujeres le dedican en promedio 39.5 horas por semana (los hombres 47); al trabajo no remunerado un promedio de 39 horas semanales, los hombres poco menos de 12 (ENUT 2012 en DOF, 2013).

	 

	En la Administración Pública Federal la presencia de las mujeres en los mandos medios y superiores representa apenas el 35.5% y se concentra en la más baja jerarquía (subdirectoras, jefas de departamento, enlaces) (Inmujeres 2012 en DOF, 2013). En las entidades federativas, la presencia de mujeres en puestos de alta dirección apenas alcanza un 14.6%. En la Suprema Corte de Justicia, sólo 2 de los 11 ministros son mujeres. De los magistrados del Pleno de los Tribunales Superiores de Justicia en 2012, 28.6% eran mujeres (INEGI, 2012 en DOF, 2013). La distribución dentro del Sistema Nacional de Investigadores señala que apenas 34.1 % son mujeres (CONACYT 2013 en DOF, 2013).

	En las estructuras sindicales, la participación de las mujeres en puestos de toma de decisión es de menos de un 4% (ENCUP 2012 en DOF, 2013). En relación con el acceso diferencial de mujeres y hombres a los recursos productivos y a la toma de decisiones, hay 4.2 millones de ejidatarios/as y comuneros/as, de los cuales 19.8% son mujeres (INEGI 2007 en DOF, 2013).

	 

	Es importante considerar que hay mujeres más expuestas a la vulneración de sus derechos, porque son víctimas de otras formas de discriminación: por edad, raza, preferencia sexual, situación migratoria o etnia (DOF, 2013). En este sentido, los grupos con mayores rezagos educativos son las mujeres adultas mayores y mujeres indígenas quienes presentan tasas de analfabetismo de 28.7 y 35.1 % (INEGI 2010 en DOF, 2013). También en el acceso, uso y desarrollo de tecnologías de información y comunicación existe discriminación de género. Para 2014 la cantidad de internautas en México suma poco más de 52.3 millones de personas (46% de la población) de las cuales 51% son hombres y 49% mujeres. Sin embargo, el acceso es diferenciado según la región del país donde se habita. En este sentido, en Guerrero y Chiapas la proporción de usuarios de computadora es menor al 33% y entre estos estados y el Distrito Federal, donde se registra la mayor proporción de usuarios, se registra una diferencia de 36 puntos porcentuales. Además, en esta región del sureste mexicano de cada diez personas que tienen acceso a TIC siete son hombres y 3 son mujeres.

	 

	 En materia de vivienda, alrededor de un 15% de las mujeres habita en viviendas con deficiencias de infraestructura, de espacio o de servicios. Entre la población indígena el porcentaje con carencias por calidad y espacios de la vivienda alcanza al 42% de las mujeres y por carencias en los servicios básicos a un 50.6% (ENIGH 2010 en DOF, 2013).

	 

	La vulnerabilidad que enfrentan las mujeres ante los riesgos de desastres difieren en función de los roles que desempeñan y los espacios en que se desarrollan. Se señala que los desastres naturales tienen un impacto mayor sobre la esperanza de vida de las mujeres, pues son 14 veces más propensas a morir durante un desastre (PNUD 2010 en DOF, 2013).

	 

	A nivel mundial hay más de 215 millones de personas que viven en países distintos a los de su nacimiento, aproximadamente la mitad son mujeres. Los estudios más recientes han revelado que las mujeres no sólo viajan de manera asociada a los hombres, también migran solas. Además, ya sea que se queden o que migren de manera asociada, las mujeres cumplen un papel decisivo en la reproducción social de los grupos domésticos o de las familias de personas migrantes, lo que ha llamado la atención sobre la necesidad de estudiar los impactos que la migración puede tener en las experiencias de quienes “se quedan”, entre quienes incluso pueden estar los mismos hombres (Rojas, 2015)12.

	 

	La evidencia empírica constata la significativa desigualdad de género que existe en los mercados de trabajo; es decir, las mujeres no tienen acceso al mismo rango de oportunidades de trabajo que los hombres, y esto da forma a los distintos patrones de movilidad. En este sentido, en la frontera sur de México, ha habido un predominio de estudios sobre trabajadoras domésticas o del hogar, trabajadoras agrícolas y trabajadoras sexuales (Rojas, 2015).

	 

	En cuanto al acceso de las mujeres a los servicios de salud, éste proviene mayoritariamente de "vías no asociadas al trabajo o a una contratación propia del servicio": 161 mujeres por cada 100 hombres tienen acceso indirecto, mientras que solo 58 mujeres por cada 100 hombres tienen acceso directo (CONEVAL 2012 en DOF, 2013). EI riesgo de complicaciones durante el embarazo, parto o puerperio es mayor en las adolescentes; el aborto representa la quinta causa de mortalidad materna; y 8.6% de los embarazos ocurridos entre 2004-2009 terminaron en un aborto (ENADID 2009 en DOF, 2013). Anualmente se registran alrededor de 475 mil nacimientos de madres adolescentes, con notables diferencias por nivel de instrucción, tamaño de la localidad y origen étnico (INEGI en DOF, 2013). En México 5.3% de la población total tiene algún tipo de discapacidad, con diferencias por sexo en las causas de las discapacidades: en las mujeres sobresalen las enfermedades y la edad avanzada como causas de discapacidad, mientras que en los hombres son los accidentes (INEGI 2010 en DOF, 2013).

	 

	Ante el panorama reseñado, que corresponde sólo a una parte de la realidad social, las agendas de investigación de las instituciones académicas deberían estar orientadas, no de manera exclusiva pero si considerablemente, a comprender y proponer soluciones y recomendaciones de política pública a los problemas sociales en los que la desigualdad de género está latente; para ello, resulta necesario que estén en correspondencia con el PND y el Proigualdad, pues en ellos se marcan pautas que es importante seguir para combatir los rezagos del país; tomando eso en consideración a continuación se proponen, de manera enunciativa más no limitativa, algunos temas que pudieran considerar las agendas de investigación de las Instituciones de Educación Superior:

	 

	Política

	
	● Estado y Poder

	● Participación política de las mujeres

	● Transversalización e Institucionalización de la perspectiva de género

	● Políticas públicas

	● Desarrollo humano

	● Derechos Humanos

	● Procuración e impartición de Justicia con perspectiva de género



	
	● Diversidad sexual

	● Igualdad sustantiva

	● Interseccionalidad de sistemas de opresión



	 

	Social

	
	● Infancias



	
	● Migraciones

	● Juventudes

	● Historia y Cultura

	● Formas familiares

	● Interculturalidad

	● Subjetividades

	● Masculinidades

	● Interseccionalidad de identidades

	● Infraestructura, servicios y espacios

	● Relación sociedad-ambiente

	● Acceso a recursos

	● Discriminación y exclusión



	 

	Salud

	
	● Sexualidad

	● Diversidad funcional

	● Seguridad social

	● Vejez 

	● Mortalidad materna

	● Interrupción del embarazo

	● Embarazos en adolescentes

	● Infecciones de transmisión sexual y VIH y Sida

	● Salud sexual y reproductiva



	 

	Educación

	
	● Rezagos educativos

	● Relaciones de género en las Instituciones de Educación Superior

	● Acceso y uso de TIC para la igualdad



	 

	Violencias

	
	● Sexual

	● Familiar

	● Escolar

	● Laboral

	● Institucional

	● Simbólica y cultural



	
	● Estructural

	● Feminicidios

	● Trata de personas

	● Vulnerabilidad social



	 

	Trabajo

	
	● Desigualdad en el trabajo

	● Trabajo remunerado

	● Trabajo doméstico

	● Trabajo agrícola

	● Trabajo sexual

	● Trabajos de cuidado a las personas

	● Discriminación salarial

	● Armonización de la vida laboral, personal y familiar

	● Condiciones de trabajo y mercado laboral

	● Migraciones



	 

	 

	
	3.9.6 Historia: Relevancia y prioridades de investigación en Historia. La        construcción profesional de conocimiento retrospectivo de utilidad       prospectiva



	 

	Sergio A. Cañedo Gamboa (El Colegio de San Luis)

	 

	La historia puede ser considerada como aquel conocimiento social de orden retrospectivo que construye el historiador mediante la operación historiográfica, a través de la cual establece filiaciones genéticas y articula nexos multicausales que toman sentido en un discurso o una narrativa que tiende a ser objetiva y que cumple con fines variados como conocimiento científico básico y aplicado. Ciertamente esta percepción de la historia ha sido revalorizada en los últimos años, no sólo por ser un insumo relevante de nuevo conocimiento sobre el pasado el cual se transmite en la formación educativa y se utiliza en el fortalecimiento de la identidad nacional, sino también porque, en términos generales, la historia ha mostrado capacidad de reconstruir tendencias generales de mediana y larga duración que subyacen en los diversos fenómenos sociales, estas tendencias las logra integrar el discurso histórico mediante el uso de técnicas no sólo históricas sino de diversa índole recurriendo para ello a la multidisciplinariedad o transdisciplinariedad.

	 

	Es precisamente por este factor multi y transdisciplinario y por su capacidad de reconstrucción de tendencias generales en los fenómenos sociales lo que posibilita considerar que el análisis histórico posee el potencial de generar diagnósticos sociales de mayor alcance, básicamente al  reestablecer—mediante el uso de fuentes primarias—con menor grado de distorsiones los múltiples factores que puntean los procesos y percibir el carácter dinámico de las complejas estructuras sociales que se sobreponen a la mera fenomenología social. Al integrar en su marcos de análisis los factores diacrónicos (temporales) y espaciales (regionales) concretos, alcanza a aislar las pulsiones sociales que se adosan a las estructuras desde una vertiente, que sin ser tautológica, posibilita la reconstrucción explicativa de los fenómenos sociales.  Así, lejos de constituir una parcela del conocimiento simplemente con sentido descriptivo, la escritura de la historia se constituye en una directriz explicativa suficientemente positiva a la luz de los estudios sociales, la cual está sustentada en diferentes metodologías que le otorgan un valor científico y capacidad de revisión y autocrítica, pero sobre todo de generar conocimiento retrospectivo que puede ser de utilidad prospectiva.   

	 

	Este estado actual en que se encuentra la historia viene acompañado del proceso de profesionalización de quienes la escriben. La profesionalización de la historia tiene sus inicios en la segunda mitad del siglo XIX en Europa y los Estados Unidos de Norteamérica y ya era generalizada a mediados del siglo XX en el mundo occidental; esta fase de profesionalización del gremio de los historiadores comenzó a tomar forma en México justo en las décadas cuando ya era una tradición en Occidente, algo que aconteció a mediados del siglo XX. Sin embargo,  al cierre de este último siglo y gracias a las políticas públicas en la educación, que en un primer momento propiciaron la profesionalización de historiadores mexicanos realizando estudios de posgrado en el extranjero, y que posteriormente han tenido como propósito fomentar la formación, desarrollo y consolidación de los posgrados nacionales especializados en la historia, es que se ha incrementado notablemente el proceso de profesionalización del gremio. Se han abierto programas o departamentos de estudios sobre la historia y en gran medida se ha incrementado la publicación de obras en diferentes formatos que son el resultado de investigaciones originales. Sin duda este proceso de profesionalización y de crecimiento de la comunidad de historiadores es también derivación de la pertinencia que ha demostrado el estudio del pasado y la utilización de éste para generar nuevo conocimiento orientado a la elaboración de prospectivas que contribuyan de diversas maneras a la mejora de las condiciones de vida de los mexicanos.

	 

	Con la generación de conocimiento histórico básico sin duda ganaremos tanto en términos científicos como en términos sociales y aquí es donde está la relevancia del tema de la historia. La historia contribuye sin lugar a duda a la creación de conocimiento científico básico, el cual no sólo consiste en incorporar de manera acumulativa nuevos tabiques al muro de la historia; más bien el conocimiento básico generado mediante el uso del método de la historia y de manera ancilar el de otros métodos de las ciencias sociales, tiene como fin funcionar como el pivote sobre el que se sostiene la generación de conocimiento aplicado. Este conocimiento es pertinente en tanto que es el resultado del estudio de diferentes problemas en la historia, los cuales son vigentes en el presente; tales problemas deben ser revisados en el pasado buscando tendencias y constantes, las cuales llegan a nuestros días y que son parte de un contínuum con orientación prospectiva. Sin embargo el proceso de la aplicabilidad del conocimiento básico no se da en automático, se requiere precisamente de capital humano de alto nivel formado (y en formación) con capacidades para llevar a cabo esta operación de transferencia de conocimiento, lo cual se logra mediante la enseñanza de la historia con énfasis en este enfoque. 

	 

	Ahora bien, la investigación histórica tiene la versatilidad de abordar diferentes tipos de problemas en el pasado,  sin embargo, el esfuerzo en este momento consiste en identificar cuáles serían las prioridades de investigación histórica para indagarlos de manera retrospectiva y promover la construcción de conocimiento socialmente pertinente.  No debemos dejar de lado que estas prioridades son de doble hélice pues por un lado conllevan la generación de conocimiento básico y aplicado pero a su vez se requiere de capital humano, existente en nuestras instituciones, con capacidades para realizar la vinculación de estas prioridades con los temas establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo (2013-2018)  y en el Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación (2014-2018).

	El conocimiento retrospectivo de utilidad prospectiva sin duda ha contribuido de diversas maneras a la atención de los temas prioritarios del PECiTI. Sin embargo la contribución y aplicación de este conocimiento que hemos venido desarrollando en el COLSAN tiene varias prioridades que se pueden identificar a partir de tres grandes líneas de generación y aplicación del conocimiento que son los componentes de nuestra oferta académica.

	 

	
		Historia de los procesos económicos, políticos y su relación con el entorno



	 

	El objetivo es analizar y comprender desde diversas dimensiones los fenómenos económicos y políticos de las sociedades, sus modos de organización, las configuraciones sociales que general y el ejercicio del poder. Estos problemas se abordan de manera diacrónica y en espacios delimitados por el objeto de estudio y el entorno ambiental en que se desenvuelven. Para esto último se recurre al uso de las herramientas de la geografía, la botánica y otras disciplinas con el fin de reconstruir la relación dialéctica que se establece entre la actividad económica, el poder  y el medio ambiente. Los resultados de este tipo de investigaciones contribuyen a la identificación de tendencias en los fenómenos económicos, en los movimientos políticos y sociales y los efectos del crecimiento demográfico en el entorno. El conocimiento generado puede ser utilizado para identificar de manera retrospectiva el origen de problemas sociales actuales y daría a su vez posibilidades de prospección de soluciones, de igual forma se reconstruyen procesos de industrialización, de crecimiento económico y demográfico así como las alteraciones en el paisaje.

	 

	 

	 

	2.  Historia interdisciplinaria

	 

	El objetivo de esta línea de investigación es abrir el diálogo entre la historia y disciplinas como arqueología, antropología, geografía, historia del arte, archivística y pedagogía en objetos de estudio que requieren periodo de análisis de larga duración. El propósito es el de enriquecer la reflexión en torno a los procesos institucionalizados y la vida cotidiana en la historia y sus rastros hasta el presente. Los estudios que se desarrollan son de índole regional, sin embargo, dada la amplitud temporal de los problemas de estudio se abordan de igual manera procesos globales en sus diversos grados de variación.  La complejidad de los fenómenos estudiados en esta línea, exige creatividad en la forma en que se construye el conocimiento histórico y las formas en que este se transfiere. Dada las prioridades identificadas, esta línea rompe con el esquema tradicional de transmisión del conocimiento, alienta la participación activa del capital humano de alto nivel en formación y busca generar una mirada diferente de aproximación al conocimiento, a los sujetos y a los fenómenos que se desarrollan en los procesos históricos. 

	 

	3. Historia social y cultural

	 

	El objetivo de esta línea es el análisis de los procesos socio-históricos e histórico-culturales de regiones, pueblos, ciudades, comunidades, agrupaciones, corporaciones, instituciones diversas, familias y redes políticas y culturales. Los resultados de investigación atienden a la construcción histórica de los grupos de poder, de las estructuras agrarias y la resistencia étnica fenómenos vigentes y que requieren de políticas públicas que requieren de análisis prospectivos para buscar soluciones apropiadas a estos problemas. Asimismo, se estudian los procesos socio-religiosos y sus sistemas de significación los cuales para su comprensión requieren de periodos de estudio de larga duración; De igual forma es prioridad de esta línea el estudio retrospectivo de las prácticas y representaciones en los sistemas educativos y de salud, de las relaciones de género, de los fenómenos de subalternidad, y de resistencia y agencia de los sujetos al poder del Estado y del gobierno. Estas reconstrucciones retrospectivas  del conocimiento social sobre los problemas planteados pueden resultar de utilidad en la elaboración de políticas públicas relativas a la tenencia de la tierra, equidad de género, educación, preservación del patrimonio documental y tolerancia religiosa.
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Notas

		[←1]
	 En las versiones anteriores se menciona o bien género o bien comunicación de la ciencia como otro tema.




	[←2]
	 Género en la versión anterior.




	[←3]
	 El autor recibió una versión previa y homónima de este texto, coordinada por Jaime Ros para el Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia de la República. Sin embargo, la responsabilidad del que se presenta es suya.




	[←4]
	 El autor coordinó un grupo de expertos en el tema. La primera versión de este texto se presentó al Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia de la República.




	[←5]
	 Entendido como cobertura de prestaciones básicas de alcance universal, esto es: que llegue a toda la población como un derecho de ciudadanía, cuya calidad y usufructo estén garantizados por el Estado. 




	[←6]
	* Esta contribución se nutre de las discusiones realizadas en la Mesa 3 (Opciones de Vida para la Juventud Mexicana), de la Jornada “Hacia dónde va la Ciencia en México: Ciencias Sociales”, organizada por el Consejo Consultivo de Ciencias y en la cual participó un grupo de especialistas integrado por: Dra. Corina Benjet, Dr. Minor Mora Salas, Mtro. José Antonio Pérez Islas; Dra. Maritza Urteaga, Dr. José Manuel Valenzuela y la Dra. María Eugenia Zavala y Costelo, coordinados por el Dr. Gonzalo A. Saraví. No obstante lo anterior, la absoluta responsabilidad de lo aquí escrito corresponde al autor.




	[←7]
	 Como otros textos sobre temas prioritarios, este aprovecha la lectura del texto sobre violencia social del CCC.




	[←8]
	 En esto ha sido también fundamental la participación en redes internacionales, como lo es la Red Latinoamericana de Antropología Jurídica, que nos ha brindado la oportunidad de un intercambio continuo con colegas del continente, una actualización de las temáticas y la posibilidad de movilidad de alumnos y docentes de manera continua. Asimismo iniciativas como el Seminario de Uso Crítico del Derecho que coordinamos desde el CIESAS  durante año y medio (2013-14) ampliaron las redes académicas y campos de acción con otras instituciones de educación superior, centros de investigación y abogados defensores de derechos humanos. 
 




	[←9]
	 Este es el texto coordinado por el autor durante la jornada ya mencionada que organizó el Consejo Consultivo de Ciencias.




	[←10]
	 Para Luis F. Aguilar, la ineficacia gubernamental es “fundamentalmente un problema cognoscitivo, de razón técnica, relacionado con defectos de conocimiento causal”. Luis F. Aguilar (2014).




	[←11]
	 FLACSO, COLPOS, UNICACH-CESMECA, UADY, UNAM, UAM-X, INCMNSZ, CINESTAV, COLMICH, COLMEX, ECOSUR, CIESAS.




	[←12]
	 Ver por ejemplo Barrera y Oehmichen (2000), Rojas (2002), Rojas y Ángeles (2006), Woo (2001), Ayús y Tuñón (2008), Serrano y Tuñón (2010) y Suárez (2013).
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